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ALGUNAS CONSIDERACIONES RESPECTO DE LA REFORMA DE 1992 AL 

ARTÍCULO 27 CONSTITUCIONAL y DE LA LEY AGRARIA EN VIGOR 

LIC. AGUSTIN HERNÁNDEZ GONZÁLEZ 
MAGISTRADO DEL TRIBUNAL UNITARIO AGI~ARIO 

DISTRITO XV EN GUADALAJARA, JAL. 

INTRODUCCIÓN 

partir de su fundación en 1992, los Tribunales Agrarios 
han venido aplicando la nueva legislacion agraria, en, A 

vigor desde entonces, y consideranlos que estos casi 5 años son 
suficientes para fornlular un análisis acerca de dicha legislacjón, 
tanto teórico como práctico, respecto de su operatividad y 
congruencia con la realidad que vive el canlpo de México; con la 
idiosincrasia de los habitantes de ese sector Nacional, incluyendo 
por supuesto a los grupos indígenas; con la filosofía que inspiró a 
un régimen jurídico agrario como el nuestro, y finaIInente 
considerando tanlbién el nlarco histórico y geográfico en el que se 
ha desarrollado el agrarisnlo en México, todo ello sirviendo de 
base o de antecedente para formular algunas proyecciones hacia el 
futuro innlediato y 111ediato en dicha materia. En este sentido será 
necesario reflexionar acerca de las probables razones y nlotivos 
que dieron lugar a una reforll1a constitucional tan profunda como 
la efectuada en 1992 al artículo 27," así como el propósito que tal 
refornla ha perseguido. 



", 

6 REFORMA DE 1992 AL ARTÍCULO 27 CONSTITUCIONAL 

Reafirnlo convenCido que si querenlos, conlO querenlos, que el 
nuestro sea un país de leyes, estas deben sistemáticamente 
revisarse y en su caso actualizarse y sinlplificarse. No debemos 
pernlitir la esclerosis de la legislación ni lllucho menos de nuestra 
Constitución porque si aspiralllos, COlllO aspiramos, a que 
pernlanezcan vigentes los principios que dan sentido y perfil a la 
Nación, -soberanía, libertad, igualdad, democracia y justicia-, 
debenlos procurar en todo mOlllento que el nlarco jurídico 
pernlita y procure sielllpre la existencia y la práctica de dichos 
principios y esto sólo se logrará mediante una clara y constante ,~ 
revisión del sistema jurídico que nos rige y, desde luego, de la 
voluntad de todos para ajustarnos a él. 

Al respeo:o quisiera lnencionar lo señalado por el señor 
Licenciado Luis Octavio Porte Petit Moreno, 'Magistrado 
Presidente del Tribunal Superior Agrario, durante la inauguración 
del Coloquio Internacional de Derecho Agrario celebrado el año 
pasado en la ciudad de México: liLa Constitución no puede ser un 

I 
conjunto de normas estáticas, innlutables e inmodificables. Por el 

l 
i contrario, es un ordenanliento vivo que se actualiza de acuerdo 

con la realidad y con las aspiraciones y deternlinaciones del 
pueblo nlexicano, sin modificar sus decisiones políticas y sociales 
fundamentales" . 

ANTECEDENTES 

Es un hecho destacado por numerosos estudiosos que nuestra 
Nación está constituida por un lllosaico pluriétnico que, 
cond icionado por factores geográficos de gran diversidad, ha 
inlpuesto y deternlinado un nlodo de ser, una personalidad, una 
huella única en el lllundo de tal lllanera s~gnificativa que ha 
nlotivado el interés, en muchos casos extraordinario, de 

111!11 II 
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REVISTA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS 7 

historiadores, sociólogos, geógraios, lingüistas, juristas, 
politólogos, de cercanos y lejanos países. 

Igualmente, distinguidos nlexicanos han realizado en 
diferentes monlentos de nuestra vida nacional estudios e 
investigaciones relacionadas con nuestro origen y con nuestra 
idiosincrasia. Tales trabajos contienen frecuentemente puntos de 
vista de esos autores que así añaden aspectos subjetivos, muy 
respetables ciertamente más no sienlpre compartidos por otros 
nlexicanos, que de esa manera van perfilando un horizonte de 
observación para tratar de conlprender todos estos hechos a fin de 
procurar el desarrollo justo e igualitariC' de la Nación. 

La mayoría de estos autores coinciden al afirmar que el choque 
cultural provocado por y con la conquista determinó la 
confornlación del ser nacional, nlÍsnlo que naturalmente se vino 
decantando durante el virreinato y posteriornlente a lo largo de 
nuestra vida independiente. Esto significó un largo proceso de 
asimilación, de intercalllbio y de reafirmación de valores, 
símbolos, costumbres, lenguas y actividades que no fue sencillo ni 
fácil; por el contrario trajo consigo dolor y angustia, pero 
finalmente, ¿Qué parto no es así? .. 

En la eterna y desigual lucha de débiles contra poderosos se 
impone la fuerza y a través de ella, religión, política, gobierno, 
economía. Sin embargo y a pesar de eso, hay pueblos y honlbres 
que no renuncian a su cultura, a sus costunlbres y a sus 
tradiciones aunque les cueste la vida y aunque permanezcan 
aislados, como olvidados, como abandonados. Ese· es el caso de 
nuestras comunidades indígenas, pues aún y cuando desde que 
los españoles pisaron estas tierras por primera vez han sido objeto 
de explotación y desprecios sin fin, nlantienen tercamente, 
noblenlente, decididamente ese universo cultural que los 
distingue y les da personalidad y brillo propio. 

, 
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Así pues, en nuestra sociedad, o 11lejor dicho en nuestro país se 
fueron integrando sectores sociales claranlente diferenciados, los 
cuales habrían de distanciarse cada vez 111ás pues no era posible 
que convivieran entendiéndose explotadores y explotados; que 
aquéllos lo tuvieran todo porque éstos nada poseían; que aquéllos 
asesinaban, violaran y abusaran, y éstos resistieran de por vida. 

La de México es una historia de sacrificio, esfuerzo y desafío 
gigantescos. Podríamos decir que desde sus orígenes, la Nación 
no ha parado de luchar por su sobrevivencia; no ha habido tienlpo 
para el reposo ni razón para dejar caer los brazos. Fatigadas, a 
veces exhaustas, generaciones de compatriotas han tenid0 que 
levantar una y otra vez el ánÍlno y las banderas, pues ct:.ando 
creían haber triunfado sobre la adversidad, esta conlO un huracán, 
retonla fuerza para golpear con 11layor crueldad y violencia. 

Los retos siguen siendo hoy día enorn1es; los enemigos de 
dentro y fuera continúan al acecho, pero nuestro pueblo está 
también, C01110 sie111pre, dispuesto al sacrificio y a la lucha. Tal 
postura es, para 11lÍ, adnlirable, motivo de orgullo y de estínlulo. 

A ese panorama hay que agregar y considerar el hecho de que, 
en verdad, nuestro País esta integrado por varios "países", 
deternlinados estos por una geógrafía caprichosa, 11lúltiple y 
distinta. A pesar de los esfuerzos desplegados por el gobierno 
para procurar el desarrollo de las distintas regiones y 
comunidades, persisten rezagos, carencias y 11larginación, algunas 
11lUY graves, que contrastan con el avance logrado en otras. 

La geografía es caprichosa y ello dificulta el desarrollo, .pero es 
necesario reconocer que esos rezagos encuentran tanlbién su razón 
de ser en el autoritarismo y fal ta de sensibilidad con que algunos 
servidores se han dese111peñando, así C0010 en la corrupción y 
abusos que como un pesadisinlo fardo existe entre los n1exicanos. 
Estos n1ales han de ser COln batidos con firnleza hasta erradicarlos. 

I
 

..
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9 REVISTA DE LOS TRIBUNALF-S AGRARIOS 

No podemos avanzar hacia el bienestar si antes no logranlos 
eliminar estos problemas, que ciertanlente no son nuevos pero que 
no aceptanlos como parte del ser nacional. 

El conlbate a la corrupClon, a la intolerancia, al 
autoritaritarisnlO es sin duda responsabilidad del Estado pero los 
ciudadanos debemos sumarnos a esa tarea decididamente. 

Consideramos que el hecho de que en nuestro territorio habiten 
diversas etnias, con lengua, costumbres y fornla de vida tanlbién 
diversas, no es nlotivo que nos inlpida ponernos de acuerdo 
respecto de lo que querenlos y conlO obtener. 

, Me resisto a pensar que las diferencias existentes entre la 
población rural y urbana, o las que se dan entre los habitantes de 
las diversas regiones del País, no nos pernlitan obtener consensos, 
acuerdos para que unidos busquenlos nuestra superación. 

No acepto aquellas posturas intransigentes del todo o nada, ni 
del uso de la fuerza para "resolver" o 11 satisfacer" carencias, en una 
Nación que por experiencia sabe que la violencia no conduce sino 
a mayor sufrimiento y rencor. 

¿, Debeulos siempre utilizar el dialogo y la razón para 
entendernos. 

Debel1l0S respetar ellnarco legal que la Constitución nos ofrece 
para avanzar hacia el desarrollo y si ese lllarco legal nos parece 
insuficiente, prolllovanlos su análisis y reforma para adaptarlo a 
las necesidades de un pueblo que se transfornla, que se mueve, 
que quiere superarse, que quiere participar, pero janlás 
permitanlos que nuestras diferencias nos dividan y menos nos 
confronten. 

11
jl[
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Es necesario insistir en que si deseamos entonces que los· 
mexicanos transitemos hacia el futuro por los caminos de la ley, 
de la denlocracia, de la libertad, deben10s procurar la educación 
de todos; proporcionar al pueblo, a todo el pueblo, los recursos 
necesarios para que este en condiciones de saber y de entender lo 
que son y representan la delnocracia y la legalidad COlllO 
instrumentos de convivencia y desarrollo, y procurar en todo 
momento la participación ciudadana en la construcción y 
perfeccionamiento de esa delllocracia. En este proceso se hace 
indispensable escuchar y respetar, por supuesto, la voluntad y la 
idiosincrasia de nuestras comunidades indígenas. No podemos ni 
debenlos inlponerles ideas y formas de vida que les son ajenas. 
Er.e ha sido un error histórico que se inicia con la conquista y aun 
no concluye, y que ha derivado en agudos conflictos difíciles de 
resolver si no entendenlos, si no nos detenemos a reflexionar 
cuidadosamente esto. 

Podemos esperar que la ley y la democracia sean, en efecto, 
medios de convivencia, solo en la nledida en que nuestro pueblo .. 
esté preparado para ello; ¿lo está? ... Ciertamente no todos están 
preparados, capacitados y ni siquiera dispuestos a participar. De 
ahí que nos falta un largo trecho para canlinar hacia la verdadera 
democracia, entendida esta, insisto, no solanlente como un 
lllétodo para ejercer nuestros derechos electorales, sino 
fundalnentalmente conlo fornla de vida plena, participativa, 
incluyente y aún cuando vemos que se realizan esfuerzos hacia 
ella encaminados por parte de la sociedad, del gobierno y de los 
partidos políticos, creo que falta 111 ucho por hacer y sobre todo por 
cómo hacerlo si realnlente han de ser tOlllados en cuenta todos, 
como debe ser. 

En este sentido no omito mencionar a quienes se empeñan en 
destruir a la Nación al persistir en el uso de la violencia, 
supuestalnente para que se haga justicia y se resuelvan miseria y 
lllarginación, y a ellos también habrá que convencerlos,- no 

11111 I i 



11REVISTA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS 

inlporta cuánto tienlpo y esfuerzo deban utilizarse para lograrlo, 
de que esta no es, jamás ha sido, la vía para resolver problemas, 
insatisfacciones y controversias. 

Ahora bien, henlos dicho que la brecha entre pobres y ricos se 
hizo cada vez más honda; ello ha sido siempre y en todo País 
nlotivo de desencanto, frustración y coraje para quienes a pesar de 
su esfuerzo, de una disciplina y de su optinlismo, ven que su 
marginación crece y sobre todo que su pobreza es co'nsecuencia de 
explotación, injusticia y concentración de la riqueza en unos 
cuantos. 

Así, la inconfornlidad popular fue creciendo y manifestándose 
cada vez con nlayor fuerza y la represión también creció. Los 
poderosos aplicaron mano dura sin percatarse de que pronto la ira 
y el reclamo se desbordarían, desatando así la prinlera revolución 
social del siglo XX. 

Es indiscutible que la Revolución Mexicana constituyó un 
profundo movinliento de masas decidido a transformar el País; a 
deshacerse del injusto y arbitrario sistema que sólo a unos 
favorecía, para establecer otro equilibrado y justo, mediante el que 
todos pudieran obtener beneficios y nlejorar. Nada seria posible, 

.,.,-'	 sin enlbargo, si no se lograba un nlarco jurídico que estableciera 
con claridad los derechos y obligaciones de los mexicanos, que 
definiera las relaciones entre gobernantes y gobernados, la fornla 
de gobierno y régimen de propiedad urbana y rural, y una serie 
de temas que tanto preocupaban a la Nación. 

Así, la Constitución General de la República surge como una 
respuesta a tantas expectativas, a tantas inquietudes y porqué no 
decirlo, a tantas ilusiones. 

Podenl0s afirnlar que la nuestra es una Constitución modelo. 
Esto es sabido y por eso el cuestionanliento incesante consiste en 

--=~_-=~_·_-~_·_--_-- 1.lL-1I__­
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que si ello es aSÍ, si nuestra Carta fundamental es capaz de 
resolver y canalizar las inquietudes y necesidades de los 
nlexicanos, porque entonces confrontanl0s aún llluchas 
insatisfacciones, probJenlas, linlitaciones e injusticias. 

Al lnargen de que ninguna nación en el nlundo puede 
válidanlente afirmar que ha superado todos sus retos pues estos 
surgen y llluchas veces se aculllulan constantelllente, la respuesta 
no tiene que ver tanto con la teoría contenida en la propia 
Constitución COlllO en su aplicación. El problenla está en cunlplirla \" 
y hacerla cUlllplir. Se requiere voluntad política de los 
gobernantes y disposición de los gobernaclos para ello. 

ViviInos en un régimen de derecho. Creo que la gente a pesar 
de que llluchos no hán accedido a la educación que les permita 
cOillprender y aceptar tal concepto, si tiene conciencia de que 
nada será posible si no vivilll0S en medio de reglas claras, 
equitativas y convincentes mediante las cuales participemos en la 
búsqueda de nuestro bienestar. Entonces la irritación de muchos 
lllexicanos y su desesperación no es tanto porque la N arma 
fundamental y sus leyes reglamentarias no sean justas o 
adecuadas sino porque frecuentemente son incumplidas o dejan 
de aplicarse. 

Cumplir y hacer cUlllplir la Constitución debe ser el lllayar 
objetivo de un gobierno enlpeñado en rescatar credibilidad y 
certeza, confianza y respeto pero sobre todo en hacer del nuestro 
un País de leyes, de justicia, de igualdad. 

CUlllplir y hacer cUlnplir la Constitución, fórmula utilizada por 
diversos servidores públicos desde el Presidente de la República 
al asumir su encargo, según 10 ordena el articulo 128 de la lllisma, 
que illlplica un cOTIlpromiso grave y deterlllinante en el ejercicio 
de toda responsabilidad gubernanlental. 

11I1 II 
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REVISTA DE LOS TRIBUNAU:S AGRARIOS 13 

Cumplir y hacer cUDlplir la Constitución, estrategia que 
permitirá a todos hacer avanzar al País hacia un nlejor futuro. 

Destruir para sienlpre vías extra legales para supuestalllente 
resolver problenlas nacionales, regionales, sectoriales o 
individuales. 

La observancia de la leyes el único canlino para superarnos. De 
su aplicación honesta, justa, equitativa, tolerante y firole depende 
todo. Esto danla el pueblo y tiene razón. 

En México no debe haber lllás inlperio que el de la ley. El 
diálogo como fuente de consensos para resolver viejos y nuevos 
conflictos, pero la aplicación de la ley conlO fuente de seguridad 
para todos. 

¿¡LA REFORMA AL ARTÍCULO 27 CONSTITUCIONAL DE 1992 y 

LAS PROBABLES RAZONES QUE LA MOTIVARON" 

Una de las grandes conquistas de la Revolución fue plasmada 
en la Constitución de 17 a través de su artículo 27. En él, los 
hOlllbres y las III ujeres del cam po vieron cristalizar una de sus 
más sentidas aspiraciones expresada clara y contundentemente 
por Emiliano Zapata: liLa tierra debe ser de quien la trabaja". 

A través del artículo 27, obra de lllexicanos dueños de un 
adlnirable patriotislllo y de una conciencia social evidente habrían 
de ser conlbatidos no sólo los grandes latifundios de ese 
nlonlento, sino que fundanlentallllente se revertiría la tendencia 
histórica consistente en hacer víctimas de explotación y despojos a 
quienes precisalnente tenían lnayores derechos sobre la tierra y 
que a través de innunlerables nlaniobras de todo tipo les habían 
venido siendo conculcados. 

____ o ,__ ­

_______----"L---­



14 REfORMA DE 1992 AL ARTÍCULO 27 CONSTITUCIONAL 

Obvianlente no bastaba que en ese dispositivo constitucional se 
establecieran principios y determinaciones en beneficio de la 
mayoría campesina, sino que se requería tanto voluntad política 
para aplicar, para ejecutar tales disposiciones, como la 
instrumentación de un aparato administrativo que se encargara de 
esta labor. ­

En la Constitución se plaslllaron, pues, las conquistas sociales 
derivadas de la Revolución. Ahora procedía llevar hasta el último 
rincón del país y hasta el lllás hunlilde de los mexicanos, aquellos 
beneficios que en la Carta Magna se podían ya leer. Ahora quienes 
habían perdido a seres queridos en la lucha por la dignidad y la 
superación, estaban ávidos de recibir justicia, trabajo, educación, 
bienestar, tierras. Querían cerciorarse de que el derramanliento de 
sangre de sus hijos, padres y hernlanos no había sido en vano, y 
pudieron sin duda confirmarlo, pues la Nación, a pesar de 
limitaciones, egoísmos, traiciones avanzó; enlpezó· a ronlper las 
cadenas que lo ataban a un pasado oscuro, injusto, absurdo y poco 
a poco se fue despejando el futuro de nliles y miles de familias .. 
que antes ni siquiera sonaban con saber leer y escribir, privilegios 
sólo reservados durante el porfiriato a algunos acomodados. 

Sin enlbargo, fue hasta que el General Lázaro Cardenas llegó a 
la Presidencia de la República que la obra de la Revolución tomó 
verdadero illlpulso. 

Con clara visión de estadista, sensible a las necesidades de los 
más pobres, consciente de la capacidad creadora del pueblo 
nlexicano y de la vastedad de los recursos naturales de la Nación 
logró en 6 años la consolidación definitiva de las conquistas 
sociales y que estas realmente llegaran hasta donde debían llegar. 
Con firnleza, con convicción, con energía marcó una huella 
indeleble hacia la justicia social, hacia la defensa de la soberanía 
de la Patria. 

11111 



15 REVISTA DE LOS TRJBUNALF':; AGRARIOS 

Por lo que ve al r~parto agrario como instrumento de juslicia 
social, representó durante su gobierno una de las más decididas 
acciones, pero Don Lázaro mislllo señaló entonces y después , 
hasta su J11Uerte, que ese reparto representaba una llledida 
destinada al bienestar de las familias calnpesinas, siempre que 
estuviese cOlllplenlentada de otras acciones igualmente 
importantes: obras de infraestructura rural, capacitación a 
hombres y mujeres del canlpo para el trabajo COlllunitario y para 
el manejo de Ílllplenlentos agrícolas, técnicas para el 
lllejoramiento de la producción, distribución oportuna de 
semillas, fertilizantes, etc.; organización call1pesina, créd itas 
blandos y oportunos, 'lsistencia médica, educación y, en fin, todo 
un universo que no era ¡mposible de lograr pero que requería de 
mística, convicción, hunradez, sensibilidad y espíritu de servicio 
por parte de quienes, a nOlllbre del gobierno, habrían de 
intervenir. 

Era yes una obra titánica, no de un sólo hombre, por supuesto, 
pero mucho Ílllporta y tiene que ver la voluntad política del 
gobernante y de sus colaboradores más cercanos, para llevar a 
cabo selnejante reto. 

En torno	 al General Cárdenas trabajó una generaClon de 
.....:'"	 compatriotas convencidos y nlotivados por la actitud y principios 

que caracterizaban al hom bre de Jiquilpan. Por eso fue posible el 
avance. El pueblo creyó en el y lo siguió decididalllente, conlO 10 
prueban Jos numerosos gestos de respaldo él sus decisiones y la 
satisfacción de nüllones y millones de lllexicanos por su obra 
social, adnlirada y reconocida por varios estadistas de aquél 
entonces. 

Sin embargo, y conlO el nliSlllO Lázaro Cárdenas lo advirtió, esa 
política de gobierno, para reafinnarse y extender sus beneficios 
requería de continuidad. Seis aúos no bastaban, obvianlente, para 

,~,~ conseguir tan altos y tan anlpllos objetivos. Era m ucho lo que al 
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final del sexenio cardenista había aún por hacer, pero para ello 
como ya quedó asentado, se necesitaba convicción, emoción social, 
sensibilidad hacia las necesidades y urgencias de los más pobres, 
y fundamentalnlente tonlar conciencia de que si las acciones de 
gobierno que son positivas se interrumpen, y sobre todo 
bruscamente, representan incluso la posibilidad de volver atrás, 
de retroceder, de inutilizar los beneficios alcanzados. 

El golpe de timón que se dio entonces varió por supuesto el 
runlbo de la Nación. Aún cuando había honlbres revolucionarios, " 
recios, con amplia visión de los problenlas del País y cómo 
enfrentarlos, s:lbÍan también que México ya no debía dividirse. 
Tenía que convertirse, como lo quisieron los Constituyentes del 
17, en un País de instituciones, de paz social, de leyes, que 
pudiera avanzar en el canlpo de la denlocracia y de la libel'tad 
hacia un futuro pron~isorio sin abandonar los principios que, 
convertidos en nornla constitucional, había conquistado la 
Revolución. 

•Desde entonces el País ha venido buscando, experimentando, 
utilizando diversos caminos tanto políticos como econólnicos y 
sociales, que sin variar los principios fundamentales de la Nación 
le den capacidad para enfrentar los problenlas y los retos que se 
han presentado, pero es preciso rec~nocer que, .aún cuando 
existen triunfos y éxitos notables. en beneficio del pueblo, 
seguinlos innlersos en contradicciones e insatisfacciones que 
debemos superar de nlodo definitivo. 

Es claro que todos los' países del nlundo enfrentan y 
enfrentarán siempre dificultades y retos, y ante ello se debe tener 
la inventiva y la capacidad de canlbio suficiente para encontrar 
cónlO resolverlos de nlanera más rápida y eficaz nlediante 
procesos y siste111aS realistas, viables y oportunos, y creo yo que 
hacia allá se' encaminan, precisanlente, las refornlas 
constitucionales a las que concretamente nos referinlos, y 

/ .
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particularmente aquella que alude a la creación de los Tribunales 
Agrarios, y dentro de este mecanisnlO a la promulgación de la 
nueva Ley Agraria con un procedimiento jurisdiccional de estricto 
derecho para ventilar y resolver los conflictos derivados de la 
tenencia de la tierra. 

Al respecto quisiera destacar que las críticas enderezadas en 
contra de dichas refornlas, desde su pronlulgación, no se refieren 
particularnlente al establecimiento de órganos jurisdiccionales 
dotados de autononlÍa e dependencia destinados a intervenir en la 
solución, conforme a derecho, de estas controversias. Es decir, 
existe o parece existir un convencinliento generalizado, nluy 
especialmente entre la gente del CaInpo, de que tales instituciones 
representan verdaderamente la oportunidad de resolver justa, 
equitativa y legalnlente todas estas disputas, y cuando los 
canlpesinos, sean conluneros, ejidatarios o pequeños propietarios 
al tomar nlayor conocin1iento acerca de los Tribunales y su 
procedinliento para resolver, más confían en esta fórnlula para 
ventilar ante ellos sus controversias agrarias. 

Ya el Doctor Sergio García Ranlírez, enlÍnente estudioso del 
derecho y primer Presidente del Tribunal Superior Agrario, así 
como el Doctor Gonzalo Arnlienta Calderón, respetado nlaestro 
universitario, han abordado el tenla relacionado con las razones y 
motivos que dieron lugar a la creación en su nlonlento del Cuerpo 
Consultivo Agrario y de las Comisiones Agrarias Mixtas COTI10 

árganos adnlinistrativos encargados de impartir justicia agraria, 
en lugar de conferir tal nlÍsión a los órganos jurisdiccionales desde 
entonces. Destacaré de enh'e ellos el que no era posible confiar a 
los tribunales heredados del porfirisnlo esta tarea que 
necesariamente debía contenlplar para ello aspectos sociales, de 
justicia social, de realidades y derechos insoslayables. 

Al establecer aquellos árganos adnlinistrativos se procuró ante 
todo, concretar esta justicia social el través de un proced irnjento 
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/1 sui generis" que incluía COillO nlaXlnla autoridad agraria al 
Presidente de la República y que contemplaba diversas etapas en 
las que la intervención de oficio de las autoridades agrarias, -el 
desaparecido Departamento de Asuntos Agrarios y Colonización 
primero, y la Secretaría de la Refornla Agraria después,- resultaba 
determinante para el conocimiento de los hechos, el acopio de 
pruebas y su desahogo. Incluso, conlO es sabido, el delegado de la 
Secretaría de la Reforma Agraria en cada entidad federativa era a 
la vez Presidente de la ConlÍsión Agraria NIixta, lo que resultaría 
inadmisible en un procedinliento jurisdiccional, de estricto 
derecho, pues quien juzga y resuelve no puede en este ser también 
parte. 

Sin embargo y aún cuando a través de este procedimiento y 
mediante la intervención de dichas autoridades los campesinos 
obtuvieron conquistas sociales inlpresionantes, honrando así 
muchos de los integrantes de estos cuerpos administrativos la 
confianza en ellos depositada, logrando resolver diversos y muy 
conflictivos asuntos planteados ante esas instancias, tanlbién es 
cierto que pasados los años se generaron en algunos casos 
confusioI}es y abusos, injusticias y corrupción, errores e 
incompetencia, de tal manera que en determinado nlomento y con 
mayor fuerza en algunas regiones del País, apar~ció de nuevo la 
inseguridad, la inconfornlidad y.la irritación de muchos hombres 
y nlujeres del campo, generando una falta de confianza 
sistemática hacia cualquier autoridad agraria. 

Ante este conlentario se dirá quizá que ahora, en los tribunales 
agrarios, se pueden dar tanlbién casos de insensibilidad, 
corrupción, incOlnpetencia y autoritarismo, y yo digo que si, que 
es posible, pero taJnbién digo que a diferencia del sistema anteríor 
ahora existe otro plenanlente jurisdiccional independiente y 
autónonlo, cuya labor está sujeta a un procedinliento de estricto 
derecho, equilibrado, transparente, en el que las partes deben 
contar con la asesoría cincunstancias, y para el efecto ha sido ....,'-' 
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creado un órga'no de procu~ación de justicia al servicio gratuito de 
los más pq.b!es y marginados. Adenlás, el sistema prevé la 
existe~una segunda instancia y el juicio de amparo conlO 

-recursos que tienden a garantizar una eficaz y honesta impartíción 
de justicia, y tanlbién una Contrataría Interna encargada de vigilar 
la conducta de los servidores públicos de los tribunales agrarios, 
así conlO de atender las quejas que fornlél!" y directanlente se 
presentan en contra de quien presuntanlente ha actuado 
indebidanlente en su encargo. 

Ahora, quienes a lo largo de estos casi cinco años han acudido 
en demanda de justicia agraria pueden decir lo que saben y les 
consta al respecto, y si bien falta llll1cho por hacer, por precisar, 
por infornlar, este es indudablemE:nte un canlÍno que puede 
contribuir a resolver los problemas agrarios del País. 

tvlás debe decirse quejos tribunales agrarios no podrán 
resolverlo todo, ni aspiran a eJlo, pues sería ilusorio, ni fueron 
creados para eso. Son apenas, pero tanlpoco menos, las 
instituciones jurisdiccionales que darán seguridad en la tenencia 
de la tierra nlediante el derecho. Esto significa mucho porque sólo 
así podemos tanlbién hacer progresar al sector agropecuario, al 
existir seguridad y confianza. 

Se ha creado una institución noble. Ojalá que quienes sirven a 
la justicia agraria actúen sienlpre tanl bién con nobleza. De ellos 
depende, conlO bien afirnla el Doctor Sergio García Ralnírez, el 
éxito o,el fracaso de esta tarea, tanlbién nluy noble. 

Sin enlbargo, en un País COfi10 el nuestro, es claro que la 
búsq ueda de justicia social no puede abandonarse. De hecho, debe 
ser irrenunciable. Por 10 tanto, el Estado tiene que encontrar 
permanentemente aJternativas para atender las necesidades de los 
nlás débiles, atento a la pdrticipación ,y pu Iltos de vista de la 
sociedad. 
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Quisiera igualmente destacar el que, aún cuando los triLunales 
agrarios deben proceder y resolver confornle a derecho los 
asuntos ante ellos planteados, ello no es óbice para que al dictar 
sus sentencias tonlen en cuenta la realidad social del campo 
lllexicano. Es nlás, considero que fonna parte de modo esencial en 
el conjunto de valores a revisar por el juzgador agrario al resolver, 
este aspecto que tanto pesa en la conciencia nacional. 

Es cierto, una es la justicia social y otra es la justicia 
distributiva, jurisdiccional si vale la expresión, pero tam bién es 
cierto que una y otra confluyen, probablelllente COTI10 en ninguna 
otra, en la nlateria agraria. Entonces dictar sentencia sin tOM,ar en 
cuenta esta realidad podría provocar nlayores conflictos en lugar 
de resolverlos y generaríalllos nlás injusticia, lllás inconformidad. 

Así pues, la refornla constitucional de 1992 al artículo 27 tiene 
en nli concepto como propósito sustancial lograr paz, justicia, 
arnlonía y desarrollo a través de seguridad jurídica y lllaterial en 
la tenencia de la tierra conlO presupuesto y condición 
insoslayable. Por lo tanto y al resultar evidentemente un proyecto 
tan vasto, requerirá de nUlllerosas acciones de tipo jurídico, 
económico, político y social, y exige necesariamente la 
participación de todos los actores, de toda la Nación. Esto no se 
logrará de l1lanera innlediata, por lo que deberá perseverarse en 
ello y evaluar periódicanlente acciones, contenidos y resultados, 
en la inteligencia de que tales 'evaluaciones deternlinarán quizá la 
necesidad de ajustar, lllodificar o refornlar algunos aspectos, 
algunas decisiones que de ninguna nlanera alteren de fondo dicho 
proyecto. Es filás, esa; it,odificaciones deben ser, en todo caso, 
para reafirnlar el propósito fundal11ental de que los habitantes del 
canlpo en verdad superen para sienlpre carencias y linlitaciones, y 
para que México pueda disfrutar de autosuficiencia alimentaria 
así COTIla para que el agro se constituya en instrunlento de 
desarrollo nacional. 

11111 
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Entendida así la reforma constitucional y sus propósitos, creo 
que se hace necesario abordar algunos tenlas específicos para 
explicar de nlodo nlás detallad o ciertas acciones que en mi 
opinión tendrían que desarrollarse si realmente se quiere, conlO 
yo creo que se quiere, llevar las bondades y beneficios de esta 
legislación a todos los mexicanos. 

1.- ESTADO y REFORMA AGRARIA 

Es incuestionable que la responsabilidad de llevar a cabo una 
refornla agraria completa, integral, profunda y exitosa 
corresponde al Estado, yen México no podenl0s decir que hubiese 
concluido ya, pues si bien se afirnla que el reparto agrario 
concluyó en· 1992 al desaparecer las acciones de dotación, 
ampliación y creación de nuevos centros de población, ello no 
significa que la reforma agraria haya terminado, pues en tanto 
subsistan acciones pendientes de resolver o de ejecutar, y mientras 
rnuchos hombres y mujeres del canlpo no alcancen un nivel de 
vida cuando menos aceptable, no podrenlos afirmar que la 
reforma agraria haya culminado y aún cuando la atención a las 
necesidades campesinas involucra a diversas dependencias 
federales y estatales y la solución a una serie de problenlas del 
campo no corresponde directamente sólo a las autoridades 
agrarias, es preciso reconocer el origen de tales problemas, que es 
generalmente de naturaleza agraria. 

~' ..;:.:. Por otra parte debe decirse tanlbién que ante la imposilidad
• 

material y jurídica de continuar con el reparto agrario, los 
solicitantes virtuales de tierras deben ser infornlados, orientados y 
atendidos para que lleguen a encontrar fórnlulas que les permitan 
resolver sus necesidades individuales, familiares y sociales, 
desactivando así focos de tensión y de conflicto, y sobre todo 
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generando verdaderas expectativas de desarrollo, y esto taJnbién 
fornlará parte de una refornla agraria integral. 

1.- SECTOR AGRARIO, DEMOCRACIA y BIENESTAR SOCIAL 

Como lo he destacado, el reparto agrario fue una aCClon 
revolucionaria que fungió como palanca para el desarrollo y como 
instrumento de justicia social, pero para conseguir su fin último 
debe ir seguido de acciones complementarias indispensables, 
conlO lo señaló el General Cárdenas, orientadas a increnlentar la 
pruductividad sin distraer a los campesinos en otros menesteres. 

Consecuentenlente debe pugnarse de innlediato para organizar 
al sector rural hacia la producción forestal, ganadera, agrícola y 
piscícola, y abandonar prácticas injustas y corruptas que atenten 
contra los derechos políticos de aquellos. Ello requerirá decisiones 
enérgicas y firmes para romper con esferas y regiones de .. 
influencia, los llamados cacicazgos, para dar paso a la expresión 
genuina y auténtica de los campesinos tanto por lo que ve al 
ejercicio de sus derechos y obligaciones constitucionales, como a 
las vinculadas con su organización agraria. En otras palabras, para 
alcanzar el bienestar social pleno de los campesinos mexicanos se 
requiere de su participación a fondo, pero organizada y expresada 
esa participación en la forma nlás denl0crática y libre. Para ello es 
necesario tanlbién informar y capacitar debidamente a los 
hombres y lnujeres del campo; ampliar y reafirmar su 
conocimiento respecto de la Constitución y leyes reglanlentarias 
relacionadas con el agro; que sepan cómo y cuándo asociarse entre 
ellos o con inversionistas privados, etcétera, y esta capacitación no 
ocurrirá de la noche a la mañana y exigirá un gran esfuerzo y 
disciplina de todo mundo. 

¡irlr 
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Quizá esto fue algo que falto cuando se elaboró y promulgó la 
nueva Ley Agraria. Se olvidó que el atraso y la nlarginación en 
que se encuentran algunas comunidades del País dificultaría la 
comprensión y adaptación a esta nueva legislación. Se pensó y se 
dijo que los campesinos son l/mayores de edad" y que por lo tanto 
estas ideas madurarían en ellos rápidamente, y claro que son 
mayores de edad, lo han sido en cada generación, pero algunos 
servidores públicos se enlpeñaron en tratarlos durante años COU10 

menores de edad y el resultado está a la vista lanlentablemente env muchas zonas del País. 

Así pues, si verdaderamente tenemos la convicClon de que 
nuestros campesinos pueden y deben ocupar el lugar que les 
corresponde en el contexto nacional, tanto por lo que ve a sus 
derechos como a sus obligaciones, entonces capacitélnosles para 
ejercer plenamente la democracia en el campo, para que con 
libertad y sentido de responsabilidad tonlen las decisiones que les 
correspondan. Que sean sujetos y no objetos de una reforma 
agraria, entendida ésta en un amplio sentido, que no se agota con 
el reparto de tierras y que tendría en la organización campesina 
para la producción un enornle canlpo de acción y un vigoroso 
recurso para lograrlo. 

Dar el paso hacia allá requiere de audacia, pero los campesinos 
y la Nación entera se beneficiarían enormemente. 

2.- RELACrCJN DEL ESTADO CON SUJETOS AGI~AH[OS y ORGANIZACIONES 

CAMPESINAS. 

Tradicionalnlente ha existido una relación estrecha entre el 
Estado y las organizaciones canlpesinas así COlno con los sujetos 
agrarios, entendidos éstos fundamentalmente COU10 comunidades 
ejidales o indígenas. Tal relación debe fortalecerse y esto ocurrirá 
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en la ¡nedida en que los campesinos cuenten con plena capacidad 
y conocinliento de aquellos tenlas referentes a leyes y 
organización, y el Estado inlpulse y coordine la aplicación de esta 
nueva reforllla agraria alentando el ejercicio de una democracia y 
de una participación cada día lnás vigorosa de los hOlllbres y 
mujeres del canlpo en la construcción de su propio futuro, 
respetando y preservando sus COStUlll bres y tradiciones, 
procurando la coincidencia de nuestros valores y principios con 
los de ellos. Debe ser una relación ennlarcada en el respeto, en la 
tolerancia y en el diálogo, fundanlentada en la confianza lllutua, 
sin suspicacias, sin autoritarisnlOS. El ejercicio de esa democracia 
implica, entre otras cosas, por ejelllplo, la eleccién libre y secreta 
de sus órganos de representación, para que estos sean integrados 
por los nlejores hOlTl bres y mujeres, aq uéllos capaces de tender 
puentes de conl unicación con autoridades y funcionarios públicos 
sin por ello renunciar él sus legítinlas aspiraciones y derechos; 
canlpesinos honrados e inteligentes que no se venzan ante las 
tentaciones que ofrecen el dinero y el poder; servidores públicos 
sencillos, competentes y honestos, refractarios al chantaje, a la 
corrupción y a la soberbia, dispuestos al trabajo con emoción y 
optimisnlo. 

Entonces la relación entre el Estado y los sujetos agrarios y las 
organizaciones campesinas depende eh mucho de los hombres y 
nlujeres que representan a todos ellos. Por eso en algunas épocas 
estas relaciones han sido.nlejores y más provechosas que en otras, 
pero en todo caso esta relación janlás deberá interrUlllpirse ni 
lllenos violentarse y sí nlantenerse cada vez nlás intensa, 
encauzada y dirigida hacia el desarrollo y la productividad. 

Estado, organizaciones call1pesinas y sujetos agrarios tienen un 
proyecto común, el engrandecimiento de México, y sus esfuerzos 
y trabajo hacia allá deben estar encanlÍnados aún cuando se 
difiera en justicia, se reestructura la Secretaría de la Reforma 
Agraria y se establecen a través de la nueva legislación una serie 
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de responsabilidades, obligaciones y objetivos para estas 
instituciones. 

Es oportuno destacar que en este nuevo nlarco jurídico 
institucional la creación de órganos jurisdiccionales dotados de 
autonon1Ía e independencia para resolver los conflictos derivados 
de la tenencia de la tierra ha sido sin duda una decisión que 
representa un avance notable en el afán de realnlente resolver los 

¡ viejos y nuevos problenlas agrarios sin la intervención de y autoridad adnlinistrativa alguna, evitando así que influencias e 
intereses extrajudiciales irrunlpan en el análisis y posterior 
resolución que se dicte sobre cada caso, en canlbio, con estricto 
apego a derecho y en justicia. 

, 
Así, existen ahora el Tribunal Superior Agrario y diversos 

Tribunales Unitarios, cuya conlpetencia y facultades están 
determinados tanto por la Ley Agraria en vigor COfilO por la 
Orgánica de aquellos. Sobresalen en este sistema competencial la 
segunda instancia reservada al Tribunal Superior Agrario 
mediante el Recurso de Revisión, sólo aplicable en ciertos casos 
previsto tanlbién por la legislación, y el juicio de amparo como 
instrunlento que garantiza seguridad y respeto a las garantías de 
los justiciables. 

Quisiera expresar mi nl0desta oplluon en el sentido de que 
sería conveniente la incorporación de los tribunales agrarios al 
Poder Judicial Federal, conlO ya se ha hecho con los tribunales 
electorales por ejenlplo, pues el10 fortalecería ante la Nación y 
ante los justiciables a nuestra Institución. La naturaleza de esta es 
precisamente jurisdiccional, por lo que sus características de 
autononlía e independencia también se reafirmarían. 

En estos años hemos comprobado lo difícil que ha resultado 
para muchos hacerse a la idea de que los problemas agrarios 
únicaInente se resolverán por esta. vía, nlediante el derecho, 
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escuchando y tomando en cuenta a las partes por igual sin 
influencias ni corruptelas, respetando la personalidad acreditada 
debidamente en cada expediente, procurando la conciliación entre 
los contendientes y dictando sentencia en conciencia y confornle a 
derecho. Entendernos esa actitud. Revertir una tendencia, un 
modo de ser y de pensar, un proceso ¡TIental y nlaterial de un día 
para otro no es fácil, y por eso reitero que integrar a nuestros 
tribunales al Poder Judicial Federal haría dicha adaptación mucho 
más sencilla, rápida y firnle. 

No debernos olvidar la trascendencia social que llluchas de las 
sentencias dictadas por los tri bunales agrarios conllevan, 
precisamente por la grave problenlática que atienden, por lo que 

¡al integrarse al Poder Judicial de la Federación, estarían revestidos • 
de l~ fuerza llloral y jurídica que esto representa. 

Por otra parte, quisiera brevemente nlencionar aquí la idea que 
durante nlucho tiempo se manejó, incluso a través de 
planteamientos formales ante diversas instancias, para que se 
creara en la Suprellla Corte de Justicia de la Nación la Sala agraria 
a fin de que en esta se ventilaran y resolvieran, bien el amparo 
directo o la revisión en esa materia frente a las resoluciones 
dictadas por tribunales colegiados de circuito. 

Creo que esta preocupación no tiene ya razón de ser si 
tomanlos en cuenta tanto la creación de todo un sistema 
jurisdiccional agrario corno la reforma de 1994 al artículo 107 
Constitucional, que en su fraccion IX precisa el. caso en que 
nuestro nlás alto Tribunal intervendría frente a las resoluciones 
que en nlateria de anlparo directo pronuncien los tribunales 
colegiados de Circuito, las cuales no admiten recurso alguno 
excepto si deciden sobre la inconstitucionalidad de una ley o 
establecen la interpretación directa de un precepto de la 
Constitución, caso en que serán recurribles ante la Suprema Cartel 
pero este nlismo dispositivo linlita dicha intervención 



27 

F
 

REVISTA DE LOS TRrBUNAU :; AGRARIOS 

"exclusivamente a la decisión de las cuestiones propiamente 
constitucionales". 

Existe también otra posibilidad de que la Corte conozca de los 
amparos directos que se hubiesen interpuesto en contra de las 
sentencias dictadas por los tribunales agrarios, considerando lo 
establecido por los incisos b y d, último párrafo del mismo 
artículo 107, pues señala: "La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a 
petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o 
del Procurador General de la Republica, podrá conocer de los amparos 
directos que por su interés y trascendencia así lo ameriten". 

Finalmente se dá una posibilidad más si conlO lo establece la 
fracción octava d~l dispositivo en cita, se opone revisión respecto 
de las sentencias que pronuncien en anlparo los Jueces de Distrito 
JIa) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por 
estimarlos directamente violatorios de esta Constitución, leyes federales o 
locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente ..	 de la República de acuerdo con la fracción I del Artículo 89 de esta 
Constitución y reglamentos de leyes locales expedidos por los 
gobernadores de los Estados o por el Jefe del Distrito Federal, subsista en 
el recurso el probLema de constitucionalidad". 

Resulta conveniente así mismo destacar las facultades 
reservadas por el artículo 106 Constitucional al "Poder Judicial de 
la Federación" para dirinlir las controversias que por razón de 
competencia se susciten entre los Tribunales de la Federación, 
entre estos y los de los Estados o los del Distrito Federal. Al 
respecto, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 
determina que es a la Corte a quien compete conocer de las 
controversias a que se refiere dicho artículo, que por lo que ve a 
los tribunales agrarios ya se han presentado en diversas 
oportunidades. 
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Frente a una reforllla institucional agraria tan profunda, parece 
que en Dlateria de amparo quizá debiera plantearse la necesidad 
de analizar con lllayor detalle la competencia y facultades de la 
autoridad correspondiente, de tal lllanera que pudiesen crearse 
tribunales colegiados regionales especializados en materia agraria 
que conocieran de Dlanera exclusiva del anlparo directo 
interpuesto en contra de resoluciones dictadas por los tribunales 
agrarios, agilizando así el desahogo de los asuntos; definiendo y 
estableciendo tesis y criterios lllás especializados. Ello no implica 
ni nlucho menos que pretenda ignorar el notable empeño que los 
señores magistrados de tribunales colegiados y jueces de disb'ito 
han puesto al atender los asuntos agrarios que les han sido 
planteados, ni el profesionalismo y conocinliento con el que han 
dictaminado, que desde luego reconozco. ~1i preocupación no es 
en ese sentido, sino fundamentalnlente respecto de que una gran 
refornla C01110 lo es esta, se vería perfeccionada en lui opinión, 
estableciendo este sistenla institucional de alllparo en lllateria 
agraria en beneficio de los justiciables. 

Finalmente quisiera destacar el gran papel que en este marco 
juega la Procuraduría Agraria, institución nobilísinla que está al 
servicio de los hombres y lllujeres del campo, capaz de coadyuvar 
sustancialIuente para la superación del agro. 

Esta dependencia tiene COU10 es sabido diversas y ID uy 
importantes funciones, pero destacaría cuatro para U1Í esenciales: 

a).­ Organización y orientación campesina, 
b).- Gestoría, 
c).­ Defensa, incluso jurídica, de sus derechos, y 
d).­ Conciliación y arbitraje entre los sujetos del 

derecho agrario. 

En la Procuraduría Agraria tiene el Estado el lllejor instrunlento 
para resolver el problenla representado por los cacicazgos y por 

1111, 
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los supuestos Hlíderes" canlpesinos, pues al constituirse en el nlás 
auténtico y autorizado defensor y gestor de los derechos e 
intereses de ellos, irá desplazando paulatinalllente él quienes por 
años han utilizado en su beneficio la lllarginación e ignorancia de 
nluchos honlbres y nlujeres del campo. 

Ojalá que todos quienes laboran en ese organislllo sean dueños 
de la emoción necesaria para servir con entrega y para honrar la 
confianza que en ellos se ha depositado, pues de eso depende en 
nlucho el resultado. 

11.- TENENCIA DE LA TIERRA 

La seguridad en la tenencia de la tierra, conlO helnos dicho, 
resulta vital para crear confianza, fOlllentar las inversiones y 
obtener el desarrollo. Para ello el artículo 27 Constitucional 
deternlina los aspectos, características y superficie de las 
diferentes formas de tenencia de la tierra, y la Ley Agraria 
reglalnenta su uso y destino. 

1.- COMBATE AL LAnFUNOIO y AL ACAPARAMIENTO 

Entre la innlensa lnayoría de los mexicanos existe y ha existido 
un absoluto rechazo al latifundio, considerado conlO símbolo de 
opresión, de injusticia, de violencia en perjuicio de Jos pobres y 
111arginados. 

No puede ser de otra manera pues precisamente el 
acapar~nliento de grandes extensiones de tierra en unas cuantas 
rnanos 1110tivÓ, entre otras causas, el surginliento del 1110vin1Íento 

'"",, revolucionario de 1910 Y posterionnente el reparto de esas 
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extensiones entre nliles y nliles de nleXlcanos cuyas esperanzas
 
volvieron a nacer con esa decisión.
 

Plasmado en el texto constitucional de 1917, el combate al 
latifundio es un objetivo permanente en el propósito de conseguir 
justicia sociat oportunidad de vida digna y productiva para 
muchos canlpesinos, un patrinl0nio para ellos y sus fanlilias, una 
oportunidad de desarrollo para el País y una seguridad 
alimentaria para nuestro pueblo. 

Durante todos estos años posteriores a la Revolución, en mayor 
o menor llledida se vino realizando un reparto agrario de manera 
constante, afectando así nluchos latifundios y creando nuevos 
ejidos, hasta llegar a una etapa en la que el reparto, entendido 
como entrega lllasiva de tierras, culminó. 

Existe numerosa bibliografía destinada a estudiar la historia del .. 
combate al latifundisnlo y diversas opiniones y puntos de vista 
respecto de las acciones que en nlateria de reparto' agrario los 
mandatarios lllexícanos realizaron, por lo que me gustaría tan sólo 
referinne al tratanliento que las refornlas de 1992 al artículo 27 
constitucional dan a este tenla. 

Así, la fracción XV de nlanera categórica señala que en nuestro 
·ffPaís están prohibidos los latifundios, y establece las características 

precisas de la pequeña propiedad agrícola y ganadera, figura 
jurídica que integra con la propiedad ejidal y con la comunal, las 
tres formas de tenencia de la tierra rural en nuestro País. 

Conviene en nlÍ opinión recordar claramente lo que debe 
entenderse por latifundio, y al respecto los diccionarios precisan 
que, se trata de una finca rústica de gran extensión, y si -bien la 
Constitución expresamente no lo determina, podemos considerar 
que, si esta fracción XV con toda claridad establece, como ya 
señalamos, las características y línlites de la pequeña propiedad, 

/11/ 
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entonces cualquier excedencia al respecto podría constituir un 
latifundio aún cuando no se tratara de una finca rústica de gran 
extensión, es decir de varios miles de hectáreas, por ejemplo, de 
terrenos húmedos de prinlera calidad. 

Entiendo así que es esto precisanlente lo que en nuestro País 
constituye un latifundio; que es esto lo que nuestra Carta 
fundamental prohibe ternlinantenlente. 

I 
o/ Ahora bien, la fraccion XVII faculta al Congreso de la Unión y a 

las Legislaturas de los Estados, en sus respectivas jurisdicciones, 
para expedir leyes que establezcan los procedimientos para el 
fraccionamiento y enajenación de las extensiones que llegaren a 
exceder los limites señalados en las fracciones N (referida a la 
propiedad de terrenos rústicos por parte de sociedades 
nlercantiles) y XV del nlÍsnlo artículo 27. 

Enseguida esta disposición obliga también a fraccionar y 
enajenar dentro de un año contado a partir de la notificación que 

.' se haga al propietario, y advierte que de no procederse así la 
venta deberá hacerse mediante alnl0neda pública. 

De estas disposiciones surge una preocupación que trataré de 

A 
¡ explicar: 

Si bien las acciones agrarias de creación de nuevos centros de 
población, dotación y anlpliación de tierras han desaparecido de 
nuestro ámbito jurídico, ello no inlplica que no haya solicitudes de 
tierras. Igualnlente, si durante nluchos años fueron repartiéndose 
diversos latifundios, ello no significa que no existan otros; sin 
embargo, tanlbién la figura jurídica de la afectación de tierras 
desapareció con la reforma constitucional de 1992. 

Entonces, parece darse, si no una contradicción entre la 
3' prohibición categórica en relación a la existencia de latifundios y 



32 REFC RMA DE 1992 AL ARTÍCULO 27 CONSTITUCIONAL 

la venta de excedencias respecto de la pequeña propiedad, sí una 
incongruencia, pues tal vez lo que debería proceder es una 
afectación de dichos excedentes en beneficio de solicitantes, en 
lugar de la venta a cargo de los propietarios, pues estos, sobre ser 
latifundistas, todavía tendrían la ventaja que pudieran obtener por 
la venta, cuando no sinlular esta para que la excedencia continúe 
en sus nlanos. 

En resumen diríanlos que, efectivamente, el reparto lnasivo de 
tierras ha concluido, pero existe la posibilidad de localizar 
excedencias, en cuyo caso propondríanl0s la cancelación de la 
opción de venta de estas para proceder a su afectación en 
beneficio de canlpesinos sin tierra, reactivando así dicha figura 
jurídica de hondo contenido social. 

'\" 

2.- ABATIMIENTO DEL REZAGO AGRARIO 

Resulta incuestionable a nuestro entender que para lograr el 
avance en la consolidación de un estado de derecho en el agro 
deben ser totalnlente integrados y resueltos aquellos expedientes 
que confornlan el denonlinado rezago agrario, constituido este 
por los asuntos atendidos por la Secretaría de la Reforma Agraria 
relacionados con acciones de tierras colectivas o individ uales, 
planteadas por los canlpesinos hasta 1992. 

Es conveniente destacar el enornle esfuerzo realizado por esa 
dependencia al respecto' en los últiInos años, y el inlportante 
avance logrado hasta ahora. 

Igualnlente, reconocer la voluntad y decisión existente enb"e las 
diversas autoridades e instancias para conseguir tan trascendental 
objetivo, que irá permitiendo sin dudd despejar el camino para 
terminar de una vez por todas con muv diversos y agudos .~ 



REVISTA DE LOS TRIBUNALES ACRARfOS 33 

conflictos para dar paso a la arnl0nía y a la paz, indispensables en 
el afán de llevar desarrollo al agro. 

Se ha querido distinguir, a mi JUICIO correctanlente, entre 
rezago agrario adnlinistrativo, bajo la responsabilidad de la 
Secretaría de la Refornla Agraria, y rezago agrario jurisdiccional a 

I
I 

~ 

cargo de los tribunales agrarios. Aquél, constituido por los 
expedientes que se encuentran pendientes de integrar, o de 
ejecutar las resoluciones respectivas,. y éste formado por los 
asuntos turnados él los tribunales agrarios por la Secretaría de la 
Refornla Agraria peua su resolución definitiva, en los ténninos del 
artículo tercero h-ansitorio del articulo 27 constitucior·al. Es 
conveniente precisar de cualquier fonna que, en todo caso, podría 
interponerse el juicio de anl paro frente a tales resoluciones, lo que 
inlplicaríala consecución del procedinliento correspondiente¡ y 
entonces ¿podría considerarse como concluido el rezago agrario 
en relación a aquellos asuntos que se encuentren ¡'sub jlldice" en 
amparo, o aquellos otros en los que la ejecutoria dictada por el 
tribunal colegiado ordene la reposición del procedinliento o unal 
nueva resolución? 

Por otro lado, es necesario destacar que esta tarea tanlbién 
depende de los sujetos agrarios, pues en la integración debida de 
los expedientes aludidos necesarianlente tienen que efectuarse 
deternlinadas diligencias de carácter técnico y jurídico que sólo 
pueden desahogarse en los terrenos objeto de estudio, y estos 
trabajos no sielnpre pueden llevarse a cabo en la fornla y fechas 
previstas ni en las condiciones ideales que en teoría se construyen. 

Sucede ta m bién que los órganos jurisd iccionales, ante la 
necesidad imperiosa de conocer nlejor los hechos, la realidad¡ la 
verdad, pueden decretar nledidas para nlejor proveer que por su 
naturaleza y características demoren el dietado de 1I na sentencia, 
10 que provocaría la dilación en el abatimiento del rezago agrano. 
Sin em bargo, pienso que no es conveniente proceder con ligereza, 
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que no es lo mismo que con agilidad, en el afán, noble y justo de
 
culminar esta tarea, pues si en efecto lo que queremos es "resolver
 
definitivarnente" los asuntos agrarios, debe procederse a ello con
 
cuidado, disciplina y honestidad, tomando el tiempo necesario
 
para hacerlo así; no más pero tanlpoco nlenos.
 

3.- CONSOLlDACION DEL PROCEDE 

Otro de los proyectos más inlportantes que conlleva la refornla 
al artículo 27 constitucional está significado en la certificación de 
los derechos ejidales en alrededor de 30 mil ejidos y comunidades. 

Ello contribuirá sustanciahnente a dotar de seguridad jurídica 
suficiente a la propiedad social, y consecuentenlente de 
tranquilidad, paz y armonía a los honlbres y mujeres del canlpo. 

Dicho programa, bajo la responsabilidad directa de la 
Procuraduría Agraria, persigue fundanlentalnlente que cada 
núcleo de población y cada individuo tengan certidunlbre sobre 
su tierra en el nlenor tiempo posible, mediante la expedición de 
certificados que consagren sus derechos. 

Este trabajo consiste en la nledición de todos los ejidos y 
comunidades, tanto su perímetro conlO las áreas que los 
componen: tierras conlunes, zonas urbanas y parcelas. Así, se 
procura que cada núcleo y cada comunero o ejidatario cuente con 
un certificado definitivo de sus derechos agrarios y con el título de 
propiedad del solar en que viven. 

Intervienen taro bién en este progranla la Secretaría de la 
Refornla Agraria, el LN.E.G.I. y el Registro Agrario Nacional, 
cuyas actividades resultan igualnlente sustanciales. Sin enlbargo, 
una vez nlás debe destacarse que el éxito de semejante tarea no se .." 
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logrará plenanlente sin la participación voluntaria y organizada 
de ejidatarios y comuneros, pues el lnecanisUlO y procediuliento 
esta' planteado de tal nlanera que nlediante asanlblea se acepte la 
incorporación al progranla, precisando quiénes son titulares de 
derechos y se realice la asignación definitiva de los ulisnlOS. 
Consecuentenlente, es indispensable que los conflictos internos de 
las comunidades o aquellos otros que existen entre un núcleo y 
otro estén resueltos para que puedan acceder a dicho proyecto y 
ello requiere indudablemente de tiell1pO y de una profunda, 
cuidadosa y paciente labor de conciliación de la Procurad uría 
Agraria, o en su caso de la solución de tales conflictos nlediante 
spntencia a cargo de los Tribunales Agrarios. Así misnlo, será 
necesario que quienes se encuentran enfrentando controversias de 
e~ta naturaleza pongan todo lo que esté a su alcance y sobre todo 
voluntad para resol verlas. 

Lo anterior claranlente define que, para concluir el progranla 
exitosamente, será igualnlente indispensable abatir en su totalidad 
el rezago agrario. 

El esfuerzo realizado por las instituciones involucradas arroja 
resultados alentadores. En todas las entidades federativas se ha 
trabajado con empeño, con perseverancia y por ello quisiera dejar 
plasmado aquí nli reconocimiento, nlodesto pero sincero, no 
solamente a esas dependencias federales, sino fundanlentalmente 
a quienes las integran y representan. 

4.- RESPETO A TODAS LAS FORMAS DE PROrJEDAD 

Como henlos venido sosteniendo a lo largo de este trabajo, sólo 
la seguridad de las personas en su propia integridad y en su 
patrinlonio pernlitirá que, no sin esfuerzo, el desarrollo justo y 

"'f!'" generalizado se logre y se mantenga, y de entre todos esos 
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aspectos relacionados con la seguridad, destaca el de la tenencia y
 
propiedad de la tierra.
 

Uno de los objetivos torales de la reforma constitucional que 
analizanlos es precisanlente el de llegar a concretar esta seguridad 
de la que mucho se ha hablado durante años, pero que 
evidentemente no se ha conseguido de nlanera plena. De hecho 
para encontrar alguna o algunas explicaciones a esta faIta de 
seguridad, no conlO ejercicio superficial o tendencioso, sino para 
tratar de entender el fenónleno y encauzar debidanlente las 
acciones destinadas a superarlo, tendríamos en llli opinión que 
considerar nuevamente a la situación prevaleciente en el cam po 
mexicano durant¡~ la etapa porfirista, a la lucha revolucionaria de 
1910, a las conquistas sociales agrarias plasrnadas en la 
Constitución de ]917, el reparto agrario y las consecuencias que 
este h"ajo consigo, y a la fornla en que los gobiernos de la 
República vinieron abordando el problema agrario de México, 
pues ignorar todos estos hechos nos impediría a quienes de una 
fornla u otra estanl0S participando, así sea de nlanera tan 
nl0desta, en este esfuerzo institucional y social destinado a 
concretar esa seguridad jurídica, tomar nuestras decisiones en el 
nlejor sentido posible. 

Así, cOlnbatida mediante la lucha armada aquella injusticia y 
nlarginación, y teniendo estas como principalísimo lnotivo la 
concentración de la tierra en unas cuantas manos conlO resultado 
de despojos, abusos y atropellos cometidos en contra de los 
dueños verdaderos y originales de esas tierras, resultaba 
consecuencia lógica que al vencer la Revolución se decretara 
constitucionaInlente la nulidad de todas aquellas operaciones que 
con apariencia de legales habían permitido esos latifundios, y se 
promulgara la Ley Agraria de 6 de enero de 1915, dcternlinando 
así las características y usos de la propiedad rural, se especificara 
la extensión máxinle1 de la pequeúa propiedad y se procediera dI 
reparto de todas dqueJlcls tierras que' excedieran esa superficie, .. 
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Es indudable él nli juicio que ahora, en 199/, la Constitución 
mexicana sigue siendo el nlarco jurídico fundamental, suficiente y 
adecuado para que el esfuerzo de pueblo y gobierno rinda 
beneficios para todos. Entonces, en lo que ve a la referencia 
jurídica relativa a la tenencia de la tierra y a las diversas fonnas 
de propiedad, todo está perfectamente claro y bajo ese esquenla es 
factible alcanzar y lnantener el bienestar y el desarrollo del sector 
rural. 

Ahora bien, el Estado garantiza, y debe seguir siendo aSÍ, el 
respeto a estas fornlas de propiedad. Esa seguridad se concreta 
básicamente en sentido jurídico y material; aqeella nlediante la 
existencia de docunlentos y títulos de propiedad reconocidos por 
el réginlen jurídico mexicano, expedidos por las autoridades 
constitucionales facultadas para ello, así conlO por la creación de 
instituciones plenanlente jurisdiccionales en las que se ventilen 
controversias de esta naturaleza en un nlarco legal definido, 
nlediante procedinlientos y reglas transparentes y equitativas, y 
esta, la seguridad material, a cargo de instituciones de seguridad 
pública plenamente confiables, integradas y dirigidas por 
personal profesionalnlente preparado y capacitado cuyos salarios 
correspondan a las características de una labor conl,O esa y al 
elevado riesgo que confronta. 

Al respecto falta mucho por hacer, obvianlente, pero también es 
cierto que se ha avanzado notablemente, y aún cuando estos son 
temas frecuentenlente politizados, la objetividad tanto en el 
análisis como en el trabajo nlisnlO deben prevalecer si querenlos ir 
hacia adelante con un proyecto definido, no ~xento de errores, 
pero con voluntad indeclinable de alcanzar la superación. 

Debe destacarse en este contexto el hecho de que no obstante 
existir el nlarco jurídico, instituciones de gobierno adecuadas y 
reglas procedimentales equitativas, poco se logrará a fin de 
cuentas si la sociedad no participa tan1 bién en la edificación de 
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esta estructura para el desarrollo, pero no bastaría que tan sólo esa 
participación se diera nlediante la crítica, honrada y de buena fe, y 
ni siquiera sólo mediante el ejercicio de nuestros derechos 
constitucionales tanto individuales como sociales; se requiere un 
esfuerzo decidido, enérgico de gran contenido cívico y de gran 
conciencia social, para que entre todos illlpulsemos a la Nación 
enmedio de este lllarco jurídico del que forma parte el sistellla 
agrario que responde a nuestra realidad, determinada por factores 
históricos, geográficos y sociales insoslayables. 

Se trata esenciallllente de un gran proyecto nacional, por 
supuesto, del que el análisis de la problemática agraria y sus retos 
es tan sólo una parte que involucra aspectos sociológicos, 
históricos, deontológicos, geográficos, lingüísticos, y de otra 
índole, y es necesario tomar en cuenta al respecto que en esa 

,	 diversidad que integra nuestro ser como pueblo, COlllO Nación, 
encontramos llluchas de las respue~tas a nuestras carencias, a 
nuestro cOlllportamiento, a nuestras luchas, a nuestras 
aspiraciones pues frecuentenlente 0lvidalll0s lo principal, nuestras 
afinidades, que son llluchas, para enfrascarnos en nuestras 
diferencias que no son pocas. 

Así pues, si existe la ejidal, la conlunal y la pequeña propiedad 
como fornlas juridicas de tenencia de la tierra, debemos todos 
procurar fórlllulas de convivencia, de colaboración, de solidaridad 
que contribuyan a crear confianza, certidumbre, seguridad. 

Basta de recelos entre pequeños propietarios e indígenas y 
ejidatarios; basta de recrinlinaciones y ofensas; basta de 
enfrentamientos. Nuestro País no está ya para estas escenas que 
retrasan el desarrollo. No nos atenlOS al pasado cuando podenl0s 
seguir construyendo entre todos un futuro mejor. 

Henl0s perdido y seguirenlos perdiendo tienlpo precioso en 
reyertas y pugnas que a nada conducen. Procuremos que el debate 

JUI 
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sea propositivo, que nuestras controversias se resuelvan mediante 
las leyes, que ejerzamos nuestros derechos con verdadero sentido 
de responsabilidad para ensanchar nuestra democracia y 
cumplamos a cabalidad nuestras obligaciones ciudadanas. 

Tanto vale la opinión de un nlexicano del canlpo conlO de la 
ciudad. El mismo respeto y consideración merece un indígena, 

~ 

que un obrero,que un empresario, que un estudiante, que un 

t servidor público. 

a	 Tenemos una hermosa Nación que cuidar y engrandecer. Es 
~	 nuestro hogar común. Si lo perdiéranlos, todos perderíamos. No 

lo olvidemos. 

Indígenas, ejidatarios y pequeños propietarios pueden y deben 
no sólo convivir en térnlinos de respeto y confianza mutua, sino 
inclusive para enlprender juntos proyectos de desarrollo con los 
que todos salgan beneficiados. 

Esa es la seguridad que debemos construir. 

De qué serviría el que contáramos con un título de propiedad, 
sea ejidal, comunal o de pequeña propiedad, o con una sentencia 
dictada por los tribunales, si como nlexicanos no estuviésemos 
dispuestos a respetar la ley y a vivir en un régimen de derecho. 
Tendría entonces el Estado que hacer cumplir las normas, aunque 
para ello se viera precisado a utilizar la fuerza pública y es ahí 
donde todo puede arriesgarse; es ahí en el filo de esa navaja por 
donde nadie quisiéranlos transitar, pero de todos depende, a 
todos obligan las leyes, y si estas no nos gustan, o nos parecen 
injustas, entonces por la vía denl0crática, transparente y 
escrupulosa, modifiquémoslas. No hay otro canlino, más que este; 
democracia y leyes para conquistar justicia y desarrollo. 
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Esa es la seguridad que debenlos construír. 

En un País conlo,el nuestro la violencia no debe tener cabida, ní 
aún en los casos de tnás terrible injusticia o abuso de poder. Por 
ello debenl0s seguir construyendo instituciones suficientemente 
democráticas y preparando hombres y nlujeres profesionales, 
incorruptibles, justos, más conlpetentes, verdaderos patriotas 
sensibles a las necesidades de los ulás debiles, respetuosos de la 
ley, dispuestos a servir a los dernas por conviccion. 

Pero tanlbién, insisto, contar con una sociedad lllás 
responsé! ble, más 111ad ura, lnás honrada, nlás preparada para 
participar, para informarse, para decidir, para criticar, para 
propone!". 

Esa es la clase de seguridad que debenl0s construir. 

Helnos avanzado, pero de todos depende. 

111.- DESARROLLO AGRARIO. 

Dentro de este último telna quisiera analizar y proponer otros 
subtenlas, que en nlÍ lllodesta opinión resulta necesario agregar a 
este trabajo porque se refieren lllUY concretamente a la utilización 
de la tierra como palanca de desarrollo, y desde luego a todos 
aquellos a quienes directa o indirectalllente interesa o preocupa la 
producción agropecuaria, silvícola y forestal. 

En este sentido tendríanlos que elnpezar por tratar de 
diferenciar los términos con los que frecuente e indistintamente se 
hace referencia a los asuntos del canlpo, agrarios, agropecuarios y 
rnrales, considerando por nlÍ parte que desde luego no significan 
lo misnlo, pues en realidad los dos primeros abarcan cuestiones 

1111 

\ 

..... .... 
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distintas y el tercero conten1pla de n1anera genenca ten1as que 
aluden a aquellos, todo esto aún cuando las raíces etimológicas 
indiquen sin1iJitud entre tales conceptos. 

Creo qu~ el intentar esta clasificación no es un ejercicio ocioso 

, sino conveniente para desahogar este tenla y sobre todo, porque 
1 
¡ creo que los problenlas y retos que elcan1po plantea se han vuelto 
¡ tan diversos que si los identifican10s y definimos mediante
I clasificaciones conlO esta, quizás resulte n1enos difícil la
Y estructuración de programas y acciones destinadas a resolverlos. 

Estos tres conceptos por suplJesto están íntinlamente 
vinculados entre sí v.- tienen como conlún denominador a la tierra, 
considerada desde el punto de vista de la tenencia y propiedad de 
la misnla, producción con todos sus factores, organización y 
sociedad en torno de aquélla. 

Así el término JIagrario" alude fundanlentalmente al reglmen 
jurídico de propiedad, tenencia de la tierra y todos aquellos tenlas 
o asuntos que se deriven de ello, así con10 a los sujetos o personas 
contenlpladas por él, y a las autoridades y órganos encargados de 
aplicarlo. 

Consecuentemente hablar de un JIdesarrollo agrario" implica a lui 
juicio, referirnos necesarianlente a la evolución de la refonna 
agraria en nuestro País, fundamentalmente a la formación 
sisten1ática del derecho y de las instituciones agrarias. En este 
sentido creo que la reforma constitucional de 1992 al artículo 27, 
representa un verdadero parteaguas que sin duda significa un 
avance muy inlportante en la evolución y desarrollo de la cuestión 
agraria. Debe decirse, sin enl bargo, que no podenlos esperar que 
los conflictos, problenlas, regularizaciones y denlás asuntos 
11 agrarios" sean resueltos de inmediato o en un plazo determinado 
todos ellos. 
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La definición de la propiedad en el campo tendrá lugar 
paulatina pero firme y decididamente. 

El "desarrollo agrario" a partir de 1992 ha venido dándose con 
más claridad, con más agilidad, con nlás justicia. Ha tenido un 
impulso notable, y seguranlente no pasarán muchos años para que 
veamos perfectamente definida esta cuestión, y a los hombres y 
mujeres del canlpo acostumbrándose a resolver sus disputas por 
la tierra ante autoridades jurisdiccionales y a que exista plena 
seguridad sobre su propiedad. .;1" 

El "desarrollo agrario" debe también incluir el cambio de 
mentalidad que necesariamente ha de darse entre los campesinos. 
Insistiremos en esto. Sólo el respeto a la ley, la convicción plena de 
ello entre gobernantes y gobernados puede dar paso al desarrollo. 

Entendemos que en el sector agrario es donde probablenlente 
tardará más en consolidarse el cambio, pero si tomanlOS en cuenta 
la experiencia obtenida en estos años veremos que poco a poco se 
está logrando superar la desconfianza y el recelo, pero habrá que 
persistir. 

Consecuentenlente se encuentran sentadas las bases de un 
desarrollo agrario pleno y permanente que habrá de irse 
consolidando con la participación activa de los sectores y 
entidades involucradas. 

Como aspectos esenciales y concretos de este desarrollo 
mencionaría los siguientes: 

A).- Promulgación de la nueva Ley Agraria en 1992 
B).- Creación de Tribunales Agrarios como
 

instituciones plenamente jurisdiccionales para
 
resolver las disputas por la tenencia de la tierra.
 

C).- Modificacion del derecho agrario. 

1111 
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D).- Creacion de un organo de procuraclon de 
justicia agraria en que se provea de asesoría 
jurídica gratuita a los call1pesinos. 

E).­ Seguridad y definición en la tenencia de la 
tierra 

F).­ Vigencia de las tres formas de propiedad. 
G).­ Combate al rezago agrario por parte tanto de la 

Secretaría de la Refornla Agraria, como de los 
Tribunales Agrarios. 

H).­ Instauración del PROCEDE. 

Ahora bien, resulta necesario recordar incesantemente la 
existencia de figuras que materialnlente pueden entorpecer el 
desarrollo agrario: el latifundio y el lllinifundio. 

Respecto del primero, ya señalalllos que categóricamente la 
norma fundalnental en el artículo 27 fracción XV prohibe su 
existencia, pero no establece ni ella ni ninguna otra ley el 
mecanismo que se empleara para combatirlo, pues aunque se hace 
referencia (fracción XVII), a la "excedencia" de la pequeña 
propiedad y a la forma como sus propietarios deberán proceder a 
regularizarla, a través de una venta, para lo cual la ley les concede 
un término de un año, o de lo contrario "la venta deberá hacerse 
mediante pública almoneda", esto creo que no representa 
precisamente un coto al latifundio o un conlbate al mismo. 

Por lo tanto, si estas "excedencias" en lugar de ser objeto de 
venta lo fuesen de afectación para que el Estado recupere la 
facultad de disponer de ellas a fin de satisfacer necesidades de 
tipo social, se estaría cOlllbatiendo efectivamente al latifundio, al 
acaparamiento, y se contaría con un patrimonio importante bien 
sea para entr_egarlo a conlunidades necesitadas de tierras, 
dispuestos a trabajarlas y no a especular con ellas, o bien para 
utilizarlas COlllO lllejor convenga a Jos intereses de la Nación, es 
decir, edificación de hospitales y clínicas, escuelas, viviendas; 
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construcción de carreteras, centros de investigación científica y 
agropecuaria, unidades deportivas; de fonlento al arte y a la 
cultura, etcétera. 

En lo que ve al núnifundio, resulta igualnlente necesario 
procurar opciones para el desarrrol1o de los canlpesinos y de sus 
familias, distintas a las representadas por el fraccionalniento de 
las unidades parcelarias para ser poseídas y tra bajadas 
individualmente. Resulta urgente e indispensable efectuar una 
profunda labor de concientización entre los ejidatarios y 
comuneros para que abandonen la idea del reparto agrario C01110 
fórnlula para resolver sus necesidades socioeconón1icas, pues de 
hecho el reparto ha concluido, y aún cuando las "excedencias" de 
las que ya hablanl0s fuesen utilizadas para dotar a solicitantes, 

\ 

resultarían obvianlente insuficientes para safisfacer de ese modo 
aquellas necesidades. 

Así, la nueva Ley Agraria propone alternativas viables: 
creación de sociedades entre ejidatarios, entre estos y .. 
comunidades indígenas, entre estos y pequeños propietarios, 
entre campesinos e inversionistas privados, todo ello con objeto de 
establecer desarrollos agroindustriales, forestales, pecuarios, 
pesqueros y silvÍColas que constituyan un negocio exitoso y 
productivo no sólo para los socios, sino para todo el País. Ello 
permitiría por ejemplo la creación de fuentes de elnpleo en los 
ejidos, el establecimiento de reglas lllás claras y justas de 
cOlllercialización y transportación de los productos, capacitación y 
profesionalización de los participantes, obtención de créditos 
oportunos y a tractivos, y otros nlás. 

Por supuesto, un proyecto tan anlbicioso, tan diferente a Lo que 
se había venido dando, necesita tanlbién de un canlbio lllental por 
parte de los involucrados. Esto ya lo henlos señalado como 
requisi to esencial de toda la reforma. 
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Creo que estos, extrenlOS de un nlÍsnlo problenla, deben ser 
resueltos para que el gran esfuerzo que se está realizando pueda 
rendir frutos. Hay pasos alentadores. La oposición a dichas 
alternativas, en nluchos casos bien intencionada, ha ido 
encontrando que su postura no tiene razón de ser o que puede en 
las opciones que se presentan ver canalizadas sus preocupaciones, 
pero podernos llegar probablenlente al acuerdo de gue lo peor que 
podría suceder es alentar ideas irreales, elaborar proyectos en el 
aire, tolerar la nlentira y la sÍlnulación, pernlitir que supuestos 
líderes lleven a quienes confían en ellos hacia posibilidades y 
destinos inexistentes, conduciéndolos incluso a la conlisión de 
ilícitos o hasta el sacrificio de sus vidas en aras de la satisfacción 
de intereses muy distintos de los que dicen perseguir. 

Por lo tanto la infornlación, la capacitación y la organización 
del canlpesinado nacional, es ind ispensable; infornlación respecto 
de sus derechos y obligaciones, respecto de instancias, 
instituciones, proyectos y posibilidades, y capacitación, 
instrucción y organización para actuar. 

. La indiferencia, el rechazo y la desconfianza son resultado de la 
falta de aquello en el agro nacional. Prueba de esto es que las 
comunidades donde sí existe organización y orientación hay 
desarrollo y bienestar, convivencia armónica y participativa. 

Sí se puede, pero deben ser vencidos atavisnlos, VICIOS 
.;
V 

resistencias. Sí se puede y por eso, ante un proyecto viable y 

cierto, debeul0s persistir en ello tenazmente. 

1.- DESARROl.l.O ACROPtCUAR.!O 

COlllO hemos tratado de explicar creo que el desarrollo agrario 
es requisito o condición para procurar el desarrollo agropecuario; 
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es decir, si este se 'refiere fundamentalmente a la producción y a la 
productividad en el canlpo, la seguridad en la tenencia de la tierra 
resulta, obvian1ente, indispensable para que toda actividad a ello 

-i i
 
; .! destinada realmente se dé.
 

Entonces, la producción y productividad en el campo conlO 
factores generadores de bienestar individual y colectivo, deben 
pasar por diferentes etapas y reunir diversas condiciones, a saber: 

A).-Definición y seguridad en la tenencia de la tierra.
 
B).- Capacitación y organización de los sujetos agrarios
 
C).- Establecimiento de sociedades rural~s.
 

D).-EI Estado con10 regulador de la actividad agropecuaria.
 

El prinlero de estos rubros ha sido expuesto ya anlplianlente en 
líneas anteriores. 

Respecto del segundo diríamos que, por lo ve a la capacitación, 
debe esta incluir desde la enseñanza básica, combatir el 
analfabetismo, proporcionar conocin1iento de clinlas, suelos, 
ciclos, recursos acujferos, variedad de especies agrícolas, 
pecuarias, silvícolas y forestales, hasta técnicas para el 
mejoramiento genético de sen1Íllas, fertilizantes y abonos; 
capacitación talnbién para constituirse en sujetos de crédito 
responsabIes, que sepan adnlinisboar oportuna y eficientenlente el 
recurso; para participar del seguro agrícola y ganadero de tal 
manera que se aproveche al máxinlO el trabajo y la tierra a fin de 
que en caso de siniestro sea cubierto el daño y únicamente el 
daño; para crear y participar en sociedades rurales en condiciones 
equitativas y justas para todos sus integrantes; para que puedan 
ventilar sus controversias por la vía del derecho y ante las 
autoridades conlpetentes; capacitación para procurar n1ejores 
fórnlulas de conlercialización con objeto de eliminar el nocivo y 
pernicioso inlernlediarisnlo y alcanzar niveles y calidad de 
exportación, inlegrando el prod llcto directanlente a los n1ercados 

'111 
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internacionales. En este sentido, no debe olvidarse el fonlento y 
apoyo a la actividad artística y artesanal que caracteriza 
orgullosanlente a nuestros campesinos. 

I 

Ojalá que pudieran fundarse no sólo escuelas técnicas 
agropecuarias, sino sobre todo más instituciones de educación 
superior, de nivel universitario inclusive, destinadas a ja 
formación de profesionales en estas lnaterias; instituciones tales 
como la de Chapingo o de Antonio Narro en Coahuila debieran 
proliferar por todo el País. Al respecto conviene destacar lo 
senalado por el licenciado Luis O. Porte Petit Moreno, cuando 
afirnla "el tema del catupo es vital para el desarrollo equilibrado de la 
Nación; en consecuencia, los centros de ense17anza deben reforzar sus 
planes de estudio para que los hombres del campo desde temprana edad, 

~ aprendan a conocer el medio, aprovechar optimamente sus recursos yI enriquecerlo. En consecuencia es necesario promover lllla nueva cultura 
hacia el campo mexicano sin olvidar nuestras raíces, tradiciones, historia, 
anhelos y nIetas para responder a los nuevos retos de nuestro crecimiento, 
brindando mayores oportunidades y apoyando las actividades 
productivas, sin descuidar el equilibrio y la riqueza ecológica de la 
Nación. Esta es una tarea que, consideramos, debe ser compartida por las 
universidades, institutos tecnológicos y por la sociedad mexicana" 

}
, 

En lo que ve a la organizaCloll, si bien existen diversas 
,	 agrupaciones de honlbres y nlujeres del canlpo,. estas se 

encuentran orientadas nlás hacia fines políticos, respetables y 
oportunos en nli concepto, y aún cuando en sus estatutos y 
reglamentos se hace referencia al trabajo para la produccion, quiza 
debiera inlpulsarse más esta cuestión, tan ünportante COlno 
aquella. 

Consecuentenlente debieran esas organizaciones aprovechar 
toda su experiencia y estructura para increnlentar su esfuerzo 
hacia la capacitacion de sus integrantes en torno de este objetivo y 
alentarlos para aunlentar su productividad y potencialidad. 
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Ahora bien, el ejido es en sí nlismo ejemplo de organización y 
aún cuando más de alguno de sus críticos tienen argun1entos para 
con1batirlo, debe decirse que la teoría que lo imaginó y lo creó 
indica que es viable COTIla unidad de producción suficiente para el 
desarrollo de quienes lo integran y para el País; que puede 
perfectamente traducirse en palanca de bienestar y desarrollo 
siempre que sea estructurado y operado denl0crática y 
eficientenlente; que hay ejenlplos en diferentes regiones del País 
tanto de ejidos COU10 de conlunidades que nos llevan a reiterar 10 
positivo y fecundo de una organización con10 esta, pero será 
necesario también reconocer que cuando no ha funcionado debe 
atribuirse a factores tales COll10 autoritarisnlo, corrupción, 
analfabetismo y otros, que deben ser cOlllbatidos con energía y 
fjnneza. 

Más adelante abordaré el tenla vinculado con la delnocracia 
COll10 fonna de vida entre ejidatarios y COllluneros y en él aludiré 
nuevamente a la organización conlO elelllento clave en el 
desarrollo agropecuario. 

Por lo que ve al establecillliento de sociedades rurales, es sin 
duda una fórnlula poco explorada en nuestro País para aUlllentar 
producción y productividad. Ciertalllente habría que tonlar en .~, 

, , 

cuenta la realidad vigente en el campo lnexicano y por ello no 
esperar que de lllanera lllágica ni inlnediata tal proyecto se 
generalice y se instituya conlO modus operandi, pero creo que 
puede representar una opción atractiva sieulpre que al efecto sean 
tonladas en cuenta las costulllbres y tradiciones existentes entre 
los honl bres y nlujeres del canlpo, particuiannente en nuestras 
conlunidades indígenas, pues si alguna sociedad de esta 
naturaleza ha de prosperar no será, por supuesto, ignorando estos 
aspectos sino incorporándolos a la estructura jurídica y 
adnlinistrativa de dichas sociedades. 

'111 



REVISTA DE LOS TRIBUNl .LES AGRARIOS 49 

Debe decirse así mismo que no sería posible inlaginar, 
evidentemente, una organización agraria para la producción sin la 
presencia del Estado como uno de los factores más importantes en 
dicho proceso. Por lo tanto, aunque el agro ha sido considerado 
dentro de los tenIas del libre conlercio, y porque nluchos han 
reconocido y hasta exigido que sean únicalnente las reglas del 
111ercado las que rijan esta actividad, se hace necesario una vez 
más recordar la realidad imperante en el canlpo .mexicano, así 
como a nuestro régimen jurídico que contempla a la justicia social 
como uno de sus elelnentos y objetivos sustanciales. No es posible 
admitir que en un País en el que imperan tantas desigualdades 
aceptemos las tesis del libre conlercio sinlplemente porque en 
otros lugares parecen dar resultado, ni como fórmula lllágica y 
exclusiva que resolverá todos los problemas. 

Es cierto. Durante años el Estado vino acunlulando funciones y 
atribuciones que acabaron por abrulllarlo. Reconocido así ha 
optado por derivar en favor de la sociedad y de sus integrantes 
una serie de tareas y responsabilidades de gran importancia, 
reservándose aquellas que por su naturaleza demandan su 
presencia, consideradas de carácter estratégico por nuestra propia 
Carta Fundamental. 

En el caso que nos ocupa, la intervención del Estado en el 
fomento de la organización canlpesina para la producción 
representa una necesidad social, además de que, en mi opinión, 
forma parte incluso de sus obligaciones constitucionales para 
lograr el abasto nacional de alinlentos, su comercialización y 
distribución y la regulación de precios y tarifas en condiciones 
justas y equitativas. Es decir, la organización call1pesina fornla 
parte vital de ese proceso productivo en el cual el Estado tiene una 
responsabilidad sustancial. 

Así, la Secretaría de la Refornla Agraria, probablenlente a 
través de la Procuraduría Agraria, y la Secretaría de Agricultura, 

,1, 
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Ganaderia y Desarrollo Rural, han jugado y juegan en este 
contexto un papel de la mayor trascendencia, con la participación 
igualnlente de aquellas otras instituciones identificadas con el 
canlpo, pero de nlodo especial las que estudian y fomentan el 
conocimiento de la idiosincracia de los canlpesinos. No 
ignoramos, por supuesto, la importante participación que en este 
esfuerzo han tenido los gobiernos estatales y nlunicipales, pero la 
organización de los canlpesinos COTI10 parte crucial del ciclo de 
producción y desarrollo agropecuario tiene que pasar a fonnar 
parte de sus prioridades en la amplísima agenda de trabajo que 
contemplan. 

Desarrollo Rural 

A nuestro entender, el térnlÍno urural", como ya se señaló, 
podría ser el ll1ás genérico de los tres que se analizan y creo que 
alude o incluye a los denlás. Consecuentemente hablar de 
desarrollo rural signifíca referirnos a todo aquello que tenga que 
ver con los tenlas agrarios y con los agropecuarios, es decir, al 
desarrollo del canlpo en general. Creo, por ello, que no se hace 
necesario abundar lllás sobre este particular, salvo precisar que no 
llle he referido a aspectos técnicos de la producción, es decir, ."'­
clinlas, calidad de tierras, insulnos, fertilizantes, créditos, etcétera, 
no sólo porque no son nlaterias de nli conocimiento, sino también 
porque lllexicanos de gran experiencia al respecto han plasnlado 
en diversas publicaciones sus opiniones y reCOlllendaciones con 
profundidad y detalle, todo esto además de. que, como es 
evidente, cada uno de los tenlas incluidos en este escrito, exigirla 
para su análisis nlinucioso abordarlo probablemente en fornla 
exclusiva, pero han sido considerados ahora únicanlente dentro 
del contexto que dio lugar, en nli opinión a las refornlas 
constitucionales que he venido conlentando, es decir, cada tema 

1111 
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conlo parte de un todo constituido por el problenla rural y la 
fornla de resolverlo. 

2. EL E]lDO y LI\. COlvfUNIDAD COMO ESPACIOS DEMOCRÁTICOS 

Creo que la sociedad no puede realizar sus objetivos sino en el 
nlarco de una denlocracia plena, tangible y permanente en la que 
sus integrantes puedan expresarse y desarrollarse con libertad, 
conscientes de sus derechos y de sus obligaciones, asuDliendo su 
responsabilidad en la tarea de construir entre todos una Nación,I pues se engaña quien crea que esta es sólo responsabilidad del¡ 
gobierno, de los partidos políticos o de un deternlinado sector det	 la población. Así, afirnlamos que i\1éxico hoy día se encuentra en 
una etapa crucial de su destino COillO Nación; que ha canlbiado y 
lo sigue haciendo cada día; que hasta hace muy poco funcionaron 
reglas y procedientos ideados y practicados durante décadas, que 
permitieron el crecimiento del País y el desarrollo de la sociedad, 
no obstante los errores y abusos que algunos han cometido. 

- Es indudable que hoy día la transfornlación del País representa 
una necesidad y una exigencia que si no se estuviera atendiendo o 
si se hubiera aplazado había dado lugar a riesgos y dificultades 
enormes, y debe destacarse el que esta transformación, para 
continuar avanzado, Únicall1ente puede seguir dándose en el 
Inarco de la ley y en nledio de la denlocracia que sirve de cauce a 
la participación ciudadana. En este sentido, la Constitución 
General de la República representa genuina, decidida y 
anlplial1lente ellnayor y más sólido instrumento para conseguirlo. 
De hecho, varias veces ha sido puesto a prueba y sielnpre ha 
surgido conlO effaro que nos indica el canlino. 

Existe lam bién, evidentenlente, una clara convicClon en la 
¡nayoría de los mexicanos de que este, el de la democracia, el de la 
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ley, el de la libertad, el de la justicia, es el único canlino por el que 
pueden ser canalizadas, atendidas y resueltas tanto la 
participación conlO las necesidades e inquiehldes de nuestro 
pueblo. 

Ahora bien, al hablar de den10cracia muchos cOll1patriotas 
vuelven la mirada al extranjero y particularn1ente a los Estados 
Unidos, tratando de encontrar ejemplo, orientación, puntos de 
referencia para la aplicación aquí de doctrinas y procedimientos 
desde luego ajenos a nuestTo lllOdo de ser y de pensar; algunos 
incluso han caído en el absurdo de afirmar que México debería ser 
C01110 tal ó cual país, ignorando así nuestra historia, nUEstra 
geografía, y nuestros principios, den10strando una incapacidad 
total para proponer alternativas y soluciones realistas, viables • 
para la superación nacional. 

.í' Debemos entoces ser lllUY cuidadosos a la hora de abordar el 
te111a de la transfonnación de México y sobre todo al participar en 
esta. Debe1110s sí superarnos pero no a cualquier precio ni de •cualquier n10do. Deben10s hacerlo con un sentido nacionalista y 
t011lando en cuenta las desigualdades socio econónlÍcas existentes, 
observando 10 que en el n1undo sucede y aprovechando 10 que 
nos sea útil sin olvidar los principios que dan sentido y perfil a la 
Nación. 

Así la democracia en México debe talnbién incluir a la sociedad 
rural organizada en torno de ejidos y c0111unidades indígenas, y 
es aquí precisanlente donde la idiosincracia de hOlnbres y mujeres 
del call1po cobra singular inlportancia, pues lo que tradicional y 
universaIInente caracteriza a la de1110cracia, no sielnpre es así al 
interior de nuestras c0111unidades. Por ejenlplo, en algunas de 
ellas sucede que las 111ujeres lllenores de 18 años o casadas no 
pueden votar y ni siquiera participar en los debates y decisiones 
de las asalnbleas, lo que evidentenlente constituye una 
inaceptable lllarginación si se ha de obrar denlocráticamente. "~ 
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Entonces ennlarcar estas costulnbres y tradiciones en la 
democracia e incorporar a indígenas y ejidatarios a ella es parte de 
la labor del Estado para la superación, respetando y alentando 
todo aquello que no lesione la dignidad de las personas, así conlO 
la participación responsable y decidida de todos en la búsqueda 
de alternativas para el progreso. 

Es cierto, durante años los canlpesinos han sido objetos y no 
sujetos participativos de y en un proceso productivo, político y 
social que en nluchos sentidos y por eso nlisnlO les es ajeno. Esto 
tiene que canlbiar y no canlbiará sólo porque lo diga la 
Constitución, lo ordene ei Presidente de la República o lo exijan 
las mayorías. Se logrará en la nledida en que todos, gobernantes y 
gobernados, ricos y pobres, jóvenes y ancianos, nlujeres y 
honlbres, todos, nos decidanl0s a que las cosas canlbien, y ese 
rubro, este tenla relacionado con el ejercicio de la democracia en el 
ejido y en la comunidad no es la excepción. 

Por otro lado, no podenlos esperar que de la noche a la mañana 
nuestros canlpesinos reaccionen ante esa expectativa, ni nlucho 
menos que quienes han nledrado con la ignorancia y la 
marginación de aquellos acepten este canlbio asi nada nlás. De ahí 
que la información, la capacitación y el diálogo sean instrumentos 
irremplazables que los servidores públicos honrados, sensibles,...~ 
talentosos y valientes debieran utilizar en una tarea de largo plazo 
que ha de realizarse con paciencia y profundo respeto hacia los 
sujetos agrarios, entendiéndolos conlO tales, dándoles su lugar, 
inter~sándoseen su fornul de vida, pero tanl bién dependerá de la 
voluntad, enlpeño y decisión que los honlbres y nlujeres 
canlpesinos tengan en este proyecto. Consecuentemente no sólo es 
responsabi1i.dad de las autoridades agrarias y dependencias 
gubernanlentales, sino tanlbién de ejidatarios y conluneros, de 
asambleas y conlisariados el alcanzar tan grande objetivo. 
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La Ley Agraria en vigor define claramente quiénes son 
ejidatarios, cómo se integran y funcionan las asambleas y 

,i"il comisariados ejidales y conlunales, cuáles son las
" 

responsabilidades y derechos de sus integrantes,' especificándo 
tales cuestiones mediante la elaboración del reglanlento interno de 

(
1u	 cada ejido y comunidad. 

1,,11 

111I¡, 

El Estado debe garantizar el ejercicio de la democraci.a en el 
agro respetando y haciendo respetar el orden jurídico, 
particularnlente de la legislación agraria, y en este sentido vigilar 
que en el campo se apliquen y consoliden principios elementales 

ji
i	 como el sufragio universal y secreto para la elección de 
I 

J 

" ,	 comisariados, convocando debida y puntualnlente a las!J' 
JI	 asambleas, respetando la libre nlanifestación de las ideas y el 

debate propositivo, constructivo; acordando estas asambleas 
mayoritariamente sus decisiones sin imposiciones ni inducciones 
que aprovechan la ignorancia o buena fe de sus integrantes; 
aceptando los comisariados que su período sólo es de tres años y 
no nlás; pronloviendo estos y alentando la capacitación de sus ... 
compañeros sin temor a la conlpetencia y a la preparación; 
procurando el intercambio de experiencias e información entre 
ejidos y conlunidades, no obstante la distancia y diferencias que 
existan entre ellas. 

Por todo esto dijimos en otro capítulo que la teoría que imaginó 
y creó al ejido es realnlente positiva y notable, pero la realidad 
nos hace pensar en que falta mucho por hacer, por transformar, y 
que quizá, como ha dicho un gran mexicano, debemos ir en pos 
de una quimera, y sí, debemos ir en pos de ella y así tal vez algún 
día la alcancemos. Al respecto soy tanlbién optinlista porque creo 
que México vale cualquier esfuerzo, cualquier sacrificio, y porque 
los mexicanos con solidaridad y enlpeño podemos lograrlo. 

Insistiría sin embargo, en que la dernocracia, para su ejercicio 
pleno y decidido, exige superar el analfabetismo de modo total 
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pues mientras subsista, aquellos que ]0 padecen no estarán en 
condiciones reales y verdaderas de participar en esta forma de 
vida. Por lo tanto, también aquí el gobierno y la sociedad tienen 
nlucho por hacer, y es en el canlpo donde con más crudeza se 
patentiza tan dolorosa lllarginación. No obstante, paternalismo y 
lástima no son, por supuesto, estrategias o recursos que resolveránI 
el problema. De hecho, esto dio lugar durante años al 

I agravamiento de las limitaciones y carencias de ese sector. Por lo 
I tanto dependencias educativas y agrarias, fundamentalmente la 

'V	 Secretaría de Educación Pública, Gobiernos Estatales y 
Procuraduría Agraria unirían sus esfuerzos para llevar a cabo 
programas de COlllbate al analf?betismo en el agro. y de 
capacitación e información sobre temas básicos vinculados con la 
democracia, con los derechos y obligaciones ciudadanas y con el 
contenido de la Constitución y de la Ley Agraria. Este esfuerzo se 
realizaría por nledio de alfabetízadores que concurrirían a los 
ejidos y cOlllunidades a fin de efectuar sesiones que incluyan no 
sólo a los titulares de derechos sino a sus familias, a avencindados 
y a todo hombre y mujer, niño o adulto que ahí se encuentre; aquí 
es donde debe empezar la democracia en el campo, por el 
conocimiento de las letras, de lo Inaselementa1. Sin ello, no 
podemos pensar ni sostener que la denlocracia exista en todo el 
País ni se ejerza plena y conscientemente. 

3.- ORGANIZACIÓN y ASOCIACIÓN DE MINIFUNDIOS 

En capítulos anteriores hemos aludido al minifundio como un 
problema que incide en la falta de desarrollo, de productividad en 
el campo, que puede y debe superarse mediante la capacitación y 
la organización de los campesinos. Es decir, nlediante la 
alfabetización y la capacitación superar desconfianzas y recelos, 
prinlero, para después conocer todas las posibilidades y 

V	 beneficios de la asociación mediante la organización. Para ello es 
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imprescindible desterrar definitivamente la inseguridad en la 
tenenecia de la tierra y las falsas expectativas que aún existen en 
relación al reparto agrario ya concluido. 

El nlinifundio existe por una variedad de razones, entre ellas 
porque los campesinos suponen que así obtendran seguridad y 
alimentos para su subsistencia y porque no se ha logrado 
convencerlos de que ello no es así creando alternativas que 
permitan su desarrollo. Es decir, llluchos hombres y lllujeres del 
campo siguen esperando que algún día, tarde o temprano, serán 
poseedores o propietarios de tierras deseando también que estas 
sean de calidad suficiente para su lllanutención. En é.lgunos casos 
la falta de inforlllación, el aislamiento o incluso la Ioanipulación 
de la información adquieren características de gravedad y todo 
esto es tanlbién consecuencia del analfabetismo. 

\Po' 

Además ningún ser hUlnano, y m ucho menos los servidores 
públicos agrarios, podríamos contentarnos con saber que varios 
miles de campesinos viven, apenas, en condiciones de 
marginación tales que costará gran esfuerzo superar, ni podelll0s 
aceptar que la nliseria sea característica en ellos. Por lo tanto crear 
y promover alternativas en fornla abierta y sincera resulta un 
deber para nosotros, y estas deben tOlllar en cuenta las opiniones 
de los sujetos agrarios. ..~ 

Así, el couLbate al nlinifundio únicanlente se logrará 
convenciendo a los campesinos de esto y proponiéndoles la 
asociación conlO opción viable para su seguridad y para su 
desarrollo. Esta farOla de sociedad debe considerar, entre otros 
factores, la extensión, ubicación, calidad y capacidad de las 
tierras. 

Una vez integrada esta asociaClon debe ser 'apoyada con 
asesorías técnicas, capacitación, créd itos y comercialización de 
productos agrícolas y en ello no sólo el Estado tiene '1./ 

111 
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responsabilidad, sino toda la sociedad; igualmente estas 
agrupaciones de minifundistas podrían a su vez asociarse también 
con ejidos, con conlunidades y con pequeños propietarios, bajo el 
mismo esquema. Habría que elegir aquellas regiones o zonas que 
por su condición socioeconónlica y geográfica ofrezcan mayores 
posibilidades de desarrollo. 

Como se ve,' el éxito de esta alternativa depende no solamente 
de aspectos técnicos, financieros o clinláticos inclusive, sino 
fundanl entalmente de la sensibilización, infornlación y 
culturización capaces de despertar en los minifundistas la 
voluntad y el interés suficiente para emprenderla. 

4.- ESTRATEGIAS DE CA PACITA CIé)N, EMPLEO PRODUCTIVO, 

INDUSTRIALIZACIÓN, COMERCIAUZACIC)N y SERVICIOS. 

El grado de desarrollo existente entre las zonas urbanas y 
rurales de nuestro País contiene diferencias que en algunos casos 
resultan abismales. Es más, sólo quien ha conocido las carencias 
de algunos honlbres y mujeres del canlpo puede comprender tan 
agudos contrastes; consecuentemente, para inlplenlentar y 
desarrollar progranlas estratégicos de capacitación y empleo, así 
como para obtener la industrialización del canlpo y la 
comercialización adecuada de los productos agropecuarios, 'es 
necesario apoyarse en las experiencias exitosas tanto nacionales 
conlO extranjeras que al respecto existen, tonlando en cuenta en 
todo nlomento la manera de ser y de pensar del camp~sin~ 

mexicano en cada región del País y aprovechando la preparación 
de los profesionistas y técnicos egresados de nuestras 
instituciones. Sobre el particular, el Licenciado Luis O. Porte Petit 
Moreno afirnla, "Tenemos que vincular a los técnicos y a los 
profesionales con los productores agricolas, ganaderos y forestales para 
transformar positivamente al campo mexicano. Hoy más que .nunca, es 
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necesario formar especialistas con vocación de servicio y conciencia social 
en cuestiones del campo relacionados con todas las disciplinas científicas, 
para que Sil preparación técnica y humanística sea garantía de una 
actividad social ú ti! y fructífera para el País". Consecuentemente, se 
trata de combinar la teoría y la práctica para echar a andar tan 
aDlbicioso proyecto, desterrando el centralismo y el autoritarismo 
y alentando y respetando las ideas y participación de quienes 
tienen la experiencia, que son los Dlismos campesinos. 

Debo remarcar el que estos proyectos se proDluevan y realicen 
de manera regional, pues pretender que se establezcan programas 
nacionales parecería ilusorio, representaría una pérdida de 
tiempo, de recursos, y de esfuerzo y, al fracasar, traería consigo la 
desesperación y frustación de muchos, lo que fatalmente 
desembocaría en la creencia de que tales proyectos son inviables, 
como algunos afirnlan respecto del ejido, cuando bien sabenl0s 
que no es así o cuando Dlenos que resulta una verdad a nledias. 

Parece natural afirnlar que recaiga en la Secretaría de 
Agricultura y Desarrollo Rural la coordinación de un programa 
como este, en el que participarían diversas dependencias e 
instituciones, tanto públicas como privadas, pero creo que en la 
estructura de dicha Secretaría debiera responsabilizarse a una sóla 
área de esta coordinación, de principio a fin, en la que 
concurrirían todas las demás instancias. Así por ejemplo en lo que 
ve a las estrategias para la organización y capacitación 
participarían taDlbién la Secretaría de Educación Pública, la 
Secretaría de la Refornla Agraria, la de Desarrollo Social, la 
Procuraduría Agraria, el Instituto Nacional Indigenista, las 
universidades y facultades vinculadas con el agro y desde luego 
los gobiernos de los Estados. Adenlás, en las tareas relacionadas 
con la creación de enlpleos productivos tendrían que ver la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, la del Trabajo y la 
SEMARNAP, y en lo que ve a la industrialización y 
comercialización del canlpo, la Secretaría de Comercio y Fomento 

1111 
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Industrial, e instituciones fInancieras y crediticias. De hecho, todas 
estas dependencias formarían parte permanentemente de dicha 
coordinación, nlisma que obviamente debe ser del más alto nivel 
para que pueda en verdad obtener resultados. 

Sé bien que al nlencionar estas ideas no estoy descubriendo 
nada nuevo ni propongo nada original, pero este no es nli 
propósito sino el de reiterar una y otra vez que 10 importante es 
tener la voluntad de hacer las cosas v contar con una adecuada V 

01	 01 

eficaz organización para que veanlOS resultados, y esta voluntad, 
como lo he insistido, tiene que darse y mantenerse en todos, desde 
el Presidente de la República hasta el más humilde de los 
campesinos, y tal organización tiene que sustentarse en la 
honestidad y en la confianza nlutua. 

a).- Capacitación: 

I .., 
Unicamente nlencionaré que cualquier proyecto de 

organizaclon y capacitación en favor de los campesinos debe 
considerar al ejido y a la comunidad conlO los espacios en los que 
surgirán y se desarrollarán estas actividades, y desde luego en 
medio de democracia conlO condición insustituible para el éxito~ 

!	 de las mismas. Tal capacitación incluiría tanto aquella destinada a 
conocer el nlanejo de nuevos implementos agrícolas, selnillas 
nlejoradas, fertilizantes, técnicas de cultivo, etcétera, como 
organización, sociedades y cooperativas rurales, obtención de 
créditos, aseguramiento de cosechas y ganado, características de 
variedades vegetales y aninlales, técnicas de cuidado, 
conservación y producción de áreas ecológicas, así como respecto 
del aprovechamiento de los recursos agropecuarios, forestales y 
nlarítimos. Sobre este último rubro, pesca y recursos nlarinos, es 
importante destacar los enornles litorales con que cuenta nuestro 
País, no aprovechados más que en mínima proporción. 
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Así mismo esta capacitación debe extenderse a las nlujeres
 
lnadres, hijas, hennanas y esposas, pues así tendría efecto
 
nluItiplicador, de tal lllOdo que en algunos años el conocimiento y
 
preparación sean parte de la vida cotidiana en todo el campo de
 
México.
 

Igualnlente debe pronloverse el intercambio de ideas, 
conocinlientos y experiencias enh'e ejidatarios y conluneros que 
con éxito se encuentran organizados, superando sus problemas y 
trabajando en paz y en armonía. Nada seria Inás ilustrativo y 
estinlulante. 

Finalmente expresaré mi más profunda convicción en el sentido 
de que ninguna capacitación estaría conlpleta y, nlás aún, 
carecería de sentido, si no se encuentra sustentada en los lnás altos 
valores cívicos: el amor a México, la solidaridad entre los 
nlexicanos, la atención a los nlás débiles, el fortalecirniento y 
defensa de la soberanía nacional, la observancia de la ley y la 
honradez conlO nornla cotidiana de conducta. Esto es 
indispensable reafirmarlo una y otra vez. 

b).- Empleo Productivo, Industrialización, Comercialización y Servicios. ,~ 

Resulta indiscutible que las diversas cnSIS econón1Ícas y 
financieras que henlos enfrentado los últimos 25 años han 
afectado profundanlente al canlpo. Podríamos entonces decir por 
ello y por las reformas constitucionales de 1992, que para obtener 
la superación del agro y nlantener un ritmo de desarrollo de este 
sector deben contenlplarse estrategias distintas, novedosas y 
nlodernas. 
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Así, el Estado continuaría COIno rector de las actividades 
econólnicas productivas, de comercialización, financiamiento y 
crediticias pero estas se abrirían· a la participación directa del 
sector privado mediante inversiones y asociaciones que abarquen 
el ranlO de prestación de servicios. 

En los últinlos años y particularmente a partir de 1994 un gran 
número de productores se han visto perjudicados por la situación 
financiera, esencialmente por la insuficiencia y encarecinliento de 
los créditos, de tal nlanera que han caído en una enorme cartera 
vencida y aún cuando el gobierno ha realizado esfuerzos 
importantes para apoyar a estos deudores, se hace necesario 
proponer alternativas y dictar tnedidas conlplenlentarias para la 
reactivación del agro. En este sentido, recientemente el Presidente 
de la República se refirió en Sinaloa a la Alianza para el campo, 
que señala estrategias conlO las que C0J11 entanlos, tendientes a 
reactivar la producción para lograr la autosuficiencia alinlentaria. 
En ella se anuncia lo siguiente: Un increnlento de 17 mil millones 
de pesos para este esfuerzo nlás 56 nlÍllones por la vía de la banca 
de desarrollo y cOlnercio, y la rehabilitación de ~ nlillones de 
hectáreas adenlás de la adquisición de 663 nlil cabezas de ganado 
para la reposición del hato; tanlbién el propósito de superar los 
records nacionales de producción de granos básicos y de azúcar, 
tripbcar el progranla de senlilJas mejoradas, asesorar y dar~ 

¡
,	 

capacitación a los productores con 8 nlÍl ingenieros agrónonl0s, 
incrementar el apoyo para cOll1pra de in1plen1entos agrícolas, 
impulsar la transferencia de tecnologías, duplicar la inversión en 
riego tecnificado, dar empleo ten1poral a .100 mil can1pesinos en 
zonas de extrenla pobreza, intensificar pr~raInas especiales de 
C0111 bate a la pobreza: eq uipatuiento rural, hule, oleaginosas, café, 
zonas indígenas; increnlentar las exportaciones de carne, 
hortalizas, cítricos, aguacate y otros frutales, y elevar la 
producción de leche, pollo, huevo y cerdo. 



62 REFORMA DE 1992 AL ARTÍCUl.O 27 CONSTITUCIONAL 

Pero también el 'Presidente destacó de lllodo fundanlental que 
debe garantizarse el que los progranlas destinados a este sector 
uno estén ya más plagados de corrupción y abuso de poder'. Esto es 
esencial y representa la clave para avanzar en dicho proyecto, 
porque es indispensable la voluntad de gobernantes y gobernados 
para conducirse con honradez, y por parte de los servidores 
públicos deben tener el nlás alto sentido de responsabilidad para 
nlanejar escrupulosamente los recursos que les han sido confiados 
y para actuar con respeto y consideración hacia quienes deben 
serVIr. 'V 

Resulta claro entonces, algo en lo que se ,ha insistido durante 
décadas: la reforma agraria Dlexicana, para que realmente lo sea 
de manera integral debe pasar ya al desarrollo del campo 
utilizando el reparto de tierras corno parte de una estrategia que 
incluye diversas etapas. Reafirnlanl0s que el reparto agrario no 
fue el fin esencial de la reforllla agraria, sino un llledio para 
conseguir elevar el nivel de vida de los campesinos. 

Ahora es indispensable crear fuentes de trabajo pennanentes y 
productivas en los centros rurales, tales COlll0 pequeñas 
industrias, granjas avícolas, desarrollar la apicultura y la 
piscicultura. Talubién promover el establecinliento de nledianas y 
grandes industrias agrícolas conlO molinos de trigo y arroz, 
plantas beneficiadoras y enlpacadoras y alnlacenes, así como 
forestales, aserraderos y procesadoras de la lllatería prinla para la 
elaboración directa de productos derivados, de tal nlanera que el 
canlpesino no sólo sienlbre y espere la cosecha, sino que participe 
activanlente en la transfornlaciónde los productos de la tierra. En 
este sentido, la asistencia técnica y econónlica, así como el apoyo 
social, son indispensables para lograrlo, como lo henlos venido 
remarcando, pues la voluntad de los houlbres y lnujeres del 
campo, con ser lo nlás inlportante, no resulta bastante. 

1111 
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La asistenc.a social la reSUmUlanl0S así: Educación y 
capacitación, dotación de servicios de salubridad, vivienda, 
seguridad social, introducción de agua potable en los poblados 
rurales, electrificación, etcétera, COTIla verdaderos factores de 
progreso. 

La asistencia técnica: organización, provisión de semillas 
nlejoradas, fertilizantes, insecticidas, nlaquinaria adecuada y 
capacitación para su uso, con la presencia insustituible de técnicos 
y profesionales. 

La asistencia económica: créditos oportunos, blandos, realistas 
para apoyar la creación de industrias rurales, recuperables a largo 
plazo con sistelllas de garantía basados en la nueva legislación 
agraria; precios de garantía para los productos, de la tierra 
fundanlentados en la realidad y en la justicia, que se irían 
ajustando periódicamente tonlando en cuenta estos nlisnl0S 
factores hasta llegar a un grado de desarrollo socioeconÓlnico 
óptinlo, hasta alcanzar plenanlente la justicia social, hasta 
conlprobar que los canlpesinos viven en condiciones de igualdad 
frente a los demás mexicanos. ' 

Para lo anterior habría que tomar en cuenta tatn bién a la 
inversión privada en los térnlÍnos a Jos que ya se hizo referencia 
en líneas anteriores. 

'. 
Con base en estos apoyos y considerando tanto el nlarco 

jurídico C01110 el esfuerzo de los productores, no es ilusorio 
afir111ar que sí es posible lograr la industrialización del c¡alnpo 
pues de hecho esto representa uno de los objetivos del proyecto, 
que sin enlbargo no estaría conlpleto sin una adecuada estrategia 
de conlercializacián de los produ~tos agropecuarios tanto recien 
cosechados COTIla procesados, que beneficie con justicia el trabajo 
del honlbre del calnpo, y esto se logrará de lllejor fornla si este 
obtiene directanlente acceso al consuTnidor, quien obvianlcnte 
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tanlbién resultaría beneficiado. Consecuentemente será necesario, 
insistimos, romper las cadenas de internlediarios existentes 
prácticamente en todo el País, capacitando y organizando a los 
productores, adquiriendo estos mediante la organización y 
asociación adecuadas bodegas y transportes en cantidades que les 
permitan ser autosuficientes, trabajando ellos mismos en los 
servicios relacionados con esta actividad Si los canlpesinos 
integraran cooperativas de venta y consunlO como 10 proponía 
desde 1962 Don Javier Rojo Gómez siendo Secretario General de 
la C.N.C., seguranlente podría eliminarse la presencia de los 
intermediarios. Iguahnente recomendaba la integración de 
cooperativas de producción destinadas a crear un frente 
debidamente organizado tanto para nlejorar aquella como para 
contribuir a abatir el intermediarismo. Quizá estas ideas, que no 
han perdido actualidad, serían conlplenlentadas con la creación 
de las asociaciones a que tantas veces hemos hecho referencia. 

No cabe duda que la producción, la industrialización y la 
comercialización de la agricultura y de la ganadería, de los 
recursos forestales y nlarítimos, requiere de actividades 
conlplementarias para su consecución. 

La industrialización de los productos agropecuarios, la 
explotación racional de los recursos naturales y el establecimiento A 

de sociedades e industrias rurales, nlantendrán al campesino en 
actividad productiva suficiente y eficiente, de tal lnanera que se 
constituya en factor de progreso y no distraiga energías mentales 
y físicas que pueden enlplearse en bien del País y de la clase rural. 

Ojalá que pueda llegar el día en que, sin asistencias, los 
campesinos sigan construyendo su porvenir, sin tantos sacrificios 
ni nlarginación. Que llegue el día en que sus posibilidades y 

1, desarrollo sean tan grandes conlO su dignidad y esfuerzo. Que; . 

llegue el día en que encuentren en México lo que se ven obligados 
a buscar en el extranjero. Que llegue el día en que ciertanlente, 
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todos los nlexicanos, en el campo o en la ciudad, tengan las 
mismas oportunidades. Que así sea debe ser nlotivo y razón de 
nuestra labor. 

~
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Los PROCEDIMIENTOS AGRARIOS 

LIC. EUCARIO CRUZ REYES 
MAGISTRADO DEL TRIBUNAL UNITARIO AGRARIO 

DEL DISTRITO 17, EN MORELIA, MICH. 

C onsidero que para el análisis, la conlprenslon y la 
interpretación de las normas jurídicas agrarias se 

requiere un previo conocinliento sobre el desarrollo histórico del 
país, muy especialmente sobre la lucha por la tenencia de la tierra 
y la evolución de la legislación agraria, para cOlllprender 
conceptos como colonización, comunidad agraria, comunidad 
indígena, sobre 10 que es el ejido, colonias agrícolas, ganaderas o 
agropecuarias, conceptos sobre explotación colectiva o 
individual, diferenciación respecto a propiedad, posesión, uso o 
usufructo de tierras, restitución, reconocimiento y titulación de 
bienes comunales, parcela, unidad de dotación, solar, capacidad 
en materia agraria, etc. En lo particular estilllo que el problellla de 
la tenencia de la tierra en nuestro país, es la causa fundamental 
que promueve o retrasa nuestro desarrollo económico, social y 
político, pues no debenlos olvidar qye la lucha por la 
Independencia, la Gue¡:::ra de Reforma y la Revolución de 1910 
tienen realmente COlllO origen fundamental el acaparalniento de 
las tierras en pocas manos en la Independencia, de los 
denolllinados españoles peninsulares; en la Reforma encontrabáse 
en poder del clero católico y en la Revolución, de los llanlados 
terratenientes. Nle atrevo a afirnlar que la pérdida de Texas, 
California y demás territorio al pasar a poder de los Estados 
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Unidos, no sólo la nlotivó la actuación de un traidor COIUO 

Antonio López de Santa Ana, sino igualmente por la equivocada 
política agraria en nlateria de colonización, que permitió el 
asentamiento indiscrinlil1ado de colonos exh"anjeros, 
principalmente en el Estado de Texas. 

Este origen, incluso prehispánico, de la regulación ejidal y 
comunal subsiste en la actual Legislación Agraria, y los términos y 
conceptos agrarios a veces no se comprenden y nlenos se 
interpretan correctamente si se desconoce dicho origen, que es lo 
que le da características propias o especiales a los procedimientos 
agrarios, lo que ocasiona que no sienlpre se puedan encuadrar en 
la Legislación Civil actual; valga 10 anterior COlno una referencia 
histórica. 

Previo al estudio del proceso o procedimiento agrario llle 
permito hacer algunas precisiones teóricas o doctrinales en 
relación a la diferencia entre proceso y procedinliento, para lo cual 
tengo a bien transcribir los conceptos sostenidos por Eduardo 
PalIares al señalar: -

Ify ha sido llna vez más Carnelutti quien,
 
adelantándose al reparo de que una distinción
 
semejante pudiera reputarse bizantina, ha hecho ver que
 
entre ambos conceptos media diferencia cuantitativa y
 
cualitativa que se podía establecer considerando el
 
proceso C0111.O continente y el procedimiento como
 
contenido (Manuel de la Plaza incurre en un error de
 
memoria, al hacer esta afirmación. La relación de
 
continente a contenido la hace Carnelutti relacionando
 
al litigio con el proceso. Dice que el juicio no es sino el
 
litigio dentro del proceso. Véase el primer tOl1lO de su
 
1f5istemal/ donde demuestra esto COIl mucha claridad);
 
explicándose así que una combinación de procedimiento
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(los de primera y de segunda instancia por ejemplo) 
pudiera concurrir a constituir un solo proceso". 

Finalmente el nlaestro Pallares concluye: 

"El proceso es una institución establecida para realizar 
mediante ella la función de administrar justicia, 
mientras que el procedimiento es el conjunto de formas 
o maneras como se efectúa esa función. Unas veces, en 
forma eSL7ita, otras verbalmente, en la vía amplia 
dilatada, que se llama ordinaria o en la breve y expedita 
que tiene el nombre de sumaria; en ocasiones, el proceso 
se inicia mediante un embargo lo que tiene lugar en los 
juicios ejecutivos, y de esta manera el procedimiento 
cambia según las circunstancias y origina al proceso 
como un todo orgánico, pues aquél es la manera como se 
tramita este último". (Eduardo PalIares, Derecho 
Procesal Civil, Editorial Porrúa, S. A. México, 1965). 

Se hace necesano, también, por lo que nlás adelante se 

~ expondrá, precisar lo que es un proceso y un procedimiento 
1 

adnlinistrativo, para lo cual transcribimos lo que se establece en eli 
Diccionario Jurídico Mexicano, editado por el Instituto de 
Invetigaciones Jurídicas de la U.N.A.M. y Editorial Porrúa, S. A., 
México 1995: 

"En la doctrina, en las leyes y en la práctica judicial se 
habla de proceso, para significar el procedimiento que se 
sigue an te los tribunales por quienes desean obtener 
justicia en un litigio o controversia, cumpliéndose la 
función jurisdiccional. Filzalmentet la función 
administrativa también se realiza a través de un 
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¡. 

procedil1tienio que debe seguir la administración como 
garantía de legalidad de sus acciones ante sí y frente a 
los administrados". 

"Clara se ve la diferencia que existe entre el 
procedimiento administrativo y el proceso 
administrativo. El primero es el cauce legal que sigue la 
administración para la realización de su actividad of

i	 función administrativa, en cambio el segundo es la vía 
legalmente prevista para canalizar las acciones de 
quienes demandan justicia ante los tribunales a fin de 
resolver llna controversia administrativa, es decir, un 
conflicto originado por un acto o una resolución • 
administrativa que se reputa ilegal". 

La necesidad de conocer los anteriores conceptos, deriva de que 
actualmente los tribunales agrarios, tanto el Tribunal Superior 
como los Unitarios Agrarios tienen una doble competencia, que se 
ha denominado transitoria o extraordinaria y ordinaria, las que 
más adelante analizaremos. 

La doble competencia de los tribunales agrarios se origina en lo 
prescrito por los artículos transitorios del decreto de refornla al 
artículo 27 constitucional, la Ley Agraria, y la Ley Orgánica de los 
TrIbunales Agrarios que ordenan que los expedientes cuyo 
trámite se inició antes de las reformas de 1992, se desahogarán y 
resolverán conforme a la Ley Federal de Reforma -Agraria y otras 
leyes vigentes en esa época; por lo que siguen vigentes los 
procedinlientos agrarios, así determinados por la legislación 
anterior, y al mismo tiempo las acciones o juicios pronl0vidos 
directamente ante los tribunales agrarios se desahogan en 
térnlÍnos de la Ley Agraria vigente. 110tivo por el cual 
analizaremos primero las características y el desarrollo del 
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proceso agrario 'actual, confornle a la Ley Agraria, y en seguida la 
competencia transitoria y la ordinaria de los tribunales agrarios, 
para señalar cuáles son los procedimientos agrarios, de que en su 
competencia extraordinaria conocen dichos tribunales y qué 
acciones o juicios conocen dentro de su competencia ordinaria. 

EL PROCESO AGRARIO 

El nuevo proceso agrario, o, en inobservancia de las diferencias 
doctrinales, el nuevo procedinliento agrario o juicio agrario, tiene 
las siguientes características que le señala la Ley Agraria vigente, 
consistentes en: 

A iniciativa de parte, conforme a los artículos 170 y 181, lo que 
es contrario al procedimiento administrativo que se establecía en 
la Ley Federal de Reforma Agraria y el que podía ser iniciado de 
oficio por la autoridad agraria competente. 

Igualdad jurídica de las partes, conforme a lo establecido en 
los artículos 179 y 186 último párrafo; característica que no es en 
detrimento de la suplencia de los planteanlientos de derecho en 

~	 favor de los núcleos de población ejidales o comunales o de los 
ejidatarios o comuneros como 10 prescribe el artículo 164; sino que 
se refiere a que se debe procurar la igualdad de las partes en 
cuanto a la asesoría jurídica y a la adnlisión y desahogo de las 
pruebas ya que si alguna de las partes habla algún idioma que no 
sea el español, ésta cuente con traductores. 

Suplencia de los planteamientos de derecho, como lo 
preceptúa el párrafo tercero del artículo 164, que se conserva sólo 
en cuanto al planteamiento legal, que pudiera ser deficiente en las 
pronlociones de los núcleos agrarios o de sus integrantes, y no 
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como suplencia en forma anlplia como lo ordenaba la Ley Federal 
de Reforma Agraria. 

Conocimiento de la verdad, conlO lo prescriben los artículos 
186, 187 Y 189, el Tribunal está obligado a agotar todos los medios 
para llegar al conocinliento de la verdad real o material de los 
hechos controvertidos, estableciéndose la posibilidad de la 
práctica, anlpliación o perfeccionamiento de cualquier diligencia 
que sea conducente para el conocimiento de la verdad o de 
requerir documentos o pruebas a terceros o a dependencias que 
los tengan, o requiriendo a terceros para que declaren lo que les 
conste al respecto. 

Oralidad y expeditez, la oralidad conlO sistenla de desahogo 
del procedinliento se establece con preferencia para que a la vez 
sea nlás expedito y oportuno, a fin de superar los vicios en que se 
había incurrido de que un procedinliento agrario tardara años y 
años en ser resuelto, tiempo que podría prolongarse por 20, 30 o 
más años; por ]0 que la Ley Agraria en sus artículos 179 último 
párrafo, 180 últinlo párrafo, 185 fracciones 1 y III, 188 últinlo 
párrafo, 192, 193 Y197 Y 50 fracción III del Reglamento Interior de 
los Tribunales Agrarios establecen medidas para hacer más ágil el 
desahogo de las pruebas, y la emisión de la sentencia 
correspondiente, estableciendo incluso, en el artículo 192 que las 
cuestiones incidentales se resolverán conjuntamente con el 
principal a menos que por su naturaleza sea forzosa decidirlas 
antes, o que se refieran a la ejecución de la sentencia, como 
podrían ser los incidentes de inconlpetencia o falta de 
personalidad; pero que en ningún caso se formará artículo de 
previo y especial pronuncianliento, sino que se decidirán de 
plano. 

Inmediación o inmediatez, en materia agraria, por las 
características especiales que revisten los conflictos o controversias 
se requiere que el juzgador conozca y escuche en forma directa a 
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las partes, valore su seguridad, su sinceridad, su grado de cultura 
y su situación económica y social, para que en verdad pueda como 
dice el artículo 189 dictar una sentencia a verdad sabida, en 
conciencia y fundando y motivando las misnlas, por lo que el 
últinlo párrafo del artículo 185 de la Ley Agraria y 50 fracción 1 
del Reglamento Interior de los Tribunales Agrarios, establecen la 
obligación del Magistrado de presidir la audiencia con el 
propósito de dar cunlplimiento a lo anteriormente citado. 

Publicidad, como lo establece el artículo 194 las audiencias son 
públicas, excepto cuando a criterio del Tribunal pudiera 
perturbarse el orden o propiciar la violencia; 10 que es 
consecuencia de ser un procedinliento en estricto derecho, pues en 
los procedimientos administrativos que desahogaba la Secretaría 
de la Reforma Agraria no se celebraban audiencias, y los actos y 
comparecencias eran exclusivanlente entre las partes, y en la 
mayoría de las veces ni siquiera en presencia de ambas partes. 

I	 Conciliación, la conciliación ha sido sienlpre un nledio de lograr
~ 
I	 la solución de los conflictos agrarios, evitando el enlpleo de 

tiempo y dinero a los campesinos, que son los que menos tienen, y 
sobre todo que dicho procedimiento no deja rencores y diferencias 
entre las partes al llegar a una sentencia que en la mayoría de los 
casos se ejecuta por voluntad de las nlismas, por lo que la Ley 
Agraria inlpone como una obligación del Tribunal intentar la 
conciliación de las partes hasta antes de dictar sentencia, como lo 
prescribe el artículo 185 fracción VI, y 191 fracción 1en cuanto a la 
ejecución de la sentencia y el 135 y 136 en cuanto a las facultades 
de la Procuraduría Agraria para llevar a convenios de conciliación 
a las partes en conflicto y solicitar al Tribunal Unitario Agrario las 
eleve a sentencia. 

v
, 
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DESARROLLO DEL PROCESO AGRARIO 

El proceso o procedimiento agrario es UTIlCO para todas las
 
acciones agrarias que se ejerciten, o los conflictos, controversias o
 

, nulidades que se promuevan ante el tribunal unitario agrario, es
 
decir, como lo establecen los artículos del 163 al 185 de la Ley
t 
Agraria, y en suplencia de los nlÍsnlos confornle al artículo 167, se~l 

~
 apoye en los artículos correspondientes del Código Federal de
 
Procedimientos Civiles. Este proceso consta de las etapas de 
denlanda y emplazanliento; audiencia, que es única, aunque por 
necesidades del desahogo de pruebas u otras circunstancias se 
suspenda y desahogue en diversas fechas, pero en la misma deben 
realizarse la contestación de la demanda, la reconvención en su • 
caso, contestación a la reconvención, la conciliación, ofrecinliento, 
admisión y desahogo de pruebas, interposición de alegatos y 
sentencia o resolución; en los térnlinos que todos conocenlOS y que 
en obvio de repeticiones, conlO acostumbramos expresar, se tienen 
aquí reproducidas. 

COMPETENCIA TRANSITORIA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS.
 

Los PROCEDIMIENTOS
 

Conforme a la reforma en materia agraria al artículo 27 
constitucional, a la Ley Agraria y a la Ley Orgánica de los 
Tribunales Agrarios, publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación correspondiente, el primero el 6 de enero de de nlil 
novecientos noventa y dos y las dos segundas el 26 de febrero del 

I 

1	 nlismo año, establecieron en sus artículos transitorios que para la 
substanciación de los expedientes que se encontraban en trámite 

1	 en materia de ampliación o dotación de tierras, bosques yaguas; 
~	 creación de nuevos centros de población y restitución,
1 reconocinliento y titulación de bienes comunales en los que no se 

, 1, 
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haya dktado resolución definitiva, se continuarian' desahogando 
por la Secretaría de la Reforma Agraria, el Cuerpo Consultivo 
Agrario y los Comisiones Agrarias Mixtas, de conformidad con 
las disposiciones legales que reglamentaban dichas cuestiones al 
monlento de enh-ar en vigor las reformas citadas, y renlitirían 
dkhos expedientes, debidamente integrados, a los tribunales 
agrarios, para que dictaran sentencia en definitiva, una vez que 
estos entraran en funciones; y que los demás asuntos de 
naturaleza agraria que se encontraran en trámite o se presentaran 
a partir de la entrada en vigor de dicho Decreto y que conforme a 
la ley que se expida deban pasar a ser competencia de los 
tribunales agrarios se turnarán a los nlisnlOS una vez que entren 
en funcicnes; trayendo como consencuencia que la Ley Federal de 
Reforma Agraria y denlás leyes relativas se sigan aplicando para 
resolver todos los asuntos agrarios que se encontraban en tránlite, 
antes de la nueva legislación agraria de 1992, y que se han 
denominado rezago agrario. 

i 

I En especial, el artículo 3 transitorio de las reformas al artículo 
~ 

27 constitucional, 3 y 8 transitorios de la Ley Agraria, y 4 
transitorio de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios 
establecen la competencia del Tribunal Superior Agrario para 
conocer y resolver en definitiva sobre los asuntos que se 
encontraban en tránlite en la Secretaría de la Reforma Agraria o 
en el Cuerpo Consultivo Agrario, en relación a los procedinlientos 
de: 

1.- Dotación de tierras, bosques yaguas, 
2.- Ampliación de tierras, bosques yaguas, 
3.- Creación de nuevos centros de población ejidal. 

ji 
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Los mismos dispositivos legales, señalan la competencia para 
conocer y resolver en definitiva a los Tribunales Unitarios 
Agrarios sobre asuntos de: 

1.- Restitución de bienes comunales, 
2.- Reconocimiento y titulación de bienes 

comunales, 
3.- Sobre asuntos relativos a colonias agrícolas, 

ganaderas y agropecuarias, 
4.- Suspensión y privación de derechos agranos, 

controversias parcelarias u otras acciones 
agrarias instauradas. 

De igual nlanera los artículos 3 transitorios del Decreto de 
reformas del artículo 27 constitucional y de la Ley Agraria 
establecieron que los demás asuntos de naturaleza agraria que se 
encontraran en tráluite y que correspondiera conocer a los 
tribunales agrarios se hunarían a éstos en el estado en que se 
encontraran, una vez ·que entraran en funciones; 10 que trajo como 
consecuencia que la Suprellla Corte de Justicia de la Nación y 
algunos Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados de Circuito 
resolvieran que ya no eran competentes para conocer de diversos 
juicios relativos a la tenencia de la tierra ejidal o cOlllunal COlllO 
eran los juicios de inconformidad ante la Suprelna Corte o juicios 
reinvindicatorios ante los oh"os árganos jurisdiccionales y los 
renlitieran a los tribunales agrarios para su conocimiento y 
resolución. 

Por lo anterior, actualnlente los tribunales agrarios al conocer y 
resolver sobre los asuntos antes descritos continúan aplicando la 
legislación agraria anterior, principalmente la Ley Federal de 
Refonna Agraria; y ante los nlisnl0S se desahogan los 
procedünientos adnlinistrativos correspondientes, de los que 

111 
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anteriormente conocían las Comisiones Agrarias Mixtas, la 
Secretaría de la Reforma Agraria y el Cuerpo Consultivo Agrario, 
en donde sí se desahogaban procedinlientos adnlinistrativos que, 
conforme a las consideraciones teóricas señaladas, eran procesos 
adnlinistrativos, porque se impartía justicia y se enlitía una 
resolución, independientemente de las facultades administrativas, 
en sentido estricto, que tenían dichas dependencias. 

A este respecto se aclara que en lo adjetivo o procesal, se aplica 
en lo que cabe o es procedente la Ley Agraria, sobre todo en 
cuanto a notificaciones, audiencias y admisión y desahogo de 
pruebas; pero en lo sustantivo se resuelve exclusivamente 
conforme a la Ley Federal de Reforma Agraria y denás leyes 
aplicables, cuando se inició el procedimiento o acontecieron los~ 
hechos. 

COMPETENCIA ORDINARIA DE Los TRIBUNALES AGRARIOS. 

EL PROCESO AGRARIO. 

Aunque la conlpetencia de un órgano jurisdiccional se establece 
en su Ley Orgánica, es frecuente, conlO en el caso en estudio, que 
en otras leyes se encuentren disenlinadas otras facultades; por 
tanto, señalarenlos primero las facultades o conlpetencia de los 
tribunales agrarios comprendidos en el artículo 27 constitucional y 
la Ley Agraria y, finahnente, en la Ley Orgánica de los Tribunales 
Agrarios. 

Confornle al artículo 27 constitucional, éste señala en su párrafo 
noveno, fracción VII, que se establecerán los proceditnientos por 
los cuales los ejidatarios y conluneros: 
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1.- Podrán· asociarse entre sÍ, con el estado o con 
terceros, 

2.	 Podrán otorgar el uso de sus tierras, 
3.	 Tratándose de ejidatarios, transmitir sus 

derechos parcelarios entre los miembros del 
núcleo de población, 

4.	 En el caso de tierras ejidales la asamblea ejidal 
podrá otorgar al ejidatario el. dominio pleno 
sobre sU parcela, 

5.	 Demandar la restitución de tierras, bosqu.es y 
aguas. 

En {a fracción VIII del mismo párrafo, conserva la declaratoria 
de nulidad de todos los actos, disposiciones y resoluciones 
agrarias, hechas desde ellO de diciembre de mil ochocientos 
setenta y seis, que hayan tenido conlO consecuencia la ocupación o 
invasión ilegal de terrenos pertenecientes a los pueblos en general; 
y en la fracción IX señala la nulidad del reparto hecho entre los 
vecinos del núcleo de población en los que haya habido error o 
vicio y, finalmente, en la fracción XIX declara que son de 
jurisdicción federal todas las cuestiones por límites de terrenos 
ejidales y comunales. 

La Ley Agraria establece en diversos artículos de la misma la 
conlpetencia de los tribunales agrarios unitarios para conocer de 
asuntos no establecidos en la Ley Orgánica, como es el caso de los 
siguientes: Artículo 13, reconocin1iento de avecindados; artículos 
18 y 19, reconocinliento por sucesión de derechos ejidales y 
comunales; artículos 20 y 48, competencia para conocer asuntos de 
prescripción de derechos ejidales; artículo 61, de inlpugnación de 
las asam bleas en relación a los artículos 56 y 57 de la misma; 
artículo 96, en relación a indemnización a los ejidatarios, por 
expropiación; artículos 135 y 136, en relación con el artículo 44 
fracción V del Reglamento Interior de la Procurad uría Agraria, 

'\ 

\~ 

..
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para elevar a categorías de sentencia convenios de conciliación; 
artículo 160, cuarto párrafo, que le concede facultades cuando 
exista ·controversia respecto a las resoluciones que dicte la 
Secretaría de la Refornla Agraria en relación a los terrenos baldíos 
y nacionales; artículo 165 sobre asuntos de jurisdicción voluntaria 
y 8 transitorio de la Ley Agraria y 7 transitorio del Reglamento de 
la Ley Agraria en Materia de Ordenanliento de la Propiedad 
Rural, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 4 de 
enero de de mil novecientos noventa y seis, sobre asuntos de 
colonias agrícolas, ganaderas o agropecuarias. 

La Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios en su articulo 18, 
en sus catorce fracciones, establece los asuntos que son 
competencia de los tribunales unitarios agrarios, las que pueden 
concretarse en acciones agrarias de: 

.:. Controversias por línlites, 

.:. Restitución de tierras, bosques yaguas,

.:. Reconocimiento del régimen ejidal,... .:.	 Nulidad: a) juicios de nulidad contra resoluciones 
dictadas por autoridades agrarias, b) de las nulidades 
previstas en las fracciones VIII y IX del artículo 27 
constitucional, c) De nulidades resultantes de actos y 

~	 contratos que contravengan las leyes agrarias,
I	 .:.I Conflictos relacionados con la tenencia de la tierra, 
I .:. Controversias en lllatería agraria y relativas a la 

sucesión de derechos ejidales y conlunales, 
.:. Las onlisiones en que incurra la Procuraduría 

Agraria,
.:. Los negocios de jurisdicción voluntaria, 
.:. Las controversias relativas el los contratos de asociación 

o aprovechamiento de tierras ejidales,
.:. La reversión en nlclÍeria de expropiación,
.:. La ejecución de convenios a que se refiere a la fracción 

V	 VI del artículo 185 de la Ley Agraria y! 
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Los Jeinás asuntos que determinen las leyes. 

Faltarían otros tenlas, muy iInportantes, en relación a las 
facultades de los tribunales agrarios y los procedinlientos agrarios 
establecidos en la legislación actual; hoy sólo los enunciamos: 

A)	 El análisis e interpretación de la fracción XIX
 
del párrafo noveno del artículo 27
 
constitucional, cuando establece que la
 
inlpartición de la justicia agraria tiene por
 
objeto garantizar la seguridad jurídica, en la
 
tenencia de la tierra ejidal, comunal y de la
 
pequeña propiedad, ¿quiere esto decir que los
 
Tribunales Agrarios son conlpetentes para
 
conocer y resolver conflictos o controversias
 
sobre la pequeña propiedad particular, rural,
 
para garantizar su seguridad?
 

B)	 Interpretación del articulo 163 de la Ley ­
Agraria, el que establece que son juicios 
agrarios los que se susciten con lllotivo de la 
aplicación de las disposiciones contenidas en 
dicha ley; COillO ésta legisla sobre la pequeña 
propiedad, sobre desarrollo y fonlento 
agropecuarios, y sobre Jas sociedades 
propietarias de tierras agrícolas; ganaderas o 
forestales; ¿son competentes los tribunales 
agrarios para conocer de juicios en relación a 
dichas cuestiones? 

C)	 Análisis de procedinliento del recurso de
 
revisión ante el Tribunal Superior Agrario,
 
conforme a Jos artículos 198 de la Ley r\graria y
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9 de la Ley Orgánica de los Tribunales 
Agrarios. 

O)	 Denuncia o queja contra mienlbros de los 
tribunales agrarios, en atención al artículo 8 
fracción IX de la Ley Orgánica de los 
Tribunales A.grarios. 

E)	 Conf] ¡cto de conlpetencia entre los tribunales 
agrarios, del establecinliento de jurisprudencia, 
de los inlpedinlentos y excusas de los 
nÜlgistrados y de las excitativas de justicia, 
confornle al artícu]o 9 de la Ley Orgi-ínica de los 
Tribunales Agrarios. 

F)	 De la facultad de atracción del Tribunal 
Superior Agrado, artículo 10 de la Ley 
Orgánica de los Tribunales Agrarios. 

L G) De la inspección de los Tribunales Agrarios y la
 
I, itinerancia de los nlisnlos, de acuerdo a lo
 

establecido en los artículos del 38 al 45 y del 56
 
,I al 58 del Reglanlento Interior de los Tribunales
 
I Agrarios.
 
~ 
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EL PROCESO CONSTITUCIONAL DE 

AMPARO EN MATERIA AGRARIA 

LIC. ERNESTO JIl\1ÉNEZ NAVARRETE 

DIRECTOR GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS 

DEL TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO 

1. NATURALEZA JURÍDICA 

I	 l artículo 27 de la Constitución Federal de 1917 marca el
i 

inicio del	 Derecho Agrario como una nueva disciplina...	 E 
I 
i jurídica de carácter social, destinada a reglanlentar la tenencia, 

propiedad	 y reparto de tierras rurales. 

Las reClen creadas instituciones están destinadas desde su\ 
~	 origen a liquidar los latifundios para fomentar la pequeña 

propiedad y crear ejidos y nuevos centros de población, y restituirI 
él las comunidades las tierras que les correspondían, de las que 
hubieron sido injustanlente despojadas. 

Como es lógico suponer, los actos de gobierno encanlÍnados al 
cunlplimiento de esos fines se tradujeron, prinlero, en la 
afectación a Jos propietarios o poseedores de derecho civil para 
entregar o para restituir las tierras a los núcleos de población que 
las solicitaron; después, adenlás de la consecuencia anterior, se 
dio el caso de que se afectaran los derechos agrarios colectivos de 
esos núcleos y los derechos agrarios individuales de sus 
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integra.1tes. Estos dos últilnos supuestos son los que dieron origen 
al procedinliento tutelar que es lllotivo de nuestro estudio, 
conocido con10 JI A 11lparo en Materia Agraria". 

1.1 CONCEPTO DE AMPARO EN MATERIA AGHARIA 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en la jurisprudencia numero 109 que se consulta en la página 219 
Tercera Parte del Apéndice al Senlanario Judicial de la 
Federación, publicado en el año de 1985, ha definido el amparo 
agrario fln los siguientes térnlinos: " ... por amparo en materia agraria 
se elltien..ie el régimen peculiar que tiene por objeto la tutela jurídica 
especial de los ejidatarios, comuneros y núcleos de población ejidal o 
comunal, en sus derechos agrarios que, 7Jlod~ficando algunos principios 
reguladores del tradicional juicio de garantías, se instituye en el 
contenido normativo de la citada adición a la fracción II del 
articulo 107 constitucional". Esta definición sigue vigente, con la 
única salvedad de que conforme al texio actual de la ley, la tuteZa jurídica 
de este procedimiento privilegiado comprende también a los "aspirantes a 
ejúlatarios o comuneros" (artículo 212, fracción III), de la Ley de 
Anlparo. 

En la nlÍsma tesis se deternlina que u .•• tiene el carácter de 
"materia agraria" cualquier asuuto en el que se reclamen actos que de 
alguna manera afecten directa o indirectamente el régimen jurídico 
agrario que la legislación de la materia, es decir, el artículo 27 de la 
Constitución, el Código Agrario (actualmente Ley Agraria) Y' sus 
reglamentos, establecen en favor de los sujetos individuales y colectivos 
antes especificados (núcleos de población ejidales y comuflales, ejidatarios, 
coml/neros y aspirantes a ejidatarios o comuneros), ya sea que tales 
actos se enlitan o realicen dentro de algún procedin1iento agrario 
en que, por su propia naturaleza, necesarianlente están vinculados 
con las cuestiones relativas al régimen jurídico agrario 

....
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mencionado, o bien cuando, aun provenientes de cualesquiera 
otras autoridades, pudieran afectar algún derecho dentro del 
aludido régimen jurídico agrario". 

El análisis anterior efectuado desde el desarrollo histórico que 
dio COfilO consecuencia el origen del Aro paro Agrario y el 
concepto emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
nos da como resultado el concluir que la institución en estudio es 
un juicio creado para proteger los derechos de los sujetos individuales o 
colectivos ya sefialados, creando una tutela jurídica especial originada por 
la garantía social contenida en el artículo 27 de la Carta Magna y las 
diferentes razones de carácter material ocurridas durante su 
desarrollo histórico previamente anal:zado. 

~ 
1.2 ORIGEN DEL AMPARO EN MATERIA AGRARIA 

El amparo en luateria agraria fue consecuencia de una~ 
I
I

revolución, en la que el principio básico fue llevar a cabo la 
repartición de las tierras en favor de quienes las trabajaban. Sin 
embargo, la institución del amparo, en vez de producir beneficios 
a la clase campesina, consolidó en muchas ocasiones las injusticias 
de que eran objeto, debido a la escasa participación de los 
canlpesinos en los anlparos en los que eran emplazados como 
terceros perjudicados y, sobre todo, las deficiencias de las 
demandas por ellos presentadas
 y
 de las promociones
 que
 
formulaban durante el curso del procedinliento, quedando sin 
posibilidad de reparación, una vez que el anlparo les era negado, 
o 'cuando los juicios se sobreseían. 

Tomando en cuenta que estos hechos afectaban de lllanera 
particular a la clase campesina, el Presidente Adolfo López 
Mateas presentó a la consideración del Congreso Constituyente 
Pernlanente, el día 26 de diciembre de 1959, una iniciativa de 
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adición al articulo 107, fracción II de la Constituciórl Federal, a 
través de la cual instituyó el amparo "en materia agraria", 
entendido éste como un verdadero instrumento protector de la 
garantía social agraria que consagra el articulo 27 constitucional. 

Fue en esa iniciativa donde se utilizó por vez primera la 
denonlinación de "Amparo en Materia Agraria", dándole 
la significación que actualmente tiene. La proposición concreta de 

1 1 

'.	 la adición al texto constitucional consistió en inlponer a los jueces 
la obligación de suplir la queja deficiente en los juicios de anlparo 
en que se reclaman actos que tengan o puedan tener como 
consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de 
sus tierras, aguas, pastos y 1110ntes a los ejidos y a los núcleos 
de población que de hecho o por derecho guarden el estado 
cOlnunal, o a los ejidatarios o comuneros; y en proscribir, en esos 
nlÍsmos juicios, la caducidad de la instancia, el sobreseimiento por 
inactividad procesal y el desistinüento cuando se afecten derechos 
de los ejidos o núcleos de población conlunal. 

AsimislUo, se estableció en la propia iniciativa presidencial que 
/1... de adoptarse por el texto constitucional la adición que adelante se 
consigna, quedaría para la ley secundaria la estructuración, los rasgos y 
normas peculiares, del lluevo amparo agrario, previendo las reglas 
adecuadas sobre personalidad, términos, deficiencias de la demanda, 
pruebas y en general la substanciación del juicio, con objeto de crear un 
procedimiento al alcance del campesino que constituya una eficaz defensa 
de la garantía social agraria...", lo cual evidencia que la intención 
tutelar de dicha iniciativa fue nlucho nlás anlplía que los 
enunciados integrados al texto constitucional. 

La adición propuesta fue aprobada en sus términos y publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el día 2 de noviembre de 1962 
siendo esta fecha en la que se consigna el nacimiento del amparo 
en lnateria agraria. 

111 
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1.3 ETAPAS DE EVOLUCIÓN DEL AMPARO EN MATERIA AGRARIA 

Previamente al exanlen de las instituciones y características 
especiales que 10 conforman, conviene exanlinar las etapas de 
evolución por las que ha pasado el juicio de amparo, iniciando 
con el que pronlovían los propietarios o poseedores de derecho 
civil afectados por resoluciones agrarias dotatorias o restitutorias 
de tierras yaguas, porque precisamente como resultado de dichos 
procedinlientos se advirtió la necesidad de crear el régimen 
privilegiado del anlparo agrario, con el que se pretende asegurar 
la acertada defensa de los derechos de la clase campesina y la 

I	 justa solución de las controversias en las que participan sus 
integrantes.

~ 
Así tenenlOS que la Constitución Política de los Estados Unidos 

! lvlexicanos, de 1917, en su articulo 27, acogió las disposiciones del 
I 

Decreto preconstitucional, mal llanlado Ley, del 6 de enero deI 

1915, y las elevó a la categoría de ley constitucional, sin embargo,
~	 conlO en la nlisnla no se estableció prohibición alguna respecto a 

la procedencia del juicio de amparo contra las resoluciones 
agrarias, dotatorías o restitutorias de tierras yaguas, tal omisión 
dio como resultado el entorpecinliento de la reforma agraria, 
situación que se prolongó hasta el15 de enero de 1932. 

En esa fecha, después de haberse cumplido el procedinliento 
instituido por el artículo 135 Constitucional, por tratarse de una 
ley que había sido elevada a ese rango, entraron en vigor las 

I •nifornlas a la nlisnla, mediante las cuales se proscribió todo 
control jurisdiccional sobre las resoluciones agrarias dotatorias o 
restitutorias de tierras o de aguas, estableciéndose que las nlisrnas 
no podían ser inlpugnadas por ningún recurso legal ordinario ni 
por el 11extraordinario de mnparo". En el artículo primero transitorio 
del decreto modificatorio se llegó al extrenlO de invalidar las 
ejecutorias de la Suprenla Corte que hubieran concedido el 
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amparo a los propietarios afectados y que estuvieran pendientes 
r:	 de ejecución, pues únicamente se declararon respetables las que 

ya estuvieran ejecutadas al entrar en vigor la reforma. 

EllO de enero de 1934 entró en vigor el Decreto que derogó la 
Ley de 6 de enero de 1915 y reestructuró el artículo 27 de la 
Constitución en lo relativo a la materia agraria. En dicha reforma 
se reiteró la proscripción del juicio de amparo contra las 
resol uciones dotatorias o restitutorias de tierras yaguas. 

Trece años después, el 12 de febrero de 1947, se agregó a la 
" r.•. ¡ 

fracción XIV del artículo 27 constitucional el párrafo tercero, 
confornle al cual los dueños o poseedores de predios agrícolas o 
ganaderos en explotación, a los que se haya expedido, o en lo 
futuro se expida certificado de inafectabilidad, tienen la facultad 
de promover el juicio de alllparo contra las afectaciones agrarias 
ilegales de sus tierras o aguas. 

De lo anteriormente reseñado podenlos desentrañar que en .... 
relación con esta cuestión se han sucedido tres etapas perfectamente 
definidas y d~ferellciadas: la primera, cOlllprendida enh·e los años de 
1917 a 1932, en la que los propietarios afectados por resoluciones 
dotatorias y restitutorias de tierras yaguas pudieron libremente 
acudir al amparo, sin nlás limitaciones que las que establece la Ley 
de Anlparo para todos los casos. El resultado de lo anterior fue que 
se obstaculizara gravemente la reforma agraria. La segunda, 
conlprendida entre los años de 1932 a 1946, en la que se proscribió 
de lrranera absoluta el amparo contra dichas resoluciones. El resultado 
fue que se conletieron graves injusticias en contra de los poseedores o 
propietarios afectados y que se enlplearan llledios no legales para 
paliar esta situación (COlllO ejemplo podenlos citar la oficina de 
quejas dependiente del entonces Departamento a través de la cuaL 
de facto, sin ningún fundamento legal, dejó sin efecto nluchas 
resoluciones presidenciales). La tercera, de 1947 a 1962, en la que 
su[Jsistió la proscripción deL amparo en términos generales, pero se 

II 
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hace la excepclOn para los poseedores o propietarios afectados por 
resoluciones agrarias que cuenten con certificado de inafectabilidad. 

Posteriormente a estas tres etapas del anlparo en materia 
agraria, tenemos que el 4 de febrero de 1963 se publicaron las 
reforn1as a la Ley de Anlparo, con las que se reglan1entó la adición 
al artículo 107, fracción JI de la Constitución Federal. Sin en1bargo, 
y toda vez que se trataba de norn1as de excepción, se consideró 
que era conveniente incluirlas en las Instituciones Jurídicas que 
resultaron nl0dificadas; siendo aSÍ, COTI10 se adicionaron veinte de 
los artículos de la Ley de Anlparo y se crearon dos más, el 80 bis y 
el 116 bis, con estas nlodificaciones, que fueron veintidós en total, 
efectivamente, se estructuró un nuevo procedinliento que resultó 
accesible a la clase campesina y que constituye una eficaz defensa 
de la garantía social agraria. 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
al exan1Ínar las disposiciones de la reforn1a de 1963 esclareció que 
el amparo	 en materia agraria está caracterizado por las notas distintivast	 que a cOlltinuación se reproducen, relacionando cada una de ellas con 
los preceptos actuales de la Ley de Amparo. 

I 

~	 2. CARACTERISTICAS O NOTAS DISTINTIVAS DEL JUICIO DE 
I 

AMPARO EN MATERIA AGRARIA 

2.1 "OBLIGACIÓN DE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA, TANTO EN 

LA DEMANDA COMO EN LA REVISIÓN (ARTÍCULOS 2°, 76 y 91)". 
En este punto el artículo 227 actual es nlás completo porque 

establece la obligación de suplir la deficiencia de la queja 
(demanda) y la de las exposiciones, comparecencias, alegatos y 
recursos de los sujetos de la clase campesina que sean parte en los 
anlparos en n1ateria agraria, ya sea que participen COTIla quejosos 
o como terceros perjudicados. 
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2.2 uIMPROCEDENCIA DEL DESISTIMIENTO TRATÁNDOSE DE NÚCLEOS 

DE POBLACIÓN Y DE LA CADUCIDAD. DE LA INSTANCIA O DEL 

SOBRESEIMIENTO POR FALTA DE PROMOCIÓN (ARTÍCULOS 2° y 74)u. 
Similares disposiciones contiene el actual artículo 231, con la 

salvedad de que sí pernlite el desistiIniento del juicio cuando sea 
acordado expresanlente por la Asanlblea General. 

,1 

2.3 uSIMPLIFICACIÓN EN LA FORMA PARA ACREDITAR LA 
...."PERSONALIDAD (ARTÍCUL012)". 

Las disposiciones relativas las contienen ahora los artículos 214 

y 215. 

2.4 uPROHJBICJÓN DE DESCONOCER LA PERSONALIDAD DE LOS 

MIEMBROS DE UN COMISARJADO CUANDO SE HAYA VENCIDO EL 

TÉRMINO PARA EL QUE FUERON ELECTOS, SIN QUE SE HAYA HECHO 

NUEVA ELECCIÓN (ARTíCULO 12)". 

Actualnlente artículo 214, fracción 1 

2.5 uPACULTAD DE CONTINUAR EL TRÁMITE DE UN AMPARO 

PROMOVIDO POR UN CAMPESINO, POR AQUÉL QUE TENGA DERECHO DE 

HEREDERO (ARTíCULO 19)". 
Actualmente artículo 216. 

2.6 "DERECHO DE RECLAMAI~, EN CUALQUIER TIEMPO, ACTOS QUE 

AFECTEN A NÚCLEOS ElIDALES O COMUNALES, LO QUE SE TRADUCE EN 

LA PROHIBICIÓN DE SOBRESEER EN EL JUICIO CON BASE EN LA CAUSAL 

DE IMPROCEDENCIA ESTABLECIDA EN LA FRACCIÓN XII DEL ARTÍCULO 

73, CUANDO EL AMPARO SE HAYA INTERPUESTO POR DICHOS NÚCLEOS 

(ARTÍCULOS 22 y 73, FRACCIÓN XII)". 
La disposición relativa la contiene ahora el articulo 217. 
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2.7 uDERECHO DE RECLAMAR, EN UN TÉRMINO DE 30 DíAS, ACTOS QUE 

CAUSEN PERJUICIOS A EJIDATARJOS O COMUNEROS (ARTíCULO 22)". 
Actualmente artículo 218. 

2.8 uFACULTAD DE LOS JUECES DE PRIMERA INSTANCIA DE ADMillR LA 

DEMANDA DE AMPARO Y DECRETAR LA SUSPENSIÓN PROVISION AL, 

PARA LOS CASOS EN QUE SE RECLAMEN ACTOS QUE TENGAN O PUEDAN 

TENER COMO EFECTO PRIVAR DE SUS DERECHOS AGRARIOS A UN 

NÚCLEO DE POBLACIÓN (ARTÍCULO 39)". 
Actualnlente artículo 220. 

l
I 

2.9 "OBLIGACIÓN DE RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS QUE SE 

CONSIDEREN CONVENIENTES, ASÍ COMO AMPLIAS FACULTADES DE LOS 

JUECES DE ACORDAR LAS DILIGENCIAS QUE ESTIMEN PERTINENTES Y DE 

SOLICITAR DE LAS AUTORIDADES ELEMENTOS PROBATORIOS IDÓNEOS, 

LO QUE IMPLICA LA PROHIBICIÓN DE RESOLVER EN CONTRA DE LOS 

EJIDATARIOS, COMUNER9S O NÚCLEOS DE POBLACIÓN POR DEFICIENCIA 

,t DE PRUEBAS (ARTÍCULOS 78 y 157)".
i 

Las disposiciones relativas las contienen ahora los artículos 225 
y 226. 

~ 1, 

I 2.10 uOBLlGACIÓN DE EXAMINAR LOS ACTOS RECLAMADOS TAL Y 
! COMO APAREZCAN PROBADOS AUNQUE SEAN DIFERENTES A LOS 

RECLAMADOS EN LA DEMANDA (ARTíCULO 78)". 
La disposición relativa la contiene ahora el artículo 225. 

2.11 uTÉRMINO DE 10 DÍAS PARA INTERPONER LA REVISiÓN 

(ARTíCULO 86)".
 
Actualnlente artículo 228.
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2.12 "PROHIBICIÓN' DE QUE SE TENGA POR NO INTERPUESTO UN 

RECURSO POR FALTA DE COPIAS; OBLIGACIÓN DE ORDENAR SU 

EXPEDICIÓN (ARTíCULO 88)". 
Actualmente artículo 229. 

2.13 "DERECHO DE HACER VALER EL RECURSO DE QUEJA EN CUALQUIER 

TIEMPO (ARTÍCULO 97)". 
La disposición relativa la contiene ahora el artículo 230. 

2.14 l/OBLIGACIÓN ESPECIAL DEL lvlINISTERIO PÚBLICO DE VIGILAR QUE 

SE CUMPLAN LAS SENTENCIAS DICTADAS EN FA VOR DE NÚCLEOS 

(ARTíCULO 113". 
La disposición relativa la contiene ahora el artículo 232. 

2.15 "PROCEDENCIA DE LA SUSPENSIÓN DE OFICIO CUANDO LOS ACTOS 

RECLAMADOS ENTRANEN LA AFECTACIÓN DE LOS BIENES AGRARIOS DE 

NÚCLEOS DE POBLACIÓN, O SU SUBSTRACCIÓN DEL RÉGIMEN JURíDICO 

EJIDAL (ARTÍCULO 123, FRACCIÓN III)". 
Actualmente artículo 233. 

2.16 l/No EXIGENCIA DE GARANTÍA PARA QUE SURTA EFECTOS LA 

SUSPENSIÓN (ARTíCULO 135)". 
La disposición relativa la contiene ahora el artículo 234. La 

exención beneficia únicanlente a los núcleos de población y no a 
los individuos de la clase campesina. 

2.17 "OBLIGACIÓN DEL JUEZ DE RECABAR LA LAS ACLARACIONES A LA 

DEMANDA SI LOS QUEJOSOS NO LO HAN HECHO EN EL TÉRMINO DE -15 
OlAS QUE SE LES CONCEDE rI\EVIAMENTE (ARTÍCULO "146)". 

" ..,,/ 

...
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En la ley ac~ual no existe disposición específica sobre este 
particular, pero, evidentenlente, el juez sí está obligado a recabar 
las aclaraciones que sean necesarias para perfeccionar la 
demanda, desde el lnonlento en que el artículo 227 le ordena 
suplir las deficiencias de la nlÍsn1a y el artículo 226 lo faculta para 
acordar las diligencias que estime necesarias para precisar los 
derechos agrarios de los núcleos de población o de los ejidatarios 
o con1uneros en lo particular, así COfi10 la naturaleza y efectos de

I los actos reclanlados.
,1/y 

2.18 "'OBLIGACIÓN DE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES DE RENDIR SUS 

INFORMES JUSTIFlCADOS, NO SÓLO DE LA .MANERA MÁS PRECISA QUE I 
CONDUZCA AL CONOCIMJENTO EXACTO DE LOS HECHOS, SINO, 

~ TAMBIÉN, ACOMPANÁNDOLOS DE TODOS LO ELEMENTOS IDÓNEOS 

PARA ELLO (ARTÍCULO 149)". 
Actualulente, articulas 223 y 224. 

r 2.19 "'RÉGIMEN PARA EVITAR QUE UN NÚCLEO PUEDA QUEDAR SIN 
I DEFENSA (ARTíCULO 8° BIS)".
i La representación substituta que instituyó en su tiempo el 

artículo 8° bis está prevista ahora en el artículo 213, fracción lI. 

2.20 "'SIMPLIFICACIÓN DE LOS REQUISITOS DE LA DEMANDA 

(ARTÍCULO 116 BIS)". 

El artículo 1'16 bis fue derogauo por el Decreto de refonnas de 
2g de junio de 1976; sin enlbargo, es evidente que los sujetos de la 
clase canlpesina siguen disfrutando de privilegios al fonnular sus 
demandas, puesto que el juez está obligado a suplir las 
deficiencias en que incurran en ellas, según 10 dispone el artíc u10 
227. 

i 
I 

'V
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Las tesis en que la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación dio a conocer estas notas distintivas del juicio 
de anlparo en nlateria agraria, aparecen publicadas en las páginas 
"106 él 109, Tercera Parte, del Apéndice al Selnanario Judicial de la 
Federación publicado en el año de -1975. En la inteligencia de que 
las características antes mencionadas subsisten en la 
reglamentación actual, pero desarrolladas con mucha más 
claridad. 

2.21	 HEFORMAS A LA LEY DE AMPARO (PUBLICADAS EN EL DIARIO 

OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 19 DE JUNIO DE 1976) 

Sin embargo, dada la dispersión de las normas antes señaladas 
que regulan el anlparo agrario, la falta de claridad en muchas de 
eJlas y las lagunas legales existentes, hacían necesario 
perfeccionarlo, tanto en sus nornlas sustantivas conlO en sus 
procedimientos, a fin de tutelar con lilayor eficacia a los núcleos 
de población, ejidatarios y comuneros en el ejercicio de sus 
derechos agrarios; y tOlnando en cuenta que para esas fechas el 
juicio de amparo pronl0vido por los núcleos de población, los 
ejidatarios y los pequeüos propietarios habían aUlllentado en 
forma considerable, así como las reiteradas solicitudes del 
campesinado, de contar con un sólido respaldo legal, el Presidente 
de la República en el año de 1976, envió al Congreso de la Unión 
dos Iniciativas de refornlas. 

La primera, consistente en-refonnas a la fracción II del artículo 
J07 Constitucional, en sus párrafos tercero y cuarto, que 
nlodificaban substancialInente las anteriores fracciones que se 
establecían en este dispositivo constitucional, y la segunda, de 
reformas a la Ley de Alnparo, proponiendo que el articulado 
referente al alnparo agrario se ordenara en un libro específico, el 
cual estuviera enriquecido con las experiencias y resoluciones de v 



11 

REVISTA DF LOS TRIBUNALES AGRARIOS	 97 

la Suprenla Corte de Justicia de hl Nación, cuyo propósito o 
finalidad fundanlental sería tutelar a los núcleos de población 
ejidal o conlunal y a los ejidatarios y COlnuneros en sus derechos 
agrarios, y que el juicio de anlparo en materia agraria tuviera las 
características de un procedinliento ágil y expedito, acorde a los 
requerinlientos de justicia de los hombres del canlpo. 

I	 
En base a estas consideraciones, e] Congreso de la Unión 

I 

i-­ aprobó únicanlente la Iniciativa Presidencial relativa a la refornla 
a la Ley de Alnparo, y determinó con una nlejor técnica legislativa 
dividirla en dos Libros, el Prinlero "Del Amparo en General", 
conformado con los artículos del 1° al 211, y el Segundo 

I denominado "Del Amparo en Materia Agraria", en el que 3e 
concentraron las nuevas disposiciones, constando de un solo~ 
capítulo y comprende de los artículos 212 a] 234; facilitando su 
consulta e invocación en favor de los núcleos ejidales, conlunales 
y canlpesinos. 

Cabe aclarar que en estas refornlas se modificó tanlbién el 
~ 
!	 artículo 5° de la Ley de Anlparo, donde se faculta al Ministerio 
I 
!	 

Público Federal para que COll10 parte en el juicio de anlparo pueda 
interponer recursos,. fortaleciendo así los nlecanisnlOS 
institucionales de defensa y preservación de los intereses de la 
sociedad. 

I 

Aunque si bien es cierto que dicha refornla no fue acertada del 
todo, en virtud de que tanto los jueces de Distrito, como las 
autoridades responsables en los juicios de alnparo agrarios, tienen 
la necesidad de fundalnentar sus actuaciones tanto en el Libro 
Prünero del Anlparo en General, conlO en el Libro Segundo Del 
A.ln paro en Materia i\graria, con10 sucede por ejenlplo en lo que 
se refiere a la suspensión provisional del acto rec1aJnado y otras 
instituciones que serán analizadas con oportunidad en el presente 
estudio, tanlbjén lo es que con estos 22 preceptos y con la refonna 

v él los artículos 224 y 231 f fracción N entre otros, publicada en el 



;." 

l:~' ! 

98 EL PROCESO CONSTITUCIONAl, DE AMPARO 

Diario Oficial de la Federación el día 16 de enero d2 1984, se 
lograron los siguientes avances: la incorporación al texto de la ley 
de los criterios jurisprudenciales de la Suprenla Corte, en la 
nlateria, la superación de alguna_s deficiencias de la 
reglalnentación anterior, se le dio nlayor alcance a la tutela de este 
procedinliento privilegiado y lllayor claridad a las instituciones 
que lo cOlllponen. 

Es ünportante destacar que estas disposiciones permanecen 
vigentes hasta la fecha y por ende serán parte de este estudio. 

Ahora bien, aunado a las características establecidas por la 
Suprenla Corte de Justicia de la Nación, respecto del aUlparo en 
lllateria agraria, podríanlos señalar que del Libro Segu.lldo de la 
Ley de Anl paro se desprende que el artículo 212 de la Ley de 
Anlparo, al conceptuar al anlparo en 111ateria agraria establece que 
es el procedimiento que tiene "la finalidad de tutelar (l los núcleos de 
población ('jidal o C011l 11 11111 y a los ejidatarios y comuneros en sus 
derechos agrarios, así COlno, en SIl pretensión de derechos, a quienes 
pertenezcan a la clase campesina" y se precisan los casos en los que 
debe otorgarse dicha tutela. 

.. 
I 

De lo anterior, se deduce que a partir de ese precepto legal, se 
tutela no sólo a los sujetos que ya tienen derechos adquiridos, sino 
él los que tienen pretensión o aspiración de llegar a tener dichos 
derechos. 

Por su parte, el articulo 215 faculta al juez para decretar la 
suspensión de los actos recJanlados, sin adnlitir la denlanda, entre 
tanto se investiga la personalidad del pr01110vente. 

I{esulta la anterior tanlbién una característica 111UY sui generis el 
que se pueda conceder la suspensión del acto reclalnado sin haber 
dado entrada a la delnanda. 

11 
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En el artículo 219 se establece que se deberá notificar en forma 
personal a los sujetos de derecho agrario que cita el artículo 212 de 
la Ley de Anlparo el auto que deseche la demanda, el auto que 
decida sobre la suspensión y la resolución que se dicte en la 
audiencia constitucional. 

Son estas las caracteristicas generales del anlparo en nlateria 
agrana. 

En otro orden de ideas yo me ah-evo a establecer que con 
posterioridad él las refonnas a la Ley de Anlparo efectuadas en el 
año de 1976, existe una etapa lllás en ~1 desarrollo de la institución 

I del anlparo en nlateria agraria, en la que los tratadistas no han 
¡ incursionado aún pero que es SUlllanlente inlportante.r 

Esta nueva y últinla etapa del anlparo en nlateria agraria 
enlpieza a partir del afta de 1992, con la creación de los Tribunales 
Agrarios, toda vez que por su naturaleza jurídica de órganos 
jurisdiccionales, enliten sentencias definitivas en los juicios~ 

I	 agrarios de su competencia, las cuales son inlpugnables por la vía 
del amparo directo, situación que no existía con anterioridad a su 
instauración, en virtud de que contra los actos de las autoridades 
agrarias solanlente procedía el cllnparo indirecto. 

Pasaremos ahora al análisis de las instituciones del juicio de 
amparo agrario, en lo particular. 
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3.- Los TÉRMINOS EN LA LEY DE AI\1PARO REGLAMENTARIA DE Los
 
ARTícULOS 103 Y 107 DE LA CARTA MAGNA
 

3.1 CONCEPTO DE TÉRMINO 

Por término debenlos entender el período .de tiempo en el cual 
deben realizarse los actos procesales, tanto por el juez COillO por 
las partes que intervienen en un juicio. 

3.2 DIFERENCIA ENTRE PLAZO y TÉRMINO 

Antes de entrar de lleno al análisis de los térnlinos, nle gustaría 
realizar una aclaración al respecto, ya que suelen confundirse los 
vocablos procesales "plazo" y "término". 

En sentido estricto, los plazos son aquellos lapsos o períodos de 
tienlpo dentro de los cuales es preciso efectuar deternlinados actos 
de carácter procesal. 

En tanto que el térnlino, es la fltcha en que concluye un ~ 

deternlinado plazo. No obstante lo cual, nuestros códigos 
procesales, corno lo es la Ley de Anlparo, utilizan por regla 
general el vocablo "'término" en el sentido de "'plazo", de acuerdo 
con la tradición del derecho español. No obstante que conlO lo ha 
hecho notar el procesa lista español Niceto Alcalá-Zanlora y 
Castillo, en la Partida III ya se establecía la distinción entre anlbos 
conceptos. 
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3.3 Los TÉRMINOS EN LA LEY DE AMPARO 

Una vez realizada la anterior aclaración procederenl0s a 
analizar los términos que contempla la Ley de Amparo. 

De conformidad con el artículo 21, el térn1Íno para la 
interposición de la denlanda de amparo será de quince días. 
Dicho ténllino se contará desde el día siguiente al en que haya 
surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al 
quejoso de la resolución o acuerdo que reclanle; al en que haya 
tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en que se 
hubiese ostentado sabedor de los 11lis11l0S. 

i 
". Ahora bien, existen varias excepciones al término general de 

quince días, C011l0 es el caso de la fracción III del artículo 22, en el 
que se señala que cuando se trate de sentencias definitivas o 
laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, en los que el 
agraviado no haya sido citado legalnlente para el juicio, dleho 
agraviado tendrá el térnlÍno de noventa días para la interposición 
de la demanda, si residiera fuera del lugar del juicio, pero dentro 
de la República, y de ciento ochenta días, si residiere fuera de ella; 
contando en ambos casos, desde el siguiente al en que tuviere 
conocimiento de la sentencia; pero si el interesado volviere al
 
lugar en que se haya seguido dicho juicio quedará sujeto al 
térn1Íno a que se refiere el artículo anterior. 

No se tendrán por ausentes, para los efectos de este artículo, los 
que tengan mandatarios que los representen en el lugar del juicio; 
los que hubiesen señalado casa para oír notificaciones en él, o en 
cualquiera fornla se hubiesen nlanifestado sabedores del 
procedil11iento que haya motivado el acto reclamado. 

Artículo 23.- Son días hábiles para la pronloclon, 
substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los 
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días del año, con exClusión de los sábados y domingos, ello. de
 
enero, 5 de febrero, 10. y 5 de lllayo, 14 y 16 de septiembre, 12 de
 
octubre y 20 de novienl breo
 

... Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de 
las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y 
transnlitir, sin costo alguno para los interesados ni para el 
gobierno, los nlensajes en que se denlande amparo por alguno de 
los actos enunciados así como los mensajes y oficios que expidan 
las autoridades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las 
horas del despacho y aun cuando existan disposiciones en 
contrario de las autoridades adnlinistrativas. La infracción de 1:) 
prevenido en este párrafo se castigará con la sanción que d 
Código Penal aplicable en filatería federal señala para el delito de 
resistencia de particulares y desobediencia. 

La presentación de denlandas o promociones de término podrá 
hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores 
de los tribunales, ante el secretario, y en casos urgentes y de 
notodos perjuicios para el quejoso, los jueces podrán habilitar los 
días y las horas inhábiles, para la adnlisión de la demanda y la 
tranlitación de Jos incidentes de suspensión que no se refieren a 
actos que ünporten peligro de privación de la vida, ataques a la 
libertad personal, deportación, destierro o alguno de los actos ~ 

prohibidos por el artículo 22 constitucional. 

3.4	 REGLAS A LAS QUE SE ENCUENTRAN SUJETOS EL COMPUTO DE 

Los TÉRMINOS EN EL JUICIO DE AMPARO 

Artículo 24.- El cónlputo de los térnlinos en el juicio de amparo 
se sujetará a las reglas siguientes: 

1I 
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I.	 Conlenzará a correr desde el día siguiente al en 
que surta sus efectos la notificación, y se 
incluirá en ellos el día del vencinliento. 

II.	 Los términos se contarán por días naturales, 
con exclusión de los inhábiles; excepción hecha 
de los ténninos en el incidente de suspensión, 
tos que se contarán de nlomento a nlomento; 

\V	 III. Para la interposición de los recursos, los 

I
I	 

I
 

términos correrán para cada parte desde el día 
siguiente a aquél en que para ella haya surbdo 
sus efectos la notificación respectiva; 

~ 
IV.	 Los ténninos deben entenderse sin perjuicio de 

an1pliarse por razón de la distancia, teniéndose 
en cuenta la facilidad o dificultad de las 
conlunicaciones; sin que en ningún caso, la 
anlpliación pueda exceder de un día por cada 
cuarenta kilónletros. 

AI·tieulo 25.- Para los efectos del artículo anterior, cuando 
alguna de las partes resida fuera del lugar del juzgado o tribunal 

~
 que conozca del juicio o del incidente de suspensión, se tendrán
 
I 

V
I 

por hechas en tienlpo las promociones si aquélla deposita los 
escritos u oficios relativos, dentro de los térnlinos legales, en la 
oficina de correos o telégrafos que corresponda al lugar de su 
residencia. 

Articulo 26.- No se cornputarán dentro de los términos a que se 
refiere el artículo 24 de esta ley, los días hábiles en que se 
hubiesen suspendido las tabores del juzgado o tribunal en que 
deban hacerse las promociones. 

Se exceptúan de lo previsto en el párrafo anterior, los térnlinos 
relativos al incidente de suspensión. 
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El té...~nlino para la interposición del recurso de revisión, es de 
diez días, tanto en el anlparo en general, COTI10 en el alUparo 
agrano. 

El térnlino para interponer el recurso de reclanlación contra el 
auto que desecha la demanda de anlparo directo es de tres días 
para cualquiera de las partes; y los términos para interponer el 
recurso de queja son los siguientes: 

Contra las autoridades responsables por exceso o defecto en la 
ejecución del auto en que se haya concedido al quejoso la 
suspensión provisional o definitiva del acto reclamado, la queja 
podrá interponerse en cualquier tienlpo nlientras se falle el juicio 
de anlpnro en 10 principal, por resoluciún firnle. 

Contra los au tos dictados por los jueces de Distrito o por el 
superior del tribunal a quien se impute la violación reclanlada en 
que admitan denlandas notorianlente improcedentes; contra las 
resoluciones definitivas que se dicten en el incidente de 
reclanlación de daños y perjuicios; contra las autoridades 
responsables con relación a los juicios de amparo directo, cuando 
no provean sobre la suspensión dentro del término legal o 
concedan o nieguen ésta; cuando rehusen la admisión de fianzas o 
contra fianzas: cuando adnlitan las que no reúnan los requisitos 
legales o que puedan resultar insuficientes; en estos casos, ]a queja 
deberá ser interpuesta dentro de Jos cinco días siguientes al en 
que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida. 

Contra las autoridad~s responsables por exceso o defecto en la 
ejecución de la sentencia en que se haya concedido al quejoso el 
anlparo, ya sea por el juez de Distrito o por el Tribunal Colegiado 
de Circuito correspondiente. En este caso, el recurso de queja 
podrá interponerse dentro de un año contado desde el día 
siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya . 
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nlandado cUlllplir la sentencia, o al en que la persona extraña a 
quien afecte su ejecución tenga conocinliento de éstos. 

Ahora bien, contra las resoluciones de un juez de Distrito o del 
superior del tribunal responsable, en su caso, en que se conceda o 
niegue la suspensión provisional, el término para su interposición 
es de veinticuatro horas, a partir del nlOlllento en que surta sus 
efectos la notificación de la resolución recurrida. 

y 
3.5 TÉRMINOS EN EL AMPARO AGRARIO 

I 

I Por lo que se refiere al amparo en lllateria agraria, difieren los r términos señalados en el Libro Primero para la interposición de la 
demanda de alllparo, como se verá a continuación 

El artículo 213 del alllparo en materia agraria establece que: 
Tienen representación legal para interponer el juicio de amparo en 

~ 
I nombre de un núcleo de población: 

I.	 Los comisariados ejidales o de bienes 
COlllunales. 

H. Los nliembros del comisariado o del Consejo de 
vigilancia o cualquier ejidatario o COlllunero 
perteneciente al núcleo de población 
perjudicado, si después de transcurridos quince 
días de la notificación del acto reclamado, el 
cornisariado no ha interpuesto la demanda de 
anlparo. 

Es decir que después de quince días de haber recibido la 
notificación del acto reclanlado cualquier nlÍelllbro de la 
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comunidad o ejido puede interponer el amparo en nombre de un 
núcleo de población. 

A su vez el artículo 217, deternlina que la denlanda de amparo 
podrá interponerse en cualquier tiempo, cuando el anlparo se 
prolllueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, 
privar total o parcialmente, en forma tenlporal o definitiva, de la 
propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un 
núcleo de población sujeto al régimen ejidal o cOlllunal. 

Relacionado con lo anterior, el Poder Judicial de la Federación 
ha hecho las siguientes interpretaciones: 

. 
DEMANDA DE AMPARO. TERMINO PARA SU .. 
INTERPOSICION. NO EXISTE CUANDO SE 
RECLAMA LA AFECTACION DEL REGIMEN 
¡URIDICO DE LOS NUCLEOS DE POBLACION, 
AUNQUE LOS ACTOS RECL~DOS NO 
AFECTEN EN SENTIDO ESTRICTO LA 
PROPIEDAD O DI5i'RUTE DE SUS BIENES 
AGRARIOS.-Si bien la fracción JI del artículo 22 de 
la Ley de Amparo (aplicable al artIculo 217 actual) 

Iinterpretada en forma literal podría hacer suponer que 
~ no existe plazo de presentación de la demanda de 

amparo únicamente cuando se está en presencia de actos 
de privación de la propiedad, posesión o disfrute de 
bienes agrarios de los núcleos de población, tal precepto 
debe interpretarse en relación con la fracción I del 
mismo artículo que, en lo conducente, expresa: "Este 
termino (de 30 días) regirá en el caso de los actos 
reclamados que causen perjuicio a los intereses 
individuales de ejidatarios o comuneros sin afectar los 
derechos y el régimen jurídico del núcleo de población a 
qIle pertenezcan." De la interpretación sistemática de 
ambas fracciones se desprende que cllando se afecte el 

,,~ 

[ 
I 
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régimen jurídico de los núcleos de población, aunque no 
se afecte en sentido estricto la propiedad, posesión o 
disfrute de sus bienes agrarios, no existe término para 
la interposición de la demanda. 
APENDICE AL SEMANARIO JUDICIAL DE LA 
FEDERACION, 1917-1988, SEGUNDA PARTE, 
SALAS Y TESIS COMUNES, PAG 2396. \ 

(COMENTARIO) 
I 

o/
I Ahora bien, cuando se trata de actos que afectan en lo 
I
, 

individual a los ejidatarios o conluneros, el artículo 218 establece 
que: Cuando el juicio de amparo se pronlueva contra actos que 

I causen perjuicio a los derechos individuales de ejidatarios or	 conluneros, sin afectar los derechos y el réginlen jurídico del 
núcleo de población a que pertenezcan, el térnlÍno para 
interponerlo será de treinta días.I 

i Siendo este el caso de excepción al principio general señaladot en el artículo 217. 
'1 

I
 
I 4. AMPARO INDIRECTO
 
I 

~ 
! 

El anlparo indirecto 6 biinslancial es procedente contra actos en 
juicio cuya ejecución sea de inlposible reparación, fuera de juicio o 
después de concluido el juicio, una vez agotados los recursos que 
en su caso procedan y contra actos que afecten a personas extrañas 
al juicio, se promueve ante los juzgados de Distrito y las 
sentencias que en ellos se dicten son recurribles en revisión, ante 
los Tribunales Colegiados de Circuito correspondientes. 
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A continuación, harenlos un análisis de lo que es el anlparo 
indirecto en nlateria agraria, el cual se rige por el Libro· Segundo 
de la Ley de Anlparo: 

4.1 SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN EL AMPARO INDIRECTO 

La inlportancia o esencia de la suspensión consiste en conservar 
la nu1teria del juicio de anlparo y facilitar la restitución en el goce 
de la garantía violada. La sentencia de alllparo no llenaría su 
objetivo si no fuera por la suspensión, ya que si el acto reclamado 
se hubiera ejecutado antes de pronunciarse la sentencia en el 
anlparo, las cosas no podrían volver al estado en que se 
encontraba antes de la violación conletida. 

De ahí, que la Suprenla Corte de Justicia de la Nación, haya 
establecido que: "los efectos de la suspensión consisten en mantener las 
cosas eu el estado que guardaban al decretarla y no el de restituirlas al 
que tenían antes de la violación constitucional, lo que sólo es efecto de la ­
sentencia que concede el amparo en cuanto al fondo". 

-

Lf:2 I{EQUISITOS PA RA OTORGAR LA SUSPENSIÓN 

El artículo 124 de la Ley de Anlparo establece conlO requisitos 
para otorgar la suspensiÓR de' aE:~ ~cl~1flIPI:ad9, los siguientes: 

.:.	 Que la solicite el agraviado; 

.:.	 Que no se siga perjuicio al interés social, ni se
 
contravengan disposiciones de orden público; y
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I 
.:.	 Que sean de úi fíci1 reparaClon los daños y 

perjuicios que se causen al agraviado con laI 
ejecución del acto redanlado. 

~ 
4.3 TRAMITE DE LA SUSPENSIÓNI 

t
I 

La suspenslon en el anlparo indirecto se tranlita por cuerda 
separada al expediente principal, y por duplicado. 

! 
I 

! La resolución que se dicta en el incidente de suspenslon se 
I denonlina auto, y puede conceder o negar la misnla; contra dicho 
1 auto que conceda o niegue la suspensión provisional procede el 
~ 
I recurso de revisión. 

Cuando se interponga recurso de revisión contra la resolución¡ 
dictada en el incidente de suspensión, el juez de Distrito enviaráI 

al Tribunal Colegiado de Circuito que deba conocer del recurso el~ original del cuaderniJ lo formado con nlotivo de dicho incidente 
quedando en el juzgado el duplicado. 

Por otra parte, confornle al artículo 38 de la Ley de Anlparo, en 
~ los lugares en que no exista juez de Distrito, los jueces de prinlera 

I instancia, dentro de cuya jurisdicción radique la autoridad que
i 

ejecuta o trate de ejecutar el acto rec1anlado, tendrán facultad para¡ 
recibir la demanda de arnparo, pudiendo ordenar la suspensión 
del acto reclanlado por el térnlino de setenta y dos horas, que 
deberá ampliarse en cuanto sea necesario, de confornlidad con la 
distancia que exista en relación a la residencia del juez de Distrito; 
asinlislllO ordenará que se rindan éste los infof1nes respectivos y 
forillará por separado un expediente en el que se consigne un 
extracto de la demanda de anlparo, la resolución en que se nlande 

\ 

V suspender provisionalmente el acto rec1anlélCio, copias de los 
oficios o rnensajes que hubiesen girado para el efecto y 
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constancias de _entrega, así conlO las deternlÍnaciones que dicten 
para hacer cumplir su resolución. Hecho lo anterior deberá remitir 
sin delnora alguna la denlanda y sus anexos al juez de Distrito, en 
el entendido de que deberá vigilar el cumpl1nliento de la 
suspensión del acto reclanlado, hasta en tanto este funcionario le 
acusa recibo de los doculllentos que hubiera renlitido. 

El auto en que un juez de Distrito conceda la suspensión surtirá 
sus efectos desde luego, aunque se interponga el recurso de 
revisión; pero dejará de surtidos si el agraviado no llena dentro 
de los cinco días siguientes al de la notificación Jos requisitos que 
se le hayan exigido para suspender el acto rerlalllado. 

El auto en que se niegue la suspensión definitiva deja expedita 
1a jurisdicción de la autoridad responsable para la ejecución del 
acto reclalllado, aunque se interponga el recurso de revisión; pero 
si el Tribunal Colegiado que conozca del recurso ~evocare la 
resolución y concediera la suspensión, los efectos de ésta se 
retrotraerán a la fecha en que fue notificada la suspensión 
provisional o lo resuelto respecto a la definitiva, siempre que la 
na turaleza del acto 10 pernlita. 

El juez de Distrito puede 1110dificar o revocar el auto en que 
haya concedido o negado la suspensión cuando ocurra un hecho 
superveniente que le sirva de fundanlento, esto mientras no se 
pronuncie sentencia ejecutoriada en el juicio de anlparo. 

Si al presentar la delllanda de alllparo no se hu biera promovido 
el incidente de suspensión, lllÍentras no se haya dictado sentencia 
ejecutoria, el quejoso podrá pronl0verlo en cualquier tielllpo. 

'-"/

I 

Es inlportante lllencionar que el articulo 231 de la Ley de 
Anlparo establece que en los juicios de amparo prolll0vidos por 
las entidades o individuos que se especjfican en el artículo 212, 
procede conceder la suspensión de oficio y debe decretarse en el ~ 

" I 
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mislllO auto en el que el juez adnlite la denlanda, conlunicándose
 
sin denlora a la autoridad responsable para su innlediato
 
cunlplinliento; no obstante lo anterior, nada se estableció sobre la.
 
suspensión en el caso de que el pronlovente de amparo sea un~ 
particular	 o pequeño propietario, y en esa virtud resulta aplicable

I 

que en ta"}	 caso se debe recurrir a lo previsto por el Libro Primero. 
I 
j 

Asinlisnlo, el artículo 234 determina que la suspensión 
concedida a los núcleos de población, no req uerirá de garantía 

v para que surta sus efectos, contrarianlente a la regla general sobre 
¡	 

suspensión del acto redanlado contenida en el articulo 125 de la 
Ley de Amparo, en el que se establece que en los casos en que sea 
procedente la suspensión, pero pueda ocasionar daño o perjuicio a 

l tercero, se concederá si el quejoso otorga garantía bastante para 

i reparar el dailo e indelnnizar los perjuicios que con aquélla se 
causaren si no obtuviera sentencia favorable. 

I	 
4.4 INFORME PREVIO 

~ 

i 
I 

No obstante que el Libro Segundo solamente trata de amparoI 
indirecto,	 no existe dispositivo legal alguno en éste relativo alI 

" infornle previo que deben rendir las autoridades responsables, 
por lo que este infonne se encuentra regulado por los artículos 131 
y 132 del Libro Prinlero de la Ley de Anlparo, en los que se 
establece lo siguiente: 

Artículo 131.- Promovida la suspenslon conforme al artículo 
124 de esta Ley, el juez de Distrito pedirá informe previo a la 
autoridad responsable, quien deberá rendirlo dentro de 
veinticuatro horas. Transcurrido dicho térnlÍno, con ¡nfornle o sin 
él, se celebrará la audiencia dentro de setenta y dos horas, excepto 
el caso previsto en el artículo 133¡en la fecha y hora en que se
 
hayan señalado en el auto iniciaL en la que el juez podrá recibir
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únicamente las pruebas docunlental o de inspección ocular que 
ofrezcan las partes, las que se reci birán desde luego; y oyendo los 
alegatos del quejoso, del tercero perjudicado, si lo hubiera, y del 
Ministerio Púbhco, el juez resolverá en la misma audiencia, 
concediendo o negando la suspensión o lo que fuere procedente 
con arreglo al artículo 134 de esta Ley. 

...No son aplicables al incidente de suspensión las disposiciones 
relativas en la adnlisión de pruebas a la audiencia constitucional... 

Articulo 132.- El informe previo se concretará a expresar si son 
o no ciertos los hechos que se atribuyen a la autoridad que lo 
rinde, y que deternlinen la existencia del acto que de ella se 
reclama, y, en su caso, la cuantía del asunto que lo haya nlotivado; 
pudiendo agregarse las razones que se estinlen pertinentes sobre 
la procedencia o inlprocedencia de la suspensión. 

En casos urgentes el juez de Distrito podrá ordenar a la 
autoridad responsable que rinda el informe de que se trata, por la 
vía telegráfica. En todo caso lo hará, si el quejoso asegura los 
gastos de la comunicación telegráfica correspondiente. 

La falta de infonnes establece la presunción de ser cierto el acto 
que se estime viola torio de garantías, para el solo efecto de la 
suspensión; hace, además, incurrir a la autoridad responsable en 
una corrección disciplinaria, que le será inlpuesta por el mismo 
juez de Distrito en la forma que prevengan las leyes para la 
imposición de esta clase de correcciones. 

Articulo 133.- Cuando alguna o algunas de las autoridades 
responsables funcionen fuera del lugar de la residencia del juez 
de Distrito, y no sea posible que rindan su infonne previo con la .. 
debida oportunidad, por no haberse hecho uso de la vía 
telegráfica, se celebrará la audiencia respecto del acto reclamado 
de las autoridades residentes en el lugar, el reserva de celebrar la 
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que corresponda a las autoridades 
Dl0dificarse o revocarse la resolución d
audiencia en vista de los nuevos infonnes. 

foráneas; 
ictada en la 

pudiendo 
prinlera 

4.5 AUDIENCIA INCIDENTAL 

En el Libro Segundo de la Ley de Alnparo talnpoco se establece 
el procedinliento que deberá seguirse en cuanto a la audiencia 
incidental, en Jo que se considera que existe una onl isión de 
origen y en tal virtud ésta se rige por 10 establecido por los 
artículos 138 al 144 del Libro Prinlero de la Ley de Anlparo, en los 
que se establece que en los casos en que proceda la suspensión 
confornle al artfculo ]24 de la Ley de Amparo, si hubiere peligro 
innlinente de que se ejecute el acto reclamado con notorios 
perjuicios para el quejoso¡ el juez de Distrito¡ con la sola 
presentación de la delnanda de am paro¡ podrá ordenar que las 
cosas se nlantengan en el estado que guarden hasta que se 
notifique a la autoridad responsable la resolución que se dicte 
sobre la suspensión definitiva, tonlando las llledidas que estinle 
convenientes para que no se defrauden los derechos de tercero y 
se evHen perjuicios a los interesados hasta donde sea posible... 

Asinlismo sei1alan los dispositivos de referericia que el in[onne 
previo se concretará a expresar si son ciertos o no los hechos que 
se le atribuyen a la autoridad que los rinde y deberán deterrninar 
la existencia del acto que de ella se reclanld y en su caso la cuantía 
del asunto que lo haya 1110tivado; pudiendo manifestclr además las 
razones que estin1e convenientes sobre la procedencia o 
im procedencia de la suspensión. 

En casos urgentes podrcÍ orcienctr el juez de DisiTito a la 
autoridad responsable que rinda el informe de que se lrat(l por vía 
tcle~r(l fica.,J 

'------------ ­
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Si las autoridades responsables onlitieran rendir sus informes 
. previos, se establece la presunción de ser ciertos los actos que se 

estin1en violatorios para el solo efecto de la suspensión. 
Independienten1ente de que con tal onlisión la autoridad 
responsable se hace acreedora a una corrección disciplinaria que 
le será in1 puesta por el propio juez de Distrito. 

Si las autoridades responsables residen fuera del lugar donde 
se encuentra el Juzgado de Distrito y no rindieran su inforn1e con 
la debida oportunidad por no haber hecho uso del servicio 
telegráfico, la audiencia se celebrará respecto del acto reclau1ado 
de las autoridades residentes en e: lugar, a reserva de celebrar la 
que correspond él a las autoridades foráneas y en vista de las 
nuevas reforn1as se podrá n10dificar la resolución dictada en la 
prin1era audiencia. 

Cuando al celebrarse la audiencia incidental apareciere 
debidalnente probado que ya se resolvió sobre la suspenslon 
definitiva en otro juicio de amparo, promovido por el rniSI110 
quejoso o por otra persona en su nOln bre o representación, ante 
otro juez de Distrito, contra el nlÍsn10 acto reclamado, y contra las 
n1Ísn1as autoridades, se declarará sin 111ateria el incidente de 
suspensión, y se iInpondrá al quejoso o a su representante o a 
an1bos una 111 ulta de 30 a 180 días de salario. 

En los casos ~~n -tl-llP..--~a, la suspensión se conc~derá en 
fur1ild raí que no in1pida la continuación del procediulÍento en el 
asunto que haya 111 -,i\/ado ei acto reclan1ado hasta que se dicte en 
él resolu' ~ -. tinne, él lnenos que la continuación del 
procE::'dinliento ocasione la consuI11é:lción irreparable del dano que 
se ocasione al quejoso. 
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4.6 INFORl'vlE JUSTIFICADO 
I 
I 
I Ahora bien, por lo que se refiere a los infornles justificados a 

diferencia del térnlino de cinco días establecido por el artículo 149 
en el Libro Primero de anlparo en general, el artículo 222 del 
anlparo en materia agraria establece lo siguiente: 

Artículo 222.- En los aJnparos interpuestos en nlateria agraria,
\V las autoridades responsables deberán rendir sus inforrnes 

justificados dentro del ténnino de diez días, que el Juez de 
I 
¡ Distrito podrá ampliar por otro tanto, si estimare que la 

inlportancia del caso lo anleríta. 
1 
tilIt 
I Cabe hacer mención que en la nlateria agraria el infornle 

justificado es un infornle extenso, en el que el pronlovente de 
anlparo queda relevado de algunas obligaciones, dado el réginlen 
de suplencia de la queja. 

--l Articulo 223.- En los anlparos en materia agraria, los infornles 
justificados deberán expresar: 

1.	 El nonlbre y domicilio del tercero perjudicado, 
si lo hay; 

11.	 La declaración precisa respecto a si son o no 
ciertos los actos reclanlados en la demanda o si 
han realizado otros similares o distintos de 
aquéllos, que tengan o puedan tener por 

•	 consecuencia negar o 111enoscabar los derechos 
agrarios del quejoso; 

111.	 Los preceptos legales que justifiquen los actos 
que en realidad hayan ejecutado o que 

I pretenden ejecutar;V 

1 r! 
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IV.	 Si las responsables son autoridades agrarias, 
expresarán, adenlás, la fecha en que se hayan 
dictado las resoluciones agrarias que anlparen 
los derechos del quejoso y del tercero, en su 
caso, y la fornla y térnlinos en que las nlisnlas 
hayan sido ejecutadas; así como los actos por 
virtud de los cuales hayan adquirido sus 
derechos los quejosos y los terceros. 

Resulta innovadora y verdaderamente excepcional, la 
obligación que se ÍIllpone a la autoridad responsable de que en el 
informe justificado sea ella quien señale al tercero peljudicado, si 
lo hay, es decir, que si el quejoso no señala este dato, quien tendrá 
que hacerlo será la autoridad responsable. Asinlisnlo, la autoridad 
está obligada a infornlar con precisión si es cierto o no el acto 
reclamado en la demanda, pero adenlás tanlbién deberá hacerlo 
respecto de si ha realizado otros actos sinlilares o distintos, que 
tengan o puedan tener por consecuencia negar o lllenoscabar 
derechos agrarios del quejoso. 

Articulo 224.- Las autoridades responsables deberán 
acompañar a sus infornles copias certificadas de las resoluciones 
agrarias a que se refiera el juicio, de las actas de posesión y de los 
planos de ejecución de esas diligencias, de los censos agrarios, de 
los certificados de derechos agrarios, de los títulos de parcela y de 
las denlás constancias necesarias para determinar con precisión 
los derechos agrarios del quejoso y del tercero perjudicado, en su 
caso, así conlO los actos reclanlados. 

La autoridad que no renlÍta las copias certificadas a que se 
refiere este articulo, será sancionada con lHulla de veinte a ciento 
veinte días de salario. En caso de que subsista la onlisión no 
obstante el requerinliento del juez, la Iludta se irá duplicando en 
cada nuevo requerinliento, hasta obtener el cunlplinúento de esta 
obligación. 

...
 

~ 
I 
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CorJornle a· estos dos úItinl0s preceptos, la obligación de las 
autoridades responsables implica no solalnente informar acerca 
del acto reclanlado sino de cualquier .otro que estén realizando o 
tengan la intención de realizar, llevando al llláxinlO la suplencia 
de la queja, tanto en los juicios de amparo conlO en los recursos 
que interpongan conlO quejosos o intervengan COU10 terceros 
perjudicados las entidades o individuos a que se refiere el artículo 
212 de la Ley de Amparo. 

4.7 AUDIENCIA CONSTITUCIONAL 

En 1.1 audiencia constitucional, deberán ofrecerse y rendirse las,.. 
I pruebas, excepción hecha de las doculllentales las cuales podrán 
r 

r 
presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que el juez las 
relacione en la audiencia y las tenga corno recibida en ese acto, 
aunque no exista gestión expresa del interesado. Las pruebas 

1 

\ pericial, testimonial y de inspección ocular, deberán ser 
anunciadas con una anticipación de cinco días hábiles, antes de la 
celebración de la audiencia constitucional sin contar el de 
ofrecimiento y el señalado para la propia audiencia. La parte que 

, proponga la prueba debe de exhibir copia de los interrogatorios al 
tenor de los cuales deberán ser examinados los testigos, o bien el~ 

I cuestionario para los peritos. El juez ordenará que se entregue 
una copia a cada una de las partes para que puedan formular por 
escrito o verbalmente preguntas al verificarse la audiencia. Por 
cada hecho que se pretenda probar no se adnlitirán más de tres 
testigos. 

Al promoverse la prueba pericial, el juez designará uno o los 
que estime convenientes para la práctica de la diligencia, 
independientemente de que cada una de las partes taro bién puede 

1 
I 

designar un perito para que se asocie al designado por el juez, o 
"V bien rinda su dictamen por separado. Los peritos no son 

1 

1 1 
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responsables, pero e]' nOlllLrado por el juez deberá excusarse 
cuando concurra alguno de los impedilllentos señalados por el 
artículo 66 de la Ley de Amparo. 

Los peritos al aceptar su nonl branliento lnanifestarán bajo 
protesta de decir que no tienen impedimento legal alguno. 

Los funcionarios o autoridades tienen la obligación de expedir 
las copias o documentos que les sean solicitados a fin de que las 
partes puedan rendir sus pruebas en la audiencia del juicio y si no 
cUll1plieran con esa obligación la parte interesada solicitará al juez 
que requiera a los on1Ísos. El juez requerirá a las autoridades 
olnisas y aplazará la audienci1. por un térnlino que no excederá de 
diez días y si aun cuando se haya hecho el requerimiento por el 
juez no se expidieran las copias o documentos en el térnlino 
ll1encionado, a petición de parte y si lo estinla indispensable el 
juez podrá aplazar la audiencia hasta en tanto se" expidan las 
copias o doculllentos solicitados, en la inteligencia de que el juez 
podrá hacer uso de los medios de aprelllÍo en contra de la 
autoridad on1Ísa por desobediencia a su mandato. Ahora bien, 
cuando se trate de actuaciones concluidas podrán solicitarse los 
originales a instancia de cualquiera de las partes. 

Si algún doculllento presentado por las partes fuera objetado de ~ 
falso el juez suspenderá la audiencia que será continuada dentro I 

de los diez días siguientes, presentando las pruebas y 
contrapruebas relativas a la autenticidad del documento; si el juez 
desechara la objeción presentada podrá aplicar al prolllovente una 
11lulta de 10 a 180 días de salario. 

La audiencia constitucional y la recepClon de pruebas son 
públicas y una vez abierta ésta se deben recibir por su orden las 
pruebas, los alegatos por escrito y en su caso el pedilllento del 
~1ini-sterio Público, procediendo a continuación a dictar el fallo 
que corresponda. 



REVISTA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS 

4.8 SENTENCIA 

119 

Sentencia de amparo es el acto procesal del juez que decide el 
fondo del negocio. 

4.9 PRINCIPIOS A QUE SE ENCUENTRAN SUJETAS LAS SENTENCIAS DE 

AMPARO 

I 
I.. 
I 
i 

\ r
I 

~ 
I 

Las sentencias de anlparo están sujetas a dos principios: el 
principio de relatividad y el de estricto derecho. 

El principio de relatividad establece que las sentencias de 
anlparo se ocuparán única y exc1usivanlente de los individuos o 
de las personas nlorales, privadas u oficiales que lo hubieran 
solicitado, limitándose a anlpararlos y protegerlos, si procediese, 
en el caso especial sobre el que verse la denlanda, sin hacer una 
declaración general respecto de la ley o acto que lo haya 
lllotivado. 

Por su parte, el principio de estricto derecho consiste en que las 
sentencias que se dicten en los juicios de anlparo se sujetarán a los 
térnlinos de la demanda, sin que sea permitido suplir ni anlpliar 
nada en ella. 

Sin embargo, conlO toda regla tiene una excepcIono Por 
disposición expresa del párrafo quinto de la fraccióR II del articulo 
107 constitucional, las autoridades del Poder Judicial Federal no 
sólo tienen 'la facultad sino la obligación de suplir la queja 
deficiente en el amp.aro en nlateria agraria. 

Por su parte, el artículo 225 de la Ley de Amparo establece que 
.....~ la autoridad que conozca del amparo resolverá sobre la 

I Ir 
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inconstitucionalidad de los actos rec1anlados tal como se hayan 
probado, aun cuando sean distintos de los invocados en la 
demanda, si es en beneficio de los núc1eos de población o de los 
ejidatarios o conluneros en lo individual. 

La Suprenla Corte de Justicia de la Nación ha sostenido con 
relación a las sentencias de aUlparo, que éstas solalnente pueden 
resolver sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del 
acto que se rec1alna, pero nunca sobre cuestiones cuya decisión 
compete a los tribunales del fuero conlún, ya que de hacerlo así se 
estaría sustituyendo en la conlpetencia de las autoridades 
responsabIes. 

Las sentencias que dictan los jueces de Distrito en el anlparo 
indirecto adnliten el recurso de revisión, en virtud de que son 
susceptibles de ser confirmadas, lnodificadas o revocadas. 

I.. 
Respecto a su contenido las sentencias de anlparo pueden ser 

de tres clases: las que conceden el amparo, las que lo niegan o las 
que Jo sobreseen. 

En la inteligencia de tratarse de un juicio biinstancial, las 
sentencias que en él se dicten son recurribles en revisión, 
conociendo del recurso los Tribunales Colegiados de Circuito, 
quienes pueden confinuar, lllodificar o revocar la sentencia 
dictada por el juez de Distrito. 

4.10 EFECTO DE LAS SENTENCfAS QUE CONCEDEN EL AMPARO 

Las sentencias que conceden el anlparo, de conformidad con lo 
dispuesto por el articulo 80 de la Ley de Anlparo, tienen por y­
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objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía 
individual violada, restableciendo las cosas al estado que 
guardaban antes de la violación, cuando el acto reclanlado sea de 
carácter positivo; cuando sea de carácter negativo, el efecto del 
anlparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el 
sentido de respetar la garantía de que se trata y a cunlplir por su 
parte 10 que la 111isnla garantía exige. 

, 

I

4.11 CUMPLIMIENTO DE EJECUTORIAS 'V 

l
I 

Una vez que la sentencia dictada en el juicio de anlparo 
indirecto que haya concedido el anlparo solicitado quede firme, 

I ya sea porque se declaró ejecutoria, o porque fue confirnlada en el 
I 

recurso de revisión correspondiente, el juez o el tribunal colegiado 
de circuito, si se interpuso revisión contra la sentencia, la 
comunicará por oficio y sin denlora alguna a las autoridadesI responsables previniéndolas para que informen acerca de su 

~ cumplinliento, haciéndolo saber a las denlás partes. 

l' 
Existe una situación especial en el cumplimiento de las 

sentencias pronunciadas en los amparos que fueron pronlovidos 
en contra de las autoridades adnlinistrativas agrarias con 
anterioridad al año de 1992, en que se realizaron reformas al 
artículo 27 constitucional, instaurándose los tribunales agrarios,I 
toda vez que las sentencias en que se concedió el anlparo y 
protección de la justicia federal en contra de las resoluciones 
presidenciales relativas a la' dotación o ampliación de tierras, 
bosq ues yaguas, así como creación de nuevos centros de 
población y las relativas a la restitución, reconocinliento y 
titulación de bienes conlunales, deberán ser cumplimentadas por 
los tribunales agrarios, en el ánlbito de su competencia, de 
conforn1idad con el artículo cuarto transitorio, fracciones 1 y II de 

v la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios. 

I [1 
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El cumplimiento de dichas ejecutorias inlplica en prinler lugar 
que debe dejarse sin efectos la resolución presidencial que se 
impugnó mediante el juicio de amparo y posteriormente dictarse 
una nueva confornle a los lineanlientos establecidos en la 
ejecutoria de amparo. 

Existen otros casos en los que la sentencia de amparo ordena 
reponer el procedinliento desde la publicación de la solicitud 
agraria, lo que trae como consecuencia que una vez que se ha 
dejado sin efectos la resolución presidencial itnpugnada, se turne 
el expediente adnlinistrativo a la Secretaría de la Reforma Agraria 
para el efecto de que dé cunlplinliento en el ánlbito de su 
cOlnpetencia a la t::jecutoria, y una vez hecho lo cual lo devuelva 
para que se dicte la sentencia que en derecho corresponda. 

Asinlisnlo, cuando la sentencia de amparo ordena dejar 
insubsistentes tanto la resolución presidencial como los actos de 
ejecución de la misnla, el cumplinliento consiste en que el 
Tribunal Superior declare la insubsistencia de la resolución ...
inlpugnada, remitiendo copia certificada del acuerdo de inicio de 
cunlplimiento de ejecutoria a la Secretaría de la Reforma Agraria, 
para el efecto de que restituya en la posesión de los terrenos 
afectados a los propietarios de los misnl0S. 

Por otra parte, cuando los actos reclanlados son propios de esta 
autoridad, como lo son violación a la garantía de audiencia, por 
no haber llanlado a juicio a poseedores o propietarios, 
causahabientes de otros, quienes se ostentan como terceros 
extraños a juicio, habiéndoseles concedido el anlparo, lo que 
procede es dejar insubsistente la sentencia reclamada y reponer el 
procedinliento a partir del nlomento en que se incurrió en la 
violación de garantías. 

()tro caso que se da es cuando el acto reclanlado lo hacen 
consistir en la indebida ejecución de una sentencia pronunciada 
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por el Tribunal Superior Agrario, siendo lo cunducente dejar sin 
efectos el acta de ejecución, ya sea parcial o totalmente y ordenar 
que se realice la ejecución en los térnlinos establecidos en la 
sentencia. 

5. AMPARO DIRECTO EN MATERIA AGRARIA 

5.1 REFORMAS AL ARTÍCULO 27 CONSTITUCIONAL (1992) 

Al realizarse las refornlas al artículo 27 Constitucional!; a que se 
refiere el Decreto promulgado el 3 de enero de 1992 y publicador en el Diario Oficial de la Federación el 6 del lllismo mes y año, con 
la finalidad de garantizar la seguridad jurídica en la tenencia de la 

I 
tierra ejidal, COlllunal y de la pequeña propiedad, así como elI 
apoyo con asesoría legal a los campesinos, y considerando como 

I de jurisdicción federal todas las cuestiones que por límites der terrenos ejidales y conlunales, cualquiera que sea el origen de 
éstos, se hallen pendientes o se susciten enh-e dos o más núcleos 

1 de población, así conlO las relacionadas con la tenencia de la tierra 

t
i de los ejidos y com unidades, se instituyeron los Tribunales 

Agrarios, dotándolos de autonomía y plena jurisdicción. 

I El decreto de referencia en su artículo tercero transitorio ordenó 
que los expedientes reiativos a los asuntos de anlpliación o 
dotación de tierras, bosques yaguas; creación de nuevos centros 
de población y restitución, reconocinliento y titulación de bienes 
cOl1lunales, que al ll10nlento de entrar en funciones los Tribunales 
Agrarios no se hubiese dictado resolución definitiva, se pusieran 
en estado de resolución y se turnaran a los Tribunales Agrarios, 
para que los resolvieran en definitiva conforme a su Ley Orgánica. 

V 
i 

I 11
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Esta situación dio lugar al anlparo directo en materia agr~ria, 

en virtud de que las resoluciones que erniten estos Tribunales, son 
sentencias definitivas que ponen fin a los juicios agrarios, por lo 
tanto son itnpugnables nlediante el anlparo directo y en estas 
condiciones es que se vuelve a incurrir en vicios de origen conlO 
sucedió al llevarse a cabo las reformas de 1963 y 1976, es decir, 
que no quedó debidamente encuadrado el juicio de anlparo 
agrario, toda vez que al refornlarse el articulo 27 constitucional 
debió haberse refornlado talTI bién la Ley de Anlparo, 
encuadrando en el Libro Segundo, tanto el anlparo indirecto como 
el directo, ya que conlO autoridades responsables en los juicios de 
alnparo directo, al dar el tránlite correspondiente a la presentación 
de la denlanda de anlparo y conceder la suspensión provisional, 
los Tribunales Agrarios tienen que fundar su actuación, tanto eH el 
Libro "Del Anlparo en General", conlO en el Libro "Del Anlparo 
en Materia Agraria". 

En base a lo anterior, se considera que la Ley de Anlparo, en 
nlateria agraria, resulta inadecuada en la actualidad, por lo que se 
juzga conveniente y urgente plantear una nueva reforma a la 

I... 
! 

misma, en la que se contenlplen, en el Libro Segundo, tanto el 
Amparo Directo conlO el Indirecto, haciendo las adecuaciones 
pertinentes para lograr que el amparo en filateria agraria alcance 
los propósitos para los cuales fue creado, es decir, que sea un 
juicio ágil y expedito, que no se vea entorpecido por normas que 
no son las aplicables al misnlo, dada su característica de derecho 
social, pero sin incurrir en los excesos tutelares que a la postre han 
creado un ambiente de inseguridad social. 

Asimislllo, debe considerarse la conveniencia de la creación de 
Tribunales Federales, especializados en la Nlateria Agraria, ya que 
son los Juzgados de Distrito y los Tribunales Colegiados en 
Nlateria Adnlinistrativa, los encargados de resolver los amparos 
en nlateria agraria, y siendo ésta una disciplina social tan distinta 
a la administrativa en general, es necesario que existan Tribunales 
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que se avoquen al conocinliento profundo de la materia agraria, 
conlO sucede en la del trabajo y penal, ya que desde el inicio de 
los Tribunales Agrarios éstos se han enfrentado a grandes 
problemas para el tránlite de los alllparos directos que son 
presentados ante los nlisnlOS. 

5.2 TÉRMINO PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA 
I 

~ 
, 

A partir de 1963 en que se instauran las normas aplicables al 
juicio de anlparo agrario, los núcleos de población afectados en 
sus derechos no tienen ténnino para interponer el juicio de

I anlparo	 y de confornlidad con el artículo 217, la denlanda de~ 
1 
!	 

amparo podrá pronloverse en cualquier tienlpo, existiendo la 
excepción respecto de aquellos actos que se hubieran realizado 
antes del 4 de febrero de 1963 en que entró en vigor la prinlera 
refonna en lllateria agrario en la Ley de Anlparo.I 

t Este precepto si bien es cierto que cumple con los propósitos 
tutelares del artículo 27 constitucional, tanlbién lo es que crea una 

+ 
I 

inseguridad jurídica en perjuicio de la contraparte de los sujetos 
de derecho agrario, ya que si la sentencia que recaiga a una 
solicitud de dotación es negativa, el poblado en cualquier tiempo 
podrá interponer juicio de ainparo en contra de la nlisnla, sin 

I importar cuántos años transcurran. 

Por otra parte, cuando el juicio de amparo se pronlueve contra 
actos que causen perjuicio a los derechos individuales de los 
ejidatarios o comuneros, sin afectar los derechos y el régimen 
jurídico del núcleo de población al que pertenecen, el término 
para interponerlo será de treinta días. 

1 

~ 
i 

I 11 
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5.3 P...~ESENTACIÓN bE LA DEMANDA 

De confonnidad con lo estipulado por los artículos 163, 167 Y 
169 de la Ley de la nlateria, la denlanda de amparo debe 
presentarse ante la autoridad responsable, a fin de enlplazar a las 
partes para que concurran ante el Tribunal Colegiado que 
corresponda a defender sus derechos, debiendo renlÍtirla al 
Tribunal de nlérito y rendir su informe justificado. 

De lo anterior se desprende que la autoridad responsable, ante 
quien se presenta una demanda, carece de facultades para 
desecharla, fijar competencias o proveer respecto de dicho escrito, 
excepción hecha de lo relativo a la suspensión del acto reclanlado, 
en atención a que los actos que inl plican conocer del juicio de 
garantías corresponde realizarlos exc1usivalnente a los tribunales 
federales, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 103 de 
la Constitución Federal. 

-
5.4 SUSPENSIÓN EN AMPARO DIRECTO EN MATERIA AGRARIA 

De confornlidad con lo establecido por las fracciones V y VI del 
artículo 107 constitucional el juicio de anlparo directo es 
competencia de los Tribunales Colegiados, y procede contra 
sentencias definitivas que pongan fin al juicio, dictadas por 
tribunales judiciales, adnlinistrativos o del trabajo, respecto de los 
cuales no proceda ni.ngún recurso ordinario, por el que puedan 
ser modificados o revocados, ya sea que la violación se conleta en 
ellos o que cometida durante el procedimiento afecte las defensas 
del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo y por violaciones 
de garantías cometidas en las propias sentencias, laudos o 
resoluciones indicados. 

'../ 
I 
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La denlanda de alnparo contra una sentencia definitiva, laudo 
o resolución que ponga fin al juicio dictado por tribunales 
judiciales, adnlinistrativos o del trabajo deberá presentarse por 
conducto de la autoridad responsable que la emitió, teniendo la 
obligación de hacer constar al pie del escrito de la nlisn1a, la fecha 
en que fue notificado al quejoso la resolución reclamada y la de 
presentación del escrito, así con10 los días inhábiles que lnediaron 
entre anlbas fechas; en la inteligencia de que si no se hiciere la 
anotación correspondiente se sancionará a la autoridadW responsable con n1ulta de 20 a 150 dias de salario. En la misma 

i 

forn1a se sancionará a la autoridad responsable, si no consta en 
autos la fecha de notificación de la resolución reclanlada, sin 
perjuicio de que dentro de las veinticuatro horas siguientes a que 

I obre en su poder la constancia de notificación respectiva, la r proporcione al tribunal a] que haya ren1itido la demanda. 

Si la demanda de an1paro se presentara ante autoridad distinta 
de la responsable, dicha situación no interrulupirá el térn1ino de 
15 días señalado para el efecto por ,el artículo 21 de la Ley de 

~ 
I An1paro.
i 

En los juicios de an1paro, competencia de los tribunales¡ 

+ 
colegiados de circuito, la autoridad responsable será quien 
determine sobre la suspensión de la ejecución del acto rec1alnado, 
de confornlidad con lo establecido por la fracción XI del artículo 
107 constitucional en relación con el 170 de la Ley de An1paro. 

I 
Al respecto cabe señalar que cuando el amparo es interpuesto 

por propietarios de terrenos afectados, la suspensión se decretará 
a instancia del agraviado si concurren los requisitos establecidos 
por los artículos 124 y 125, en su caso, de la Ley de Alnparo y 
surtirá efectos sienlpre y cuando se otorgue garantía suficiente 
para responder de los daños y perjuicios que se pudieran 
ocasionar a terceros. 

I I1
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Es diferente la situación cuando el anlparo es pronlovido por 
núcleos ejidales o conlunales, ya que de confornlidad con los 
artículos 233 y 234 de la Ley de Amparo cuando se señalen con10 
actos reclanlados aquellos que tengan o puedan tener por efecto 
privar de sus derechos al núcleo de población quejoso o su 
substracción del réginlen jurídico ejidal, procede la suspensión de 
oficio y se decretará de plano en el nlismo auto en que el juez 
adnlita la denlanda, en la inteligencia de que la suspensión 
concedida a los núcleos de población no requerirá de garantía 
para que surta sus efectos. 

Ahora bien, siendo facultad de la autoridad responsable 
otorgar la suspensión del acto recJan1ado en los amparGs directos I 

que se pronlueven ante la nlisnla, este Tribunal Superior Agrario 
I 

se encuenb'a ante la problenlática de que las norillas antes *' 
nlencionadas se refieren al am paro indirecto y se ordena al juez 
que la suspensión se decrete de plano en el mismo auto en el que 
admite la delnanda, sin embargo, por lo que se refiere al amparo 
directo en filatería agraria, no existe ninguna disposición aplicable ,.¡.. 
al caso concreto, por lo que en el otorgamiento de la suspensión se I 

lleva a cabo un proceditniento híbrido, es decir, se sigue por una I 

parte lo ordenado por el Libro Segundo y por otra, lo que se 
esta blece para el aln paro en general, tanto indirecto (artículo 124) 
cOlno directo (articulas 170 al 176). 

De lo anteriornlente señalado se desprende que no obstante que 
desde la Iniciativa Presidencial de 1963/ de refornlas a la fracción 
II del artículo 107 constitucional, el Ejecutivo Federal consideró 
indispensable que el juicio de alnparo en lllateria agraria requería \­
ser distinguido del sistelna tradicional del anlparo de esrricto 
derecho, hasta la fecha no se ha llegado a la consunlación de dicho 
propósito, toda vez que al efectuarse las refornlas del 6 de enero 
de 1992 al artículo 27 de la Constitución no se contenlpló que con 

Ila crcaClon de los Tribunales l\grarios, conlO órga nos 
jurisdiccionales dotados de autonomía y plen(l jurisdicción, cuya o/

! 
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encomienda prlncipal es inlpartir la justicia agraria, era necesario 
reformar al mismo tiempo la Ley de Amparo, 10' que ha dado 
COlno consecuencia que hasta la fecha no se haya logrado el 
propósito inicial de reunir en un solo libro todas las nornlas o 
reglas aplicables al anlparo en nlateria agraria. 

5.5 PROCEDIMIENTO PARA OTORGAR LA SUSPENSIÓN EN NIATERIA 
I 

W AGRARIA 

Una vez recibida la denlanda de anlparo en la Oficialía de 
Partes de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del Tribunal 
Superior Agrario, se dicta un Acuerdo Plenario, en el que se tiene 
por presentada la demanda, se resuelve sobre el otorganliento de 
la suspensión del acto rec1anlado, fijando la garantía 
correspondiente, en su caso, y se ordena la notificación a los 
quejosos y el enlplazanliento a los terceros perjudicados y a las 
denlás autoridades señaladas como responsables.t 

Si el prolnovente del anlparo fuere un núcleo ejidal o conlunal,
I la suspensión se concederá de plano, salvo el caso en que el 

quejoso sea un núcleo ejidal o conlunal, y el tercero perjudicado 
tanlbién sea oh'o núcleo, ya que siendo aSÍ, se tendrA que hacer el ~ 
estudio de la situación en particular para detenninar si se concede 
o se niega la suspensión. 

Se solicita a los Tribunales Unitarios Agrarios, que en auxilio 
...	 del Tribunal Superior Agrario, realicen las notificaciones y 

emplazanlientos correspondientes, y se rellütan los despachos 
debidanlente diligenciados, los cuales una vez recibidos son 
renlÍtidos con la detnanda de anlparo, el infornle justificado 
rendido por este órgano jurisdiccional, los infornles justificados 
que se hubieran recibido rendidos por parte de otras autoridades 
responsables, las constancias de notificación :v enlplazamientos 

l' II '1 
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realizados, así como el expediente del juicio agrario del que 
proviene la sentencia reclanlada, y el expediente adnlinistrativo 
agrario fornlado en la Secretaría de la Refornla Agraria. 

5.6 SENTENCIA EN EL AMPARO DIRECTO 

Las sentencias que se pronuncian en los amparos directos por 
los Tribunales Colegiados de Circuito son inapelables e 
irrecurribles, 1110tivo por el cual se considera al amparo directo 
conlO un juicio uniinstancia1. 

,1 

De confornlidad con lo dispuesto por el artículo 80 de la Ley de 
~ 

Anlparo, las sentencias que conceden la protección de la justicia 
federal tienen por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de 
la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado 
que guardaban antes de la violación, cuando el acto rec1anlado sea 
de carácter positivo; cuando sea de carácter negativo, el efecto del 
amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el 
sentido de respetar la garanlia de que se trata y a cunlplir por su 
parte lo que la nliSlna garantía exige. 

t 

5.7 CUMPLIMIENTO DE EJECUTORIAS DE AMPARO DIRECTO
 

El cunlplirniento de las ejecutorias pronunciadas por los 
Tribunales Colegiados de Circuito, se realiza en dos etapas: 

La prinlera consiste en elnitir un Acuerdo Plenario, en el que se 
deja insubsistente la sentencia impugnada y se ordena turnar al 
Magistrado Ponente para que en su oportunidad elabore el 
proyecto de sentencia que en derecho corresponda, siguiendo los ¡ 

'V 

I 
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lineamientos establecidos por la ejecutoria a la que se está dando 
cumplimiento. 

La segunda implica el djetado nlisnlO de la sentencia y su 
aprobación por el Pleno del Tribunal Superior Agrario. 

Contra el cumplinliento de las ejecutorias enlitidas por los 
Tribunales Colegiados de Circuito, proceden los siguientes 
recursos:~ 

El recurso de queja, por considerar los quejosos o los terceros 
1 

perjudicados que al dar cu mplinliento a la ejecutorial la autoridad 
r 

j responsable lo hizo con exceso o con defecto. 

t La repetición del acto reclalnado, cuando los quejosos o los 
terceros perjudicados consideran que al dar cUlllplimiento a la 
ejecutoria, la autoridad volvió a incurrir en las miSIIWS violaciones 
que fueron objeto de juiciq constitucional¡ en el que se dictó la 
sentencia a la que se está dando cumplinliento.t 

Incidente de inejecución¡ el cual se inicia cuando la autoridadI 

1 
responsable no realiza acto alguno tendiente a cunlplinlentar la 
ejecutoria pronunciada en el juicio de alnparo. 

I '! 

, 
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IL 

LA DEMANDA DE SERVICIOS fINANCIEROS 

1.- ANTECEDENTES y MARCO GENERAL DE LA POLÍTICA DE 

FINANCIAMIENTO RURAL 

A
 nlediados de los años ochenta, l\1éxico emprendió un
 
profundo prograllla de liberalización comercial. Con la 

adhesión al Acuerdo General sobre Aranceles y Conlercio 
(GATT), en 1986, se abandon~ la política de desarrollo basada en 
la sustitución de inlportaciones y se orientó el conjunto de la 
economía hacia la producción de bienes en los que se tenían 
ventajas cOlllpetitivas. Este proceso se profundizó en el periodo 
1989-1994, particularUlente durante el últirllo año, por la enh-ada 
en vigor del Tratado de Libre COlllercio de América del Norte 
(TLC). 

Los objetivos que persigue la política agrícola, en consecuencia, 
calnbiaron conforme a la nueva política econóluica general. 

El enfoque cenh-al con el que se ha reforlllado la política	 
i

iagrícola busca un uso lllás eficiente de los recursos. y una lllayor ­
orientación de la producción al filercado, tanto interno lnediante 
una disminución de diferentes fornlas de regulación, COlllO en el 
ámbito internacional a través de la liberación del COlllercio con el 
exterior. A 

I 

Esta política agrícola, ha derivado en el gobierno del presidente 
Ernesto Zedillo en el Progranla de la Alianza para el Call1po, 
cuyos objetivos esenciales son: 

.:. Elevar el ingreso de los productores. 

•:. AUlllentar la producción agropecuaria a un
 
ritulo nlayor que el crecinliento demográfico.
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.:. Alcanzar la autosuficiencia en alinlentos
 
básicos. 

•:.	 Lograr el equilibrio del conlerClO exterior 
agropecuano. 

•:.	 Reducir la pobreza rural. 

¡ .:. Contribuir a la conservación de los recursos
 

\V naturales y a una nlás adecuada distribución de
 
la población en el territorio nacional.
I 

t 
I En la consecución de estos objetivos, la banca de desarrollo 

rural desempeña un papel relevante. En ese carácter, el Banco 
Nacional de Crédito Rural, Sociedad Nacional de Crédito, es el 
único banco de desarrollo de prinler piso dedicado a otorgar 
crédito a la agricultura, ganadería, silvicultura, pesca y dell1ás1 

I actividades conexas al desarrollo rural. 
) 

t, BANRURAL, junto con el resto de la banca de desarrollo: 
I FIRA, NAFIN Y BANCOrvIEXT, principalnlente, que otorgan 
\ recursos a los bancos privados lllediante operaciones de 

descuento, han experinlentado profundas transformaciones en los 
últimos años.1 

En el caso de BANRURAL se refornlularon los esquenlas de 
atención a la clientela en torno de dos premisas básicas: la prinlera 
buscando adecuarse a los nuevos inlperativos de la política de 
liberalización, que ha inlpuesto a las actividades prod uctivas la 
necesidad de elevar los niveles de conlpetitividad como condición 
para nlantenerse en el nlercado. En este sentido, concretamente, 
BANRURAL reclasificó la clientela objeto de atención, dejó de 
otorgar crédito a las actividades no viables y redujo su personal y 
sus gastos adnlinistrativos. 

I I1 
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Lk seg .lnda, al r~plantearse en esos térnlinos sus políticas y 
estrategias, se experimentó entre 1990 y 1994 una reducción en el 
núlnero de prod uctores a los que se hacía llegar el crédito, al igual 
que los lllontos de recursos otorgados. Para revertir 10 anterior, 
durante los últinlos tres años las estrategias se encaminaron a 
retonlar el crecinliento, anlpliar las operaciones y diversificar los 
servicios, todo ello en un nlarco que exige a los internlcdiarios 
financieros altos niveles de eficiencia. 

2.- EL MERCADO FINANCIERO RURAL
 

1: 
i 
I 

i 
No obstante que México cuenta con un sistenla bancario 

nloderno, la atención que presta y la distribución de sucursales seI 
ha concentrado en las áreas urbanas. Se estinla que 95 por ciento 
de esas oficinas se localizan en las ciudades, por lo que alrededor 
de un 30 por ciento de la población del país -24 nül10nes de 
personas en 1992- viven en nlunicipios, principalnlente rurales, I,... 
que no cuentan con servicios bancarios. 

Es precisalnente en las áreas rurales donde lnás claranlente 
coexisten dos sectores financieros: el formal, definido conlO aquel 

I 

que cuenta con una concesión o licencia del gobierno para prestar .".,.... 
sus servicios a través de instituciones de crédito propianlente -ya I 

sea banca de desarrollo COUlO es el caso de BANRURAL o Bancos 
Conlerciales Privados-, o bien internlediarios financieros no 
bancarios tales conlO uniones de crédito, sociedades de ahorro y 
préstamo y cajas populares. Por otra parte, se encuentra el sector 
informal, constituido por prestanlistas individuales, nluchos de 
ellos comerciantes o particulares que proporcionan créditos para 
obtener un interés. El sector forIllal proporciona créditos en 
efectivo, nlÍentras que el informal los proporciona tanto en 
efectivo conlO un adelanto a cuenta de cosechas, o en especie, ya 
sea para el consunlO o la prod ucción. 

I
 
I I
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I 
Entre los oférentes de serVICIOS se tiene, adenlás de los dos 

sectores básicos mencionados, un tercer grupo que por sus 
características se identifica con el sector informal, y que está 
constituido por cajas y cooperativas de ahorro y préstamo, 
enlpresas parafinancieras, fondos conulnitarios, etcétera. Estos 

! organismos casi siempre de alcance lnicroregional realizan 
I 
I 

funciones de internlediación que no son reguladas ni 
I supervisadas por las autoridades bancarias. 

Y De esta manera, en el medio rural la oferta de financianliento se 
integra por la concurrencia de:

I 
1 

1 

i	 .:. La banca conlercial con recu~sos provenientes de FIRA, 
, 

BANC011EXT, NAFIN y otros.~ 
¡ 

.:.	 La banca de desarrollo de prinler piso a través de 
BANRURAL, tanto con recursos propios, conlO de 
FIRA y de otras fuentes de descuento. 

J..
! Cabe aclarar que BANRURAL cobra, a los productores de bajos 

ingresos, una tasa de interés que es igual al pronledio de los 
Certificados de la Tesorería de la Federación (Cetes). Este 
instrumento son bonos de deuda del gobierno federal que se 

~ colocan semanalnlente en el nlercado financiero. Por el volumen 
de colocación, los Celes son la tasa líder y el mejor reflejo de] I

I precio del dinero. Al cobrar esta tasa, BANRURAL en su carácter 
de Banca de Desarrollo, lllás que otorgar un subsidio, apoya con 
la tasa de interés Jl1ás baja que existe en el lllercado a los 
productores de ¡nenores recursos. 

En este sentido, la tasa de interés preferencial se identifica 
como un apoyo a productores de alimentos básicos, y no como 
una actitud paternalista. 

I rl
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Noventa por ciento de los acreditados de BANRURAL son 
productores de bajos ingresos. A ellos se les cobra una tasa de 

; 
r, 

interés nonlinal igual a Cetes. Con base en lo anterior, durante los 
\ .. 

nleses de abril a septiem bre de 1997, la tasa de interés que se 
cobró a esos productores fue, en pronledio, de 19.8 por ciento 
anual. La banca comercial fija su tasa de interés a partir de Costo 
Porcentual Promedio de la Captación (CPP). Sobre ese indicador 
la banca .comercial aunlenta entre 8 y 16 puntos porcentuales 
confornle a las características del cliente y el nivel de riesgo. La I

I 

diferencia de la tasa de interés de BANRURAL y la banca ~ 
cOlllercial es de 10.8 por ciento. 

Organismos financieros no bancarios, C01110 

uniones de crédito, sociedades de ahorro y I 

préstanlo, cajas de ahorro, arrendadoras +I 

financieras, enlpresas de factoraje, etcétera.	 ! 

Un sector senlinfornlal principalnlente 
constituido por enlpresas parafinancieras, 

I 
T'cooperativas de ahorro y préstamo y fondos 

comunitarios. En este sector se ubica al Fondo 
de Solidaridad para la Producción, organisnlo 
oficial que con recursos fiscales proporciona 
crédito na la palabra" sin cobrar interés. I 

~ , 

.:.	 Un anl plio sector infornlal de prestanüstas, 
conlerciantes y usureros. 

Se estinló en ] 993 que la participación de la banca de desarrollo 
se repartió entre FIRA con un 40 por ciento del crédito total al 
sector; le siguió Banconlext -26 por ciento-, BANRURAL -17 
por ciento- y Nafin y otros fondos 17 por ciento-l. 

1 Véase: JI Examen de las políticas Agr/colas de Aléxico", Organización para la 

Coop(>rdción y Desürrollo Económicos, Méxin), 1997_ 
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I 
Por su propio carácter, la banca de desarrollo atiende a losi productores rurales conforme a criterios preferenciales de acuerdo 

con su nivel de ingreso neto anuaL La más alta prioridad, que se 
traduce en una tasa de interés más baja, la constituyen los 
pequeños productores de nlenores recursos; aquéllos que obtienen 
ingresos netos anuales de hasta 3,300 dólares2• Un segundo grupo 

i es el de productores con ingresos anuales netos de hasta 10,000 
dólares, clasificados conlO nledianos o de ingreso medio; y un 

I tercer grupo, el de grandes productores cuyos ingresos superan 

~ este monto. Esta clasificación de los prestatarios rurales pernlite 

I segmentar la demanda de financianlÍento y atenderla 
institucionalnlente conforme a las prioridades de política

I 
I establecidas. 

En la situación actual, los productores más pobres, sin potencial 
de desarrollo comercial, son atendidos por organisnlos del 
gobierno federal con recursos fiscales nlediante el crédito 'la la 
palabra", sin cobro de intereses. BANRURAL dedica su atención a 
los agricultores y ganaderos pobres con potencial de desarrollo, 
aquellos con ingresos de hasta 3,300 dólares. FIRA, a través de las 
operaciones de redescuento a la banca cOlnercial se ocupa de los¡ 
productores de ingresos medios y altos. BANCOMEXT, NAFIN y 

I otros fondos atienden a productores de los tres niveles con tasas 
I 

de interés y plazos de anlortización diferenciales.~ 
i 
I 

En su papel de banca de desarrollo de prinler piso, a 
BANRURAL se enconlÍenda la estrategia precisa de desarrollar 
productores para que pasen a ser sujetos de crédito de la banca 
cOlnercial. 

2 La esLratificación que se menciona está basada en múltiplos del saja río 
mínimo vigente en pesos d Distrito FeJeral. Se transformó a dólares(l]1 

estadounidenses para facilitar la exposición. 
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Al delimitarse en esta fornla los universos de atención se evita 
la posible conlpetencia entre la banca de desarrollo y banca 
eonlercia!. 

3. LIMITANTES A LA BANCARIZACIÓN DE LOS SERVICIOS 

FINANCIEROS EN EL MEDIO RURAL 

Para adentrarse en la fornla de operaClon del mercado 
financiero rural debe considerarse que, de acuerdo con cálculos 
recientes, el número de transacciones del sector inforInal supera a 
las del sector formal por un nlargen de 7 a 1. 

En el sector rural, los bancos son los que proveen los créditos 
nlás grandes, con un promedio de operación de 36 nlil pesos, 
nlientras que los créditos proporcionados por el sector informal 
son en pronledio de 3,100 pesos. 

De los anteriores datos se desprende que los bancos tienen 
preferencia por las operaciones de mayor nlonto, ya que más de 
dos terceras partes de sus transacciones son de 10 lnil pesos o más. 

1 

~ 
I 

! 

l 
\-

'11 

Los intermediarios tienden a servir a clientes de tamaño nledio, 
otorgando créditos con montos de entre 2 nlil y 10 mil pesos. Los 
prestanlistas, en canlbio, aunque preferentemente proveen 
créditos pequeños, sobre todo quienes compran cosechas por 
adelantado con frecuencia otorgan J110ntos elevados. 

."",.. 
I 

I 

Si bien en cuanto al monto total de crédito otorgado se calcula 
\ 

que el sector fornlal provee el 61 %, se advierte tanlbién que el 
productor rural demandante de pequeños montos, es atendido 
sobre todo por prestanüstas informales. 
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I 

Esta especialización de uno y otro sector es el resultado de 
varios factores, entre los cuales se pueden nlencionar los 
siguientes: 

El atraso general de la sociedad rural respecto de Jos sectores 
urbanos, que se traduce en una menor cultura financiera. La 
dispersión nlisma de la población rural asentada en decenas de 
miles de pequeñas localidades se recrea en una situación deI 

I 

V
aislamiento, en la cual los bancos y otras instituciones financieras 

I 
encuentran obstáculo para hacerles llegar los servicios. 

I 

La ausencia del sistema bancario en el medio rural ha sido 
I 

suplida por los prestamistas, ya sean conlerciantes o agiotistas con 
quienes los pequeil0s productores han lnantenido 
tradicionalnlente relación. Es decir, el sector informal realiza sus 
operaciones basado en el conocimiento personal de su clientela. 
Las transacciones se sustentan en una relación de confianza y no 
el requerimiento de garantías como es el caso de los bancos y del ...I sector fornlal en general. La clientela, a su vez, no está 
acostunlbrada a proporcionarlas aunque las posea, 

El esquenla de requisitos y papeleo que exige el sector formal 
desalienta al pequeño productor cuando se le piden, por ejemplo 

~ copias de sus registros contables de los que carece, a la vez que al 
I 
I	 acreditante le significa la necesidad de disponer de una tecnología 

míninla, que se traduce en costos en los cuales no .incurre el 
prestanlista infornlal. 

El nliSTI10 conocinliento·d-irecto del medio en que se 
desenvuelve constituye, para los agentes del sector infornlal, una 
ventaja adicional. Además de que no requiere cu brir costos fijos 
por el pago de oficinas, sistemas de información, enlp]eados, 
etcétera, conoce en detalle 105 antecedentes de su clientela 
potencial. 

I fl 
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Tampoco tiene que registrar contratos ni realizar avalúos de 
garantías, tránlites que adenlás le significan al cliente costos que 
encarecen la transacción y nlayor tienlpo para disponer del 
crédito. 

Este factor del 11 tiempo de respuesta" para las solicitudes es 
particularnlente importante tratándose de créditos para 
actividades agrícolas, cuya viabilidad depende del cunlplimiento 
de las labores dentro de plazos impostergables. I 

~ 
Desde una perspectiva nlás amplia, el sector fornlal en el nledio 

rural, en especial la banca de desarrollo y ,:olllercial, se ha 
orientado casi exclusivamente a proporcionar financiamiento a la I 

producción. En orden de inlportancia, predolnina el crédito de 
i 

avío en forllla de capital de trabajo para cubrir los costos de los ""'" 
cultivos. Le siguen los créditos refaccionarios para acrecentar la 
capacidad productiva y elevar los niveles de capitalización de las 
explotaciones y, en tercer lugar, se ubican los financiamientos 

Jpara servicios, básicamente para la conlercialización. .... 
¡ 

Cabe destacar, en este sentido, que la banca en ellnedio rural, \ 

salvo excepciones para falnilias acomodadas, no otorga créditos 
para el consumo. En el caso de los bancos conlerciales la carencia I 

I 

de este tipo de líneas pareciera obedecer a que los niveles de ~ 
ingreso de los consuIllidores, por un lado, y el desarrollo 
conlercial, por el otro, son insuficientes para generalizar 
instrulllentos COlllO la tarjeta de crédito, que ha sido el medio 
principal para financiar bienes y servicios al consumidor en las 
áreas urbanas. En el caso de la banca de desarrollo se ha 
considerado que no es su función prestar al ·consumo. En razón 
de lo anterior se nlanifiesta u n claro predonlinio del sector 
infornlal en .el otorganüento de esos créditos. 
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4.	 LA EXPERIENCIA DE BANR URAL EN NUEVOS ESQUEMAS E 

INSTRUMENTOS DE INTERMEDIACIÓN FINANCIERA 

Todos los estudios recientes, así conlO la evidencia enlplnca 
coinciden en nlostrar que hay una demanda insatisfecha de 
servicios financieros en el nledio rural mexicano. En forma más 

i 
I precisa, esa denlanda proviene de los estratos de pequeños
I productores agrícolas y ganaderos, comerciantes, artesanos,

'W	 mineros, pescadores y pequeños etnpresarios que desarrollan 
actividades conexas a las propianlente agropecuarias. Se trata de 
anlplios grupos de la población que actualnlente son servidos por 
el sector infornlal de prestanlÍstas en <;:ondiciones de usura. 

I 
~ 

I	 Las ventajas que detenta este sector, ya mencionadas 
I 

anterionnente, provienen sobre todo de su cercanía con la 
población que requiere los servicios y de las propias 
características de su oferta, la cual por costumbre y tradición se ha 
sabido adaptar a las necesidades de una denlanda atonlÍzada, 
basada en transacciones de pequeños montos, rapidez de 
respuesta y con exigencias nlínimas en cuanto a garantías, 
contratos y trámites en general. 

I 
Si bien existen en el medio rural productores y población en~ 

general que en los úl tinlos años, conlO consecuencia de la crisis 
económica nlanifestada en problemas de carteras vencidas y altas 
tasas de interés, dejaron de ser atendidos por la banca comercial y 
en lllenor medida por la de desarrollo; se trata en todo caso de un 
sector llliIJ.'2ritario, con niveles de ingreso llledio y alto qu~se 

reincorporará a los servicios una vez que se superen esos 
problemas. En call1bio, la denlanda verdaderanlente significativa, 
econónlÍca y socialnlente estratégica es la que provendrá de la 
111ayoría de productores de escasos recursos. 

I l' 

'V 
r 
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Con el propósito explícito de atender a esa población-objetivo, 
BANRURAL como parte de sus estrategias ha diseñado nuevos 
esquenlas para anlpliar sus operaciones. 

Los principios en que se funda esa refonnulación buscan 
aprovechar las ventajas que tiene el propio sector fornlal y adaptar 
las necesidades de los peq ueños productores a la institucionalidad 
bancaria, sin detrinlento de la reglanlentación básica. 

Desde la parte de las operaciones pasivas, se trata de 
incrementar la captación de tal nlanera que la imagen superior de 
confianza y seguridad que proyecta la banca -como ya se vio, 
tanlbién entre la clientela de los internlediarios infornlales- se 
traduzca en una ventaja real en el ánl bita de influencia de las 
sucursales de BANRURAL. 

I 
I 

I 

'J/ 

I 

I 

J 
Una estrategia de difusión a través de los 11ledios de 

conlunicación locales ha pernlitido que en los últimos tres años la 
captación de los bancos del siste111a BANRURAL se incremente 
considerablemente. 

1
I 

El notable aumento de la captación de ahorro ha pernlitido al 
banco financiar de nlanera significativa sus progranlas crediticios, 
por lo que actualnlente sólo depende en un 6 por ciento de 
recursos fiscales para el desarrollo de sus operaciones. 

El siguiente paso que se propone la Institución, es diseñar 
instrunlentos que pernlitan el microahorro de las fanlilias 
campesinas, con énfasis entre las afilas de casa y los niños. 

La estrategia que se ha establecido BANRURAL contenlpla 
adecuar sus políticas para llegar a diferentes nichos de mercado, 
rediseñando sus instrumentos en fornld más precisa para que 
correspondan a las características regionales. 

y
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Es en esta perspectiva que se apoyaron, entre otros, los 
programas de producción de café para exportación, de 
productores con extensiones de hasta cinco hectáreas. 

Sobre todo para las regiones de desarrollo medio, donde 
coexisten actividades productivas orientadas al mercado, junto 
con patrones de pequeña producción de autosubsistencia, se debe 
pensar en un sistema de microcrédito, que atienda tanto al aspecto 
productivo como al consumo de la fanlilia. 

La falta de experiencia institucional en este tipo de políticas, 
obliga a un apren¿izaje a partir de casos piloto de los cuales se 
obtengan enseñanzas antes de generalizar su práctica. 

Se impulsan también esquemas crediticios a través de elnpresas 
parafinancieras como una forma de conlpartir el riesgo y lograr 
que un pequeño crédito al productor individual tenga, para las 
instituciones otorgantes, características sinlilares a las prácticas de 
sindicación. 

La operaclon de BANRURAL a través de empresas 
parafinancieras trata de apoyar a pequeños productores a través 
de sujetos de crédito con carácter empresarial, asegurando que el 
beneficio del financian1Íento llegue a los pequeños productores y 
superando los riesgos que representa el que éstos no cuenten con 
garantías suficientes, así como que en el monlento de la 
conlercialización entreguen su producción a los intermediarios. 

El proceso de inicia una vez que la enlpresa parafinanciera 
formula una solicitud de crédito por escrito dirigida al Banco, en 
la que olanifiesta que es una empresa debidamente constituida 

I fI
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para operar bajo el esquenla de parafinanciera, en apoyo de 
productores de su región3• 

Conviene señalar que una empresa parafinanciera es, 
esencialnlente, un intermediario financiero no bancario; es 
informal en el sentido de que no está sujeto a la supervisión y 
control de las autoridades financieras, ni tienen que valuar su 
cartera, crear reservas, ni mantener deternlinados índices de 
capitalización. Sus operaciones no están reguladas por las leyes 
financieras, sino fundamentalulente por los ordenanlientos 
nlercantiles. 

Se trata de empresas agroindustriales, que por necesidades de I 

su estrategia operativa empezaron a contratar directanlente los 1 
créditos requeridos, y distribuirlos y administrarlos entre los 
productores agrícolas que les proveen materia prima. 

La' empresa parafinanciera es una fornla de respuesta a las 
dificultades que los pequeños productores enfrentan para acceder \.,..
directamente al crédito institucional, tanto bancario _COlno de :, 
intermediarios no bancarios autorizados. 

Para la banca, las empresas parafinancieras se presentan como 
sujetos de crédito. Por lo tanto, se realiza una sola transacción con 4'

I 

a) 3 Lás solicitudes son acompañadas dl~ la siguiente documentación: 
Contrato de Asociación en participación formado entre la empresa y los 
productores que serán los ~eneficiarios finales del crédito. 

b) Docunlentos que hagan constar que la P111presa cuenta con la garantía 
suficiente. 
Los •beneficiarios finales del crédito serán seleccionados por la 
parafinanciera, los cuales deberán ser productores sin adeudos vencidos· 
con el sistelna BANRURAL. 
La SUCUTsa l deberá verificar que los productores heneficiarios finales del 
crédito curnplen con los requisitos de solvencia que se establecen en el 
punto anterior, 
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base en un solo contrato y se supera algún problenla de garantías 
que pudiera existir. 

La operación bajo este esquenlél para financiar cultivos como el 
algodón, sorgo y hortalizas ha arrojado resultados alentadores, 
con recuperaciones de crédito de nlás de 98 por ciento. 

El tema	 de las recuperaciones es el menos tratado en los 
I 

!	 estudios sobre las fornlas en que opera el sector informal de
V financiamiento en el nledio rural. Se sabe, sin enlbargo, que por 

tratarse de una relación basada en la confianza y el conocinliento 
personal entre el prestanlista y el prestatario, los· niveles de 

! recuperación son nlás altos que en el sector infornlal4• 

~ 
I Por otra parte, en la búsqueda de alternativas para otorgar 

crédito en casos en que los solicitantes carecen de garantías 

I	 gravables, o bien en situacione~ de elevado riesgo por factores 
climáticos, BANRURAL ha fomentado la creación de fondos de 
garantía y de contingencia entre los productores ruralesr, 

\ 

organizados. 

Ya sea a partir de aportaciones de los propios productores o 
bien de una aportación inicial del gobierno federal y los gobiernos 

4 Algunos estudios sobre el s(~ctor informal son: 
a)	 UNORCA (Unión Nacional de Organizaciones Regionales Campesinas 

Autónomas), l/El Proyecto de UNORCA: Hna red de Bancos Campesinos", 
publicado en memoria del Taller de Crédito Alternativo al Campo, editado 
por Equipo Pueblo/ ANADEGES/FMDR, México, 1990. 

b)	 Cruz, Isabel, 11Ahorro Social y Financiamiento Rura!"; ponencia presentada en 

e) 

d) 

l'l Congreso Nacional de Economislas, marzo de 1992, México (mimeo). 
11 Hacia un Sistema de Financiamiento para el Desarrollo de la Sociedad Rural", 
en Una propuesla para el Movimiento Campesino. Documentos de trabajo 
No. 43, editado por la Fundación Friedrich Ebert Stiftung, representación 
en México, 1992. 
11 Estudio· sobre las Uniones dc Crédito en lvléxico. Balance y Perspectivas". 
D. Centil y F. Doligez. FIRA, SHCP. México, S/F. 

I fr l' I 
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estatales participantes, los fondos constituidos func.ionan 
otorgando garantías complementarias a sus socios o, en el caso de 
fondos de contingencia, se dedican a reasegurar los cultivos 
obteniendo lllejores condiciones con enlpresas aseguradoras de 
cobertura nacional. 

Debe señalarse, que no existe ningún vínculo o relación entre 
los fondos de contingencias y el Sistellla de Seguro Agropecuario 
(ex ANAGSA). Los fondos de contingencia son cr.eados por los 
propios productores organizados, en nluchos casos mediante una 
aportación inicial de los gobiernos federal y estatal. La 
Aseguradora Nacional Agrícola y Ganadera (ANAGSA), se 
extinguió en marzo de 1990. El seguro agrícola en BANRLTRAL 
no es obligatorio. El Banco sólo lo reconlienda a su clientela como 
una forma de prevenir daños a su patrimonio. 

BANRURAL ha fomentado la operación de uniones de crédito 
COIno una vía que permite generar cultura financiera entre los 
socios de esos organismos. Los recursos operados por el banco 
con uniones de crédito llluestran una tendencia creciente durante 
los últimos años. En 1996 representaron 8.6 por ciento del 
ejercicio totaL 

Finalnlente, para extender los serVICIOS que proporciona 
BANRURAL la presente adnlinistración ha sünplificado la 
nornlatividad para reducir los tráInites a lo Inínimo indispensable. 
Se redujo en 23 por ciento el número de las Nonnas para el 
Financianliento, lo que pernlitió disminuir en 70 por ciento el 
tienlpo de respuesta a las solicitudes de crédito. 

I
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